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3. Formato Único de Transferencia (FUT) 

 
Formato Único de Transferencia de personas con VIH y usuarios de PrEP 

 

HOJA CON DATOS EPIDEMIOLÓGICOS 

 

Tipo de solicitud: Programada: _____ Urgente:_____ Fecha de solicitud: 

ID PACIENTE SALVAR:_________NSS:_________ EXP ISSSTE:_________ EXPEDIENTE PEMEX:__________ 

OTRO:______________ 

Institución y Unidad médica solicitante: 

 

Domicilio de la Unidad de envío: 

 

Institución y domicilio Unidad de destino: 

 

 

IDENTIFICACIÓN DEL PACIENTE 

 

Nombre (Apellidos /Nombres: Edad: 

 

CURP: 

 

Sexo al nacimiento: 

 

Género:  

Fecha de nacimiento: Peso:

 

 

Talla: 

 

 

Escolaridad: 

 

Domicilio de residencia: 

 

 

RESUMEN CLÍNICO 

 

Fecha de diagnóstico de la infección por VIH: 

 

 

Clasificación CDC al diagnóstico: 

 

 

CD4 basales: células/mm3 

Fecha:  

Carga viral basal: copias/ml 

Fecha:  

Último CD4: células/mm3 

Fecha:  

Última carga viral: copias/ml 

Fecha:  



362 DIARIO OFICIAL Lunes 27 de abril de 2026 

 

Signos Vitales: 

T/A FC FR Temp 

 

Riesgo Cardiovascular 

(ASCVD): 

 

 

Tabaquismo: 

 

Consumo de alcohol 

Consumo de sustancias:

 

Antecedentes heredo-familiares: 

  

Antecedentes gineco-obstétricos: 

  

Antecedentes personales no patológicos (inmunizaciones, abuso de sustancias, prácticas de riesgo): 

  

Antecedente personales patológicos:  

  

Comorbilidades 

Exploración física (datos relevantes): 

  

Fármacos actuales (incluir ARV)y profilaxis si procede: 

  

Descripción de evolución y motivo de envío: 

 

 

Fecha y resultados de estudios de laboratorios complementarios de los últimos 30 días para su evaluación (BHC, QS, ES, 

Perfil hepático, GGT, serología hepatitis B y C, VDRL, TORCH, Micobacteriosis y otros): 

 

 

 

4. Requisitos Institucionales 

Estos se podrán encontrar en las siguientes ligas electrónicas: 

1. Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar 

https://registro.imssbienestar.gob.mx/#Proceso 

2. Instituto Mexicano del Seguro Social 

https://www.imss.gob.mx/tramites/registro-umf 

3. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

https://www.gob.mx/issste/acciones-y-programas/afiliacion-y-vigencia-de-derechos 

4. Petróleos Mexicanos 

https://www.pemex.com/servicios/salud/Paginas/Home.aspx#:~:text=PEMEX%20%7C%20 

Servicios%20de%20Salud%20de%20Petr%C3%B3leos%20Mexicanos 

_____________________________________ 
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LINEAMIENTOS para el uso del Sistema de Monitoreo al Cumplimiento del Abasto de Insumos para la Salud. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Salud.- Secretaría 
de Salud. 

Eduardo Clark García Dobarganes, Subsecretario de Integración Sectorial y Coordinación de Servicios de 
Atención Médica, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 3, fracción II y II bis, 7, fracción II Ter, 10 
de la Ley General de Salud, 1, 2 inciso A fracción I, 8 fracción XVII, 9 fracciones I, II, XVI, XXX, XXXIII y 
XXXIV del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud y Artículo Segundo del Acuerdo por el que se 
implementa el Sistema de Monitoreo al Cumplimiento del Abasto de Insumos para la Salud y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 7o. fracción II Ter de la Ley General de Salud (LGS) establece que corresponde a la 
Secretaría de Salud planear e integrar la demanda de medicamentos, equipo médico de alta tecnología que 
haya determinado y demás insumos para la salud, así como dar seguimiento y, asesoría durante los 
procedimientos de contratación consolidada y su ejecución, en los que intervengan las dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal que presten servicios de atención médica, salud pública  
y asistencia social, de conformidad con la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 
Público; 

Que el artículo 10 en su segundo párrafo de la citada LGS, señala que la Secretaría de Salud con base en 
la información sobre la planeación y los procedimientos de contratación consolidada de medicamentos, equipo 
médico de alta tecnología y demás insumos para la salud, definirá planes, proyectos y mecanismos que 
permitan optimizar de manera oportuna y con calidad el abasto de medicamentos, equipo médico de alta 
tecnología y demás insumos para la salud en las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud, sin 
perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a las secretarías de Hacienda y Crédito Público y 
Anticorrupción y Buen Gobierno; 

Que el artículo 9 fracciones XVI, XXX, XXXIII y XXXIV del Reglamento Interior de la Secretaría de Salud 
(RISS) establece que corresponde al titular de la Subsecretaría de Integración Sectorial y Coordinación de 
Servicios de Atención Médica, coordinar la implementación de herramientas tecnológicas en el sector salud 
para el desarrollo de proyectos estratégicos que permitan, en su caso, compartir información entre el sector; 
conducir la implementación de la política nacional de abasto de medicamentos e insumos para la salud, para 
la prestación de los servicios de salud pública, atención médica, asistencia social y regulación sanitaria; 
proponer estrategias durante los procedimientos de contratación consolidada de medicamentos y demás 
insumos para la salud, a fin de verificar que las adquisiciones y el abasto sean acordes con la política nacional 
en materia de salud pública, asistencia social, prevención, y atención a la salud, y participar en la 
instrumentación de políticas públicas en materia de abasto de medicamentos e insumos para la salud, y 

Que con fecha 09 de febrero de 2026, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el 
que se implementa el Sistema de Monitoreo al Cumplimiento del Abasto de Insumos para la Salud, y a fin de 
verificar, a través de herramientas tecnológicas, que el abasto sea acorde con la política nacional en materia 
de salud pública, dando seguimiento al cumplimiento de las órdenes de suministro emitidas por las 
Instituciones de Salud a los proveedores de medicamentos, material de curación e insumos para la salud, se 
emiten los siguientes: 

LINEAMIENTOS PARA EL USO DEL SISTEMA DE MONITOREO AL CUMPLIMIENTO  
DEL ABASTO DE INSUMOS PARA LA SALUD 

CAPÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1. Los presentes Lineamientos tienen por objeto establecer las disposiciones generales para la 
operación y uso del Sistema de Monitoreo al Cumplimiento del Abasto de Insumos para la Salud, en términos 
de lo previsto en el Acuerdo por el que se implementa el sistema de monitoreo al cumplimiento del abasto de 
insumos para la salud, así como regular los mecanismos para el registro, seguimiento y reporte de la 
información correspondiente. 

Artículo 2. Para efectos de los presentes Lineamientos, se entenderá por: 

I. BIRMEX: Laboratorios de Biológicos y Reactivos de México, S.A. de C.V. 

II. Constancia de cumplimiento: Documento que hace constar el porcentaje de cumplimiento que un 
proveedor ha dado en un periodo de 8 meses, a las órdenes de suministro emitidas por las 
Instituciones de Salud que forman parte de las compras consolidadas de medicamentos, material de 
curación e insumos para la salud efectuadas por BIRMEX. 

III. DGTI: Dirección General de Tecnologías de la Información, adscrita a la Unidad de Administración y 
Finanzas de la Secretaría de Salud. 
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IV. Instituciones de Salud: El Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, el Instituto Mexicano del Seguro Social, Servicios de Salud del Instituto Mexicano  
del Seguro Social para el Bienestar, los Institutos Nacionales de Salud, los Hospitales Federales de 
Referencia, así como las demás instituciones que presten servicios de salud que se integren en los 
procesos de compras consolidadas de medicamentos, material de curación e insumos para la salud 
que lleve a cabo BIRMEX. 

V. IMSS: Instituto Mexicano del Seguro Social. 

VI. IMSS-BIENESTAR: Servicios de Salud del Instituto Mexicano del Seguro Social para el Bienestar. 

VII. ISSSTE: Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. 
VIII. Lineamientos: Lineamientos para el uso del Sistema de Monitoreo al Cumplimiento del Abasto de 

Insumos para la Salud. 

IX. Orden de suministro: Pedimento que realiza una Institución de salud a un proveedor para que, 
dentro del marco de un contrato derivado de los procesos de compra de medicamentos, material de 
curación e insumos para la salud realizados por BIRMEX y, excepcionalmente, por las Instituciones 
de Salud, le entregue los bienes que requiera. 

X. Orden de remisión: Documento que acompaña la entrega física de los bienes del proveedor a las 
Instituciones de Salud. 

XI. SALUD: a la Secretaría de Salud. 

XII. SISCoSAM: a la Subsecretaría de Integración Sectorial y Coordinación de Servicios de Atención 
Médica. 

XIII. SISTEMA: Sistema de Monitoreo al Cumplimiento del Abasto de Medicamentos, Material de 
Curación e Insumos para la Salud localizado en el enlace electrónico: 
https://entregamedicamentos.salud.gob.mx/insumos/ 

Artículo 3. El desarrollo, administración y operación del SISTEMA estará a cargo de la SISCoSAM, en 
coordinación con la DGTI, en el ámbito de sus respectivas competencias, de conformidad con lo previsto  
en los presentes Lineamientos y, en su caso, en los manuales o guías de carácter técnico-operativo que se 
emitan, garantizando en todo momento el cumplimiento y observancia de las disposiciones aplicables. 

Artículo 4. La aplicación e interpretación de los presentes Lineamientos estará a cargo de SALUD por 
conducto de la SISCoSAM. 

CAPÍTULO SEGUNDO 
DE LAS FINALIDADES DEL SISTEMA 

Artículo 5. El SISTEMA tiene las siguientes finalidades: 

I. El monitoreo del Abasto. SALUD por conducto de la SISCoSAM, llevará a cabo el monitoreo del 
cumplimiento de las órdenes de suministro de medicamentos, material de curación e insumos para 
la salud, emitidas por las Instituciones de Salud a los proveedores. 

II. La consulta pública de información. El SISTEMA será de libre acceso y la información podrá ser 
consultada por el público en general en cualquier momento. 

III. La emisión de la Constancia de cumplimiento. El SISTEMA permitirá generar la Constancia de 
cumplimiento de los proveedores adjudicados, respecto a las órdenes de suministro emitidas por las 
Instituciones de Salud, de acuerdo a los parámetros señalados en los presentes Lineamientos. 

Artículo 6. Además de las finalidades previstas en los presentes Lineamientos, el SISTEMA podrá ser 
utilizado en términos de lo que establezcan los instrumentos que regulen los procesos de planeación y 
ejecución de la compra consolidada de medicamentos, material de curación e insumos para la salud, en el 
ámbito de sus respectivas atribuciones. 

CAPÍTULO TERCERO 
DE LAS RESPONSABILIDADES EN LA OPERACIÓN DEL “SISTEMA” 

Artículo 7. Para la operación y el uso del SISTEMA, SALUD, a través de la SISCoSAM por conducto de la 
Dirección General de Planeación y Optimización de Insumos para la Salud, en el ámbito de sus atribuciones, 
llevará a cabo las siguientes acciones: 

I. Desarrollar el SISTEMA en coordinación con la DGTI. 

II. Administrar el SISTEMA y supervisar su operación. 

III. Habilitar los servicios de consulta y validación de la información. 
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IV. Administrar y gestionar a los usuarios del SISTEMA. 

V. Establecer los procedimientos para el otorgamiento y control de accesos al SISTEMA. 

VI. Asesorar y capacitar a las personas servidoras públicas de las Instituciones de Salud en el uso del 
SISTEMA. 

VII. Suministrar y supervisar la información que sea proporcionada por las Instituciones de Salud. 

VIII. Realizar el análisis de la información del abasto de medicamentos, materiales de curación e 
insumos de salud, para calcular el nivel de cumplimiento de los proveedores respecto de las 
órdenes de suministro de medicamentos, materiales de curación e insumos para la salud emitidas, 
de conformidad con la información que, periódicamente, le sea remitida por las Instituciones de 
Salud. 

IX. Coordinar la atención de las incidencias tecnológicas del SISTEMA en conjunto con la DGTI. 

X. Gestionar la atención de las aclaraciones que se reciban por parte de los proveedores respecto de 
la información de su cumplimiento que se visualice del SISTEMA. 

XI. Definir los criterios para la compartición de información de órdenes de suministro emitidas y 
notificarlos a las Instituciones de Salud. 

XII. Las demás que resulten necesarias para los fines de los presentes Lineamientos. 

Artículo 8. Para los fines de los presentes Lineamientos, las Instituciones de Salud serán  
responsables de: 

I. Designar por escrito a una persona servidora pública que fungirá como Enlace, quien será 
responsable de proporcionar a la SISCoSAM semanalmente la información del cumplimiento 
respecto de las órdenes de suministro emitidas a los proveedores. 

II. Cumplir con los criterios para la compartición de información de órdenes de suministro emitidas que 
sean definidos y notificados por la SISCoSAM. 

III. Proporcionar, conforme a los criterios referidos en la fracción XI del artículo 7 de los presentes 
Lineamientos, la información de las condiciones de entrega establecidas contractualmente, 
consistente en: la entidad, procedimiento, identificador del contrato, Clave Única de 
Establecimientos de Salud (CLUE), proveedor adjudicado, fecha de solicitud de la orden  
de suministro, descripción del medicamento, clave del Compendio Nacional de Insumos para la 
Salud (CNIS), piezas solicitadas, fecha de entrega, fecha límite de entrega, piezas entregadas, 
identificador único de suministro, fecha de pago de la orden de remisión, indicar si es una orden de 
suministro activa o cancelada, y en su caso, fecha de cancelación; así como aquella información 
adicional que resulte necesaria para el funcionamiento del SISTEMA. 

IV. Validar, la información que se muestre en el SISTEMA respecto del abasto de medicamentos, 
material de curación e insumos de salud. 

V. Atender las solicitudes de aclaración que hagan los proveedores y que reciban a través de la 
SISCoSAM, respecto de la información que se visualice en el SISTEMA sobre el cumplimiento que 
den a las órdenes de suministro emitidas. 

CAPÍTULO CUARTO 

DEL MONITOREO Y CONSULTA DE INFORMACIÓN 

Artículo 9. El monitoreo de la información que se genere a través del SISTEMA, permitirá a la SISCoSAM, 
realizar diagnósticos sobre el abasto de medicamentos, material de curación e insumos para la salud en 
territorio nacional, la toma de decisiones para optimizar de manera oportuna y con calidad el abasto de dichos 
insumos y promover la transparencia respecto del porcentaje de cumplimiento de los proveedores en la 
atención de las órdenes de suministro emitidas por las Instituciones de Salud. 

Artículo 10. La información que se recopile, procese y genere, conforme a los presentes Lineamientos, 
estará disponible para su consulta en todo momento para el público en general, toda vez que formará parte de 
la plataforma de compra consolidada del sector salud del Gobierno de México. 

Artículo 11. A través del SISTEMA se podrá consultar la información sobre el abasto de medicamentos, 
material de curación e insumos para la salud, utilizando los filtros que dicho SISTEMA tiene integrados por 
conceptos como: institución, entidad, clave, medicamento, grupo terapéutico, tipo de insumo, proveedor 
adjudicado, entre otros. 
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Artículo 12. La información contenida en el SISTEMA generará los siguientes datos y gráficas 
relacionadas con las órdenes de suministro emitidas por las Instituciones de Salud: 

I. Porcentaje y cantidad de piezas totales de medicamentos, material de curación e insumos para la 
salud, con proveedor asignado. 

II. Porcentaje y cantidad de piezas totales de medicamentos, material de curación e insumos para la 
salud, solicitados por unidades médicas. 

III. Porcentaje y cantidad de piezas totales de medicamentos, material de curación e insumos para la 
salud, entregadas por proveedores. 

IV. Gráfica de cantidad de piezas entregadas, en tránsito e incumplidas, y aquellas que se encuentran 
en validación de entrega, con una visualización mensual. 

V. Gráfica de cantidad de piezas solicitadas y entregadas, con una evolución semanal, respecto a las 
solicitadas. 

VI. Concentrado de las solicitudes realizadas por las Instituciones de Salud en los estados, que 
contiene los siguientes datos: descripción, institución, entidad, estatus, fecha de solicitud, piezas 
solicitadas, proveedor, fecha de entrega, fecha límite y piezas. Esta información podrá exportarse en 
formato electrónico que permita su análisis y tratamiento. 

Artículo 13. Mediante el SISTEMA podrá realizarse, por cualquier persona, la consulta de la Constancia 
de cumplimiento de cualquier proveedor, mediante el ingreso del Registro Federal de Contribuyentes (RFC) o 
razón social correspondiente, la cual podrá ser generada y descargada. Si el SISTEMA no cuenta con 
información sobre el proveedor consultado, emitirá el comprobante que así lo señale. 

CAPÍTULO QUINTO 
DE LA CONSTANCIA DE CUMPLIMIENTO 

Artículo 14. Derivado del monitoreo del cumplimiento del abasto realizado a través del SISTEMA, los 
proveedores podrán consultar y descargar en cualquier momento, una constancia relativa al cumplimiento de 
las órdenes de suministro que les hayan sido emitidas por las Instituciones de Salud dentro de los 
procedimientos de compra consolidada que se lleven a cabo, incluyendo aquellas que sean canceladas por la 
Institución emisora en términos de lo establecido en los contratos correspondientes, haciendo constar el 
porcentaje de cumplimiento que un proveedor ha dado en un periodo de 8 meses, a dichas órdenes de 
suministro emitidas. 

Para el cálculo del porcentaje de cumplimiento contenido en la constancia, se contabilizarán las piezas 
solicitadas y las piezas entregadas, considerando la fecha de la emisión de las órdenes de suministro y no se 
considerará la información de los dos meses previos a aquel en el que se emita, con la finalidad de que, en 
caso de haber retrasos en la entrega periódica de la información, dicho retraso no impacte en el resultado. La 
periodicidad de la actualización de información en el SISTEMA será semanal, por lo que el resultado de las 
Constancias de cumplimiento puede variar semana con semana conforme a dichas actualizaciones. 

Artículo 15. Cuando se realice la búsqueda a través del RFC o razón social del proveedor para generar la 
Constancia de cumplimiento, se emitirá el documento que indicará el porcentaje de cumplimiento del 
proveedor de conformidad con la información proporcionada por las Instituciones de Salud, de acuerdo a los 
parámetros señalados en el artículo que antecede. 

En el caso de que, como resultado de la búsqueda, se desprenda que no hay información de órdenes de 
suministro emitidas al proveedor de que se trate, el SISTEMA emitirá un documento en el que se señale dicha 
circunstancia, el cual podrá ser presentado en lugar de la Constancia de cumplimiento referida en el artículo 
que antecede, cuando así se requiera. 

Artículo 16. Los proveedores tendrán la posibilidad de solicitar las aclaraciones que estimen pertinentes 
respecto del porcentaje de cumplimiento que se refleje en el SISTEMA o en la constancia de cumplimiento 
que éste emita, mediante los canales de comunicación que se señalen en el SISTEMA, debiendo presentar la 
documentación soporte correspondiente. 

Artículo 17. Las aclaraciones serán recibidas por la SISCoSAM y, siempre y cuando se adjunte la 
documentación soporte correspondiente, se gestionarán con las Instituciones correspondientes. En caso de 
resultar procedentes, se realizarán los ajustes que resulten oportunos en el SISTEMA, con la finalidad de que 
se reflejen los cambios en la Constancia de cumplimiento que corresponda. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. Los presentes Lineamientos entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a 20 de abril de 2026.- Subsecretario de Integración Sectorial y 
Coordinación de Servicios de Atención Médica, Eduardo Clark García Dobarganes.- Rúbrica. 
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AGENCIA DE TRANSFORMACION DIGITAL  
Y TELECOMUNICACIONES 

PROGRAMA Institucional del Servicio Postal Mexicano 2026-2030. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Transformación Digital.- 
Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones.- Servicio Postal Mexicano. 

PROGRAMA INSTITUCIONAL DEL SERVICIO POSTAL MEXICANO 2026-2030 

1. Índice 
1. Índice 

2. Siglas y Acrónimos 

3. Presentación del Programa Institucional 2026–2030 

4. Señalamientos del origen de los recursos del Programa 

5. Fundamento normativo 

6. Diagnóstico de la situación actual y visión de largo plazo 

7. Problemas públicos, causas y efectos 

7.1 Desigualdad territorial en el acceso a servicios postales y diversos, asequibles y de calidad 

7.2 Brechas de seguridad postal, física, de protección de la información y de procedimientos en la Red 
Postal como parte de la infraestructura estratégica del Estado Mexicano 

7.3 Subutilización de Correos de México como Operador Postal Designado en la provisión de servicios y 
brazo logístico del Estado Mexicano para la implementación de Políticas Públicas 

8. Objetivos, estrategias y líneas de acción 

8.1 Relevancia del objetivo 1: Consolidar la modernización en los aspectos físicos, normativos, 
administrativos y digitales para eficientar la prestación de los servicios postales y diversos a la población. 

8.2 Relevancia del objetivo 2: Garantizar un esquema integral de seguridad que incluya aspectos postales, 
físicos, de la información y protección civil en Correos de México. 

8.3 Relevancia del objetivo 3: Impulsar a Correos de México como operador estratégico del Estado en  
la provisión de servicios postales y diversos, para responder de manera eficiente a las necesidades de la 
población. 

9.  Indicadores y Metas 

2. Siglas y Acrónimos 
APF Administración Pública Federal 

ATDT Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones 

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

DENUE Directorio Estadístico de Unidades Económicas 

DOF Diario Oficial de la Federación 

INEGI Instituto Nacional de Estadística y Geografía 

Ley Ley del Servicio Postal Mexicano 

MIPYMES Micro, Pequeñas y Medianas Empresas 

ONU Organización de las Naciones Unidas 

ODS Objetivos de Desarrollo Sostenible 

PIB Producto Interno Bruto 

PND Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030 

PS TDT Programa Sectorial de Transformación Digital y Telecomunicaciones 2025-2030 

SEPOMEX Servicio Postal Mexicano 

SPC Servicio Público de Correos 

SPU Servicio Postal Universal 

UPAEP Unión Postal de las Américas, España y Portugal 

UPU Unión Postal Universal 
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3. Presentación del Programa Institucional 2026–2030 

En este tiempo de mujeres, México avanza con pasos firmes hacia un futuro donde la equidad, la 
innovación y el compromiso social se entrelazan para construir una nación más justa y moderna. Desde 
Correos de México, símbolo vivo de la comunicación, la cercanía y la confianza ciudadana, iniciamos una 
nueva etapa bajo el horizonte del segundo piso de la Cuarta Transformación. 

Nuestra misión es continuar fortaleciendo una institución con más de un siglo de historia, adaptándola a 
los retos del presente a través de una transformación digital que acerque la tecnología a la gente, sin perder 
el espíritu humano que distingue a nuestras carteras y nuestros carteros. Apostamos por un modelo que 
impulse la prosperidad compartida, donde el desarrollo tecnológico se traduzca en bienestar para todas las 
comunidades del país, desde las grandes ciudades hasta las regiones más apartadas. 

El Programa Institucional 2026–2030 del Servicio Postal Mexicano representa el compromiso de 
consolidar la modernización de Correos de México, reafirmando su papel como un motor de inclusión, 
conectividad y desarrollo nacional. 

Bajo el liderazgo de nuestra Presidenta, la Dra. Claudia Sheinbaum Pardo, el correo de México se renueva 
con orgullo y esperanza, para seguir siendo un puente entre las personas, las generaciones y los territorios de 
esta gran nación que sigue escribiendo su historia con letras de transformación. 

Violeta Abreu González 

Directora General de Correos de México 

4. Señalamientos del origen de los recursos del Programa 

La totalidad de las acciones que se consideran en el Programa, incluyendo aquellas correspondientes a 
sus objetivos, estrategias y líneas de acción, así como las labores de coordinación interinstitucional para la 
instrumentación de dichas acciones, el seguimiento, reporte y rendición de cuentas de las mismas, se 
realizarán con cargo a los recursos aprobados a los ejecutores de gasto participantes en el Programa, en el 
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio respectivo. 

5. Fundamento normativo 

El Programa Institucional del Servicio Postal Mexicano 2026-2030 se emite en el marco del Sistema 
Nacional de Planeación Democrática, en concordancia con lo establecido en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la Ley de Planeación, la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, el Plan 
Nacional de Desarrollo 2025–2030 y en el Programa Sectorial de Transformación Digital y 
Telecomunicaciones 2025-2030. 

De igual forma, se elaboró considerando los compromisos internacionales asumidos por el Estado 
Mexicano en materia postal, entre ellos los contenidos en el Convenio Postal Universal, el cual reconoce el 
derecho de acceso a la comunicación vía postal para todas las personas. 

El artículo 26, apartado A de la CPEUM establece que “El Estado organizará un sistema de planeación 
democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad 
al crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la 
nación.”, por lo que la elaboración del presente documento obedece a dicho mandato constitucional, a fin de 
promover el crecimiento y desarrollo nacional a través del acceso efectivo al SPC y de los servicios diversos a 
cargo del SEPOMEX, así como al respecto de los derechos fundamentales, particularmente los relativos a la 
igualdad de oportunidades, el acceso a las tecnologías de la información, telecomunicaciones, la no 
discriminación y la protección de datos personales. 

El artículo 134 de la CPEUM señala que “Los recursos económicos de la Federación, las entidades 
federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se deberán administrar 
con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez.” 

Por su parte, el PND se construye a partir de los principios del Humanismo Mexicano como lo son la 
“Prosperidad Compartida”, “el Desarrollo y bienestar con cuidado del medio ambiente” y “la democracia es el 
gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo”, así como en los Cien Compromisos para el Segundo Piso 
de la Transformación, con lo que establece el fundamento y las bases en las que se sustenta el Proyecto de 
Nación actual del Estado Mexicano. 

A su vez, el artículo 17, fracción II, de la Ley de Planeación dispone que “Las entidades paraestatales 
deberán: …Elaborar sus respectivos programas institucionales, en los términos previstos en esta Ley, la Ley 
Federal de las Entidades Paraestatales o, en su caso, por las disposiciones que regulen su organización y 
funcionamiento, atendiendo a las previsiones contenidas en el programa sectorial correspondiente observando 
en lo conducente las variables ambientales, económicas, sociales y culturales respectivas…”. 
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Por su parte, en el artículo 22 de la Ley de Planeación se señala que “El Plan indicará los programas 
sectoriales, institucionales, regionales y especiales que deberán ser elaborados conforme a este capítulo, sin 
perjuicio de aquellos cuya elaboración se encuentre prevista en las leyes o que determine el Presidente de la 
República posteriormente.” 

De igual forma, el artículo 24 de la Ley de Planeación dispone que “Los programas institucionales se 
sujetarán a las previsiones contenidas en el Plan y en el programa sectorial correspondiente. Las entidades, al 
elaborar sus programas institucionales, se ajustarán a lo previsto en esta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto, en 
lo conducente, por la Ley Federal de las Entidades Paraestatales y, en su caso, por las disposiciones que 
regulen su organización y funcionamiento.” 

El tercer párrafo del artículo 29 de la Ley de Planeación señala que “Los programas institucionales 
deberán ser sometidos por el órgano de gobierno y administración de la entidad paraestatal de que se trate, a 
la aprobación del titular de la dependencia coordinadora del sector.” 

El artículo 30 de la Ley de Planeación establece que “Los programas sectoriales, regionales, especiales e 
institucionales deberán ser publicados en el Diario Oficial de la Federación, en los plazos previstos por las 
disposiciones que al efecto emita el Ejecutivo Federal.” 

En este sentido, el 28 de noviembre de 2024 se publicó en el DOF el “Decreto por el que se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal”, 
mediante el cual se creó la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones como dependencia de la 
APF y que en su artículo 42 Ter, fracción V, señala la facultad de “Regular, inspeccionar y vigilar la prestación 
del servicio público de correos”. En dicho instrumento, el artículo Décimo Segundo transitorio señala que la 
entidad paraestatal denominada Servicio Postal Mexicano queda sectorizada a la ATDT. 

Finalmente, el presente documento normativo se elabora con sujeción a lo dispuesto por los artículos 47, 
48 y 49 de Ley Federal de las Entidades Paraestatales y 22 de su reglamento referentes a la elaboración de 
los programas institucionales a cargo de las entidades paraestatales. 

6. Diagnóstico de la situación actual y visión de largo plazo 

Humanismo Mexicano y desarrollo compartido 

El PND es el documento que guía y rige las acciones en forma de política pública del Estado Mexicano. En 
este entendido, señala los principios, compromisos y objetivos de la Administración Pública Federal para 
atender los problemas públicos a los que se enfrenta el país. 

Mediante los 100 compromisos para el Segundo Piso de la Cuarta Transformación, el Gobierno de México 
consolida un modelo de Estado que prioriza el bienestar de la población, la justicia social, la soberanía 
nacional y el acceso universal a los derechos fundamentales, incluyendo el derecho a la información, a la 
conectividad y a la comunicación. 

El nuevo modelo de desarrollo busca superar las secuelas del modelo neoliberal, marcado por la 
desigualdad, la marginación y la exclusión y promueve un desarrollo con rostro humano y visión comunitaria, y 
tiene como principales pilares la recuperación del papel estratégico del Estado en la economía, la 
redistribución equitativa del ingreso y la riqueza, el fortalecimiento del mercado interno, la justicia social como 
eje transversal de las políticas públicas, así como el acceso equitativo a los derechos sociales. 

Correos de México participa en el Segundo Piso de la Cuarta Transformación, bajo los principios del 
Humanismo Mexicano, orientados al bienestar, la equidad y la justicia social. Esta lógica de política pública, 
establecida en el Eje General 3, “Economía moral y trabajo” del PND, reconoce el papel del Estado como 
garante de derechos y promotor del desarrollo social y económico, especialmente entre los sectores 
históricamente desfavorecidos, específicamente el objetivo 3.8: Garantizar el acceso efectivo a 
telecomunicaciones e internet mediante el despliegue de infraestructura adecuada y la provisión de servicios 
de conectividad accesibles, eficientes y de calidad para toda la población. 

En este sentido, el PS TDT señala como objetivo 6: Garantizar el acceso equitativo a servicios postales 
con criterios de calidad, seguridad, asequibilidad e innovación tecnológica, en beneficio de toda la población. 
Dicho objetivo, se desarrolla en siete estrategias y 33 líneas de acción que involucran de manera directa a 
Correos de México. 

En consecuencia, el PS TDT se erige como directriz para articular e implementar las estrategias de 
fortalecimiento de los servicios de telecomunicaciones, digitalización y simplificación bajo su coordinación, 
incluyendo al Servicio Postal Mexicano, también conocido como Correos de México, reconociendo su papel 
como garante del acceso universal a los servicios postales, con énfasis en aquellas comunidades que el 
mercado no tiene interés por abarcar. 
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Con este marco referencial se desarrolla el segundo piso de la Cuarta Transformación, con una 
perspectiva centrada en la justicia social, la inclusión digital y la democratización de los servicios de 
comunicación, como impulsor del bienestar de la nación. 

Correos de México desarrolla en el presente Programa Institucional, el diagnóstico de la situación actual 
del derecho a la comunicación, específicamente mediante la vía postal, así como a la prestación de los 
servicios diversos, contribuyendo al acceso a telecomunicaciones. Este diagnóstico permite identificar 
avances, áreas de oportunidad, retos y prospectiva para impulsar a Correos de México, también referido como 
Organismo, como un actor estratégico del Estado Mexicano en la nueva etapa de transformación digital del 
país. 

Ámbito de atribuciones 

El reconocimiento del derecho humano a la comunicación se remonta a la segunda mitad del siglo XX. La 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada por la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) en 1948, estableció que toda persona tiene derecho a expresar y recibir información libremente a 
través de diversos medios. Décadas más tarde, la UNESCO, en su Declaración de 1978, reforzó este principio 
al señalar que el acceso público a la información debía garantizarse mediante la diversidad de fuentes y 
canales, en beneficio de todas las personas. 

Con el tiempo, este principio se ha ampliado y actualizado. Hoy, organismos internacionales reconocen 
que la comunicación es un elemento central para la vida democrática, la cohesión social y el desarrollo 
económico. Documentos como la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible destacan la obligación de los 
Estados de asegurar canales confiables de información, proteger la libertad de expresión y reducir las brechas 
de acceso en la era digital. 

El servicio postal se reafirma como una de las expresiones más tangibles del derecho a la comunicación. 
A través de su infraestructura, generalmente referida como la Red Postal, la población cuenta con un 
mecanismo público y universal para conectarse entre sí y con el resto del mundo. Lejos de ser un recurso del 
pasado, los servicios postales han evolucionado hacia servicios diversos, plataformas digitales, proveeduría 
de soluciones logísticas y como aliados en la implementación de políticas públicas. La UPU reconoce el papel 
estratégico que tienen los correos nacionales para los Estados en la actualidad, fomentando el 
aprovechamiento de sus capacidades instaladas y las ventajas de la cooperación internacional. 

En el ámbito nacional, la CPEUM reconoce en su artículo 1o. que todas las personas gozarán de los 
derechos humanos previstos en la Carta Magna y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, lo que incluye el derecho a la comunicación y al acceso a la información. El artículo 2º. 
establece la obligación de garantizar a los pueblos y comunidades indígenas el acceso a servicios de 
comunicación que fortalezcan su integración y desarrollo, contribuyendo a reducir las brechas territoriales y 
sociales. 

El artículo 6º, dispone que toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así 
como a la búsqueda, recepción y difusión de ideas e información, principios que constituyen el núcleo del 
derecho a la comunicación. Por su parte, el artículo 7º, garantiza la libertad de difundir opiniones, información 
e ideas a través de cualquier medio, sin censura previa. 

En concordancia, el artículo 16 establece la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, principio que 
enmarca la responsabilidad del SEPOMEX de salvaguardar la seguridad y confidencialidad de la 
correspondencia. Asimismo, el artículo 25 establece que corresponde al Estado la rectoría del desarrollo 
nacional y que, en su ejercicio, se reserva el control de las áreas estratégicas. Entre ellas se encuentra el 
correo, lo que implica que su operación debe realizarse bajo principios de servicio público, equidad y 
cobertura universal. En complemento, el artículo 28 ratifica que el correo constituye un área estratégica 
reservada de manera exclusiva al Estado, lo que fundamenta la existencia del SEPOMEX como el organismo 
público de la APF responsable de asegurar su prestación bajo criterios de universalidad, seguridad y 
accesibilidad. 

Por su parte, el Decreto por el que se crea el organismo descentralizado denominado Servicio Postal 
Mexicano, publicado en el DOF el 20 de agosto de 1986, dotó al Organismo de personalidad jurídica y 
patrimonio propios, bajo la figura de Organismo Descentralizado de la Administración Pública Federal. Su 
objeto fundamental quedó definido en la prestación del SPC y de los servicios diversos contemplados en su 
Ley, la cual fue publicada en referido medio de difusión oficial el 24 de diciembre de 1986, en todo el territorio 
nacional, asegurando su continuidad, permanencia y cobertura universal en beneficio de la población. Este 
decreto marcó la transición de una estructura puramente administrativa hacia un modelo institucional con 
mayores capacidades técnicas, financieras y de gestión, siempre bajo la rectoría del Estado, en tanto área 
estratégica reservada de forma exclusiva. 
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La Ley del Servicio Postal Mexicano, refuerza y desarrolla este mandato al establecer con claridad el 

objeto y ámbito de acción del Organismo. El artículo 1o. señala que la Ley es de orden público e interés 

social, destinada a regular todo lo relativo a la prestación del SPC y los servicios postales diversos. En 

concordancia, el artículo 3o. reafirma que la prestación del SPC corresponde al Estado Mexicano y es 

competencia exclusiva del ámbito federal, cimentando así la competencia y reserva exclusiva. 

El artículo 4º, precisa que el Gobierno Federal, a través del SEPOMEX, tiene la responsabilidad de 

organizar, planear, operar y desarrollar el servicio de correos, incluyendo la recepción, transporte y entrega  

de envíos en todo el territorio nacional. De igual forma, el artículo 8º, garantiza la inviolabilidad de la 

correspondencia, reforzando la obligación del Organismo de proteger la seguridad y confidencialidad de los 

envíos, mientras que el artículo 11 declara expresamente que el SPC es un área estratégica reservada al 

Estado en forma exclusiva, reiterando así lo establecido en la CPEUM y en el decreto de creación del 

Organismo. 

Entorno y composición del Sector Postal 

Sector Nacional 

El subsector mensajería y paquetería en México tiene una composición mixta, integrada por el operador 

designado, Correos de México, y un conjunto creciente de empresas privadas que han expandido su 

presencia en las últimas décadas. Esta naturaleza híbrida le confiere un papel estratégico en la economía 

nacional y en la conectividad social, al combinar la función pública de garantizar el acceso universal con la 

lógica de mercado que impulsa la innovación y la competitividad. 

Los indicadores macroeconómicos (Gráfico 1) muestran que el desempeño de este subsector supera al 

promedio nacional. Mientras el Producto Interno Bruto (PIB) nacional ha mantenido un crecimiento constante, 

aunque moderado en los últimos años, el PIB del subsector de mensajería y paquetería ha mostrado un 

dinamismo mucho más acelerado. La gráfica comparativa refleja este contraste con claridad: frente al 

comportamiento general de la economía, la mensajería y la paquetería se consolidan como uno de los 

motores emergentes, potenciados por el auge del comercio electrónico, la penetración de plataformas 

digitales y la creciente demanda de entregas rápidas y confiables. Este fenómeno se vio acentuado durante la 

pandemia de COVID-19, cuando la entrega a domicilio se convirtió en un componente esencial de la vida 

cotidiana y del funcionamiento económico, aunque en la actualidad la tendencia es de desaceleración. 

 
Gráfico 1: PIB nacional y PIB del subsector Mensajería y Paquetería. 

Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de Cuentas Nacionales de INEGI. 
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El dinamismo del subsector introdujo estándares más altos de servicio en términos de tiempos de entrega, 
calidad y trazabilidad, lo que genera una presión positiva que beneficia directamente a la ciudadanía. Estas 
características obligan a los operadores a mantenerse competitivos y a modernizar sus procesos para 
responder a las nuevas expectativas sociales. En este sentido, el crecimiento del mercado representa una 
oportunidad para Correos de México, que aun en un entorno de alta demanda puede expandirse al 
aprovechar las oportunidades surgidas de la creciente propensión al consumo de servicios de mensajería y 
paquetería, y reposicionarse como un actor estratégico con tarifas accesibles y cobertura nacional. 

La evolución del número de unidades económicas refuerza esta narrativa de expansión. De acuerdo con 
los registros del INEGI, “mensajería y paquetería” ha experimentado un incremento sostenido en la última 
década, impulsado por la entrada desde pequeños operadores de servicios de última milla hasta grandes 
corporaciones internacionales. 

 
Gráfico 2: Unidades Económicas de Mensajería y Paquetería. 

Fuente: Elaboración propia con datos del Directorio Estadístico Nacional de  
Unidades Económicas (DENUE), INEGI. 

Correos de México, a través de sus oficinas, agencias y puntos de servicio, ha sostenido su cobertura y 
alcance en el tiempo con el propósito de asegurar la continuidad de las operaciones postales en condiciones 
de igualdad para toda la población. 

Así, la gráfica de unidades económicas refleja la diversificación y expansión del sector privado, pero 
también la importancia estructural de la Red Postal de Correos de México, con la diferencia de que mientras 
los operadores privados concentran sus actividades en las áreas urbanas y metropolitanas, donde la densidad 
poblacional asegura rentabilidad, Correos de México busca garantizar servicios universales. 

De esta forma se conforma un subsector estratégico que, más allá de su función tradicional de 
comunicación, se ha consolidado como motor económico, vehículo de competitividad y garante de derechos 
sociales en México. 

Entorno Internacional 
México forma parte de la UPU, organismo postal internacional especializado del sistema de la ONU. La 

UPU tiene como objetivos principales la coordinación de los servicios postales y promoción de la cooperación 
técnica de los países miembros y desempeña un papel relevante en la configuración y facilitación de la 
comunicación, el comercio y la logística internacionales a través de una red postal en constante evolución. 

A través de la UPU, Correos de México conecta a la población mexicana con el resto del mundo mediante 
un sistema postal interconectado junto con otros 191 países. En el 2024 la población mundial atendida por los 
servicios postales internacionales fue de 7,300 millones.1 

                                                 
1 UPU (2024) “Estado del Sector Postal”. 
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En las últimas décadas, el mundo atravesó una transformación en la forma en que las personas, las 
empresas y los gobiernos interactúan e intercambian información y bienes, siendo el servicio de mensajería y 
paquetería uno de los principales habilitadores de esta evolución y propiciando un impacto positivo en el 
desarrollo económico y social internacional. 

Sin embargo, contextualizado en los correos nacionales, esta área de oportunidad no se materializó a nivel 
internacional, siendo las grandes empresas privadas las principales beneficiarias del crecimiento del comercio 
e intercambio internacional. 

La tasa de internacionalización de los servicios postales nacionales (correos nacionales) es la traducción 
de la globalización económica aplicada al sector, se mide como el porcentaje que representan los envíos 
internacionales como parte del total de envíos. A pesar del rápido crecimiento del comercio mundial, las tasas 
de internacionalización de los correos nacionales, tanto en correspondencia como paquetería, han disminuido 
de forma constante, incluso después del exponencial pero fugaz crecimiento de la demanda durante la 
pandemia de COVID-19. (Gráfico 3). 

 
Gráfico 3: Internacionalización de los servicios postales (porcentajes). 

Fuente: Elaboración propia con datos de la UPU, Key postal statistics (1874–2024). 

Los intercambios postales internacionales relacionados con el comercio electrónico transfronterizo han 
enfrentado desafíos complejos, como problemas regulatorios, tributarios y de seguridad, políticas comerciales 
y postales fluctuantes, interrupciones logísticas y cambios en los modelos operativos y comerciales para la 
gestión de estos flujos. 

A pesar de este escenario, la paquetería doméstica se fortaleció de manera notable en las últimas 
décadas, denotando la importancia de los correos nacionales en la consolidación del comercio e intercambio 
nacional de manera generalizada en el mundo. No así los servicios de correspondencia, cuyo debilitamiento 
es constante y tendencia desde su punto máximo en el año 2000 (Gráfico 4). 

 
Gráfico 4: Paquetería y Correspondencia doméstica (mundial, miles de millones de piezas). 

Fuente: Elaboración propia con datos de la UPU, extracto de Key postal statistics (1874–2024). 



374 DIARIO OFICIAL Lunes 27 de abril de 2026 

 

El contraste entre los mercados nacionales e internacionales refleja las diferentes presiones y dinámicas; 
en los mercados domésticos los correos nacionales han prosperado gracias a la optimización de las redes 
postales y a la evolución de los hábitos de consumo localizados, mientras que los mercados internacionales 
siguen lidiando con las incertidumbres y complejidades globales; las guerras, las tensiones comerciales, los 
virus y las recesiones económicas tienen un impacto mucho mayor en los volúmenes internacionales que en 
los nacionales. Además, este mercado internacional se integra en un esquema de mayor exigencia y 
competencia en temas como calidad y confiabilidad. 

En este contexto global, la necesidad de innovación y adaptación es preponderante, por consiguiente, la 
UPU pronostica tres posibles escenarios para el futuro: Regresión, Resiliencia y Renacimiento, cada uno de 
los cuales representa una posible trayectoria diferente para el sector postal internacional; describen las 
tendencias observadas en la internacionalización del sector postal y ofrecen una perspectiva para predecir la 
trayectoria futura de los servicios postales nacionales. Cada escenario representa un grado diferente de 
adaptación e integración del sistema postal, influenciado por experiencias pasadas e innovaciones futuras. 

En primer lugar, el Renacimiento visualiza un sistema postal que adopta tecnologías de vanguardia como 
drones, vehículos autónomos, robótica y blockchain. Si bien este puede resultar a primera instancia como un 
escenario ideal, la falta generalizada en inversión vuelve este escenario especialmente complicado para los 
correos nacionales, especialmente los de países en vías de desarrollo. 

En el escenario de Resiliencia se conceptualiza un sistema postal que evoluciona hacia nuevas realidades 
en lugar de adaptarse gradualmente; optimizando la logística, prediciendo la demanda, participando en 
dinámicas emergentes del sector y gestionando de forma segura las interrupciones con mayor eficiencia y 
capacidad de anticipación. En este caso, el correo se convierte en uno de varios pilares del comercio global y 
gestión de la cadena de suministro en el comercio digital desde cualquier origen hacia cualquier destino. 

Este escenario, dependería de la adopción de nuevas tecnologías y de la redefinición de políticas, el 
fortalecimiento de las alianzas y el rediseño de la infraestructura para garantizar que la conectividad 
internacional se mantenga robusta, incluso ante futuras disrupciones. 

El escenario Regresión, se ve como un sistema postal que no aprende de los desafíos del pasado y sigue 
sin estar preparado para afrontar las complejidades del futuro. La inestabilidad política o la sustitución total del 
correo internacional de paquetes por redes alternativas de entrega podrían desmantelar la cooperación postal 
global. Este escenario representaría una falta de aprovechamiento total de la infraestructura y particularidades 
históricas de los correos nacionales, así como la cesión completa del rumbo a los operadores privados, 
estableciendo así una lógica de mercado de facto. 

Las contribuciones de los Operadores Postales Designados (generalmente correos nacionales) ofrecen 
propuestas de valor a través de su cartera de servicios postales para mejorar la resiliencia económica 
nacional, apoyando tanto a la ciudadanía como a MIPYMES, así como coadyuvando a la implementación de 
políticas públicas con soluciones postales fiables, eficientes, de calidad y asequibilidad. 

De esta manera en Argentina, Brasil y Costa Rica han utilizado a sus correos nacionales en la entrega de 
medicamentos; Francia desarrolló una plataforma para diversos servicios públicos y comerciales incluyendo 
servicios financieros; Alemania implementó nueva normativa para optimizar los procesos logísticos; Suiza 
desarrolló estrategias para la reestructuración y optimización su red, ofreciendo como soluciones alternas 
puntos de acceso y servicios a través de socios y el servicio postal japonés promueve la renovación 
progresiva de su infraestructura rural, con la cual se adapta a los nuevos cambios tecnológicos y de mercado, 
sin dejar de lado su rol comunitario. 

Los diversos ejemplos mencionados representan la Resiliencia postal ante una sociedad global cada vez 
más compleja, en la que la digitalización ha tomado un papel preponderante y en el que la velocidad de los 
cambios de las necesidades del sector requiere que los correos nacionales estén preparados a través de un 
esquema de constante evolución y flexibilidad en el servicio. 

Correos de México 

Correos de México, como entidad de la APF, garantiza la comunicación por correspondencia, mensajería y 
paquetería en México. Es la única red de comunicación nacional que llega a todos los destinos del país y que 
mantiene una Red Postal Internacional con 192 países. Sin Correos de México, el país quedaría excluido de la 
dinámica postal global. Asimismo, es partícipe de una política social que promueve la inclusión financiera, 
otorga oportunidades a MIPYMES y brinda accesibilidad de manera equitativa, esto lo convierte en un factor 
de inclusión de la población y en una de las empresas logísticas de mayor relevancia a nivel nacional y 
regional. 



Lunes 27 de abril de 2026 DIARIO OFICIAL 375 

 

Correos de México es la red más extensa del país ya que cuenta con una cobertura de 94.9%2 de la 
población total, llegando a zonas rurales remotas. 

En el Mapa 1, se visualiza la cobertura nacional del Organismo, puede denotarse su amplia presencia en 
asentamientos urbanos y rurales. 

 
Mapa 1: Cobertura del SEPOMEX en asentamientos urbanos y rurales. 

Fuente: Elaboración propia. 

En la última década se materializó una transformación en la manera en que se desarrolla la comunicación 
y el consumo, desafortunadamente, una serie de factores de diversa índole impidieron que Correos de México 
aprovechará la ventana de oportunidad para evolucionar en una empresa líder en México y un operador 
designado referente en el mundo. No obstante, el Organismo continúa su trabajo permanente con el objetivo 
de ser el garante de la soberanía nacional en materia de comunicaciones y conectar a México con el mundo. 

Con la llegada de la Cuarta Transformación a Correos de México se emprendió un proceso de 
modernización basado en honestidad, transparencia y austeridad. Entre las acciones más relevantes destacan 
la renovación más significativa del parque vehicular en la última década, incluyendo la adquisición de 
vehículos híbridos y estaciones de carga, así como la rehabilitación de los dos principales centros operativos y 
la conservación del inmueble conocido como Palacio Postal. 

En el ámbito internacional, México reforzó su posición en la red postal global mediante reuniones de alto 
nivel y proyectos estratégicos con financiamiento externo, que impulsaron avances tecnológicos y operativos. 
Entre ellos, la renovación de equipos, la incorporación de mesas de escaneo en el Aeropuerto Internacional 
de la Ciudad de México y la dotación de equipos de protección civil al personal operativo, acciones que 
fortalecieron la seguridad, la capacidad institucional y la eficiencia del servicio postal. 

En cuanto a gestión y servicios, Correos de México se convirtió en 2024 en el primer organismo de la APF 
en recibir el Certificado Indefinido MEJORA de la CONAMER. Ese mismo año obtuvo el Certificado de Calidad 
nivel “C” o “Bronce” otorgado por la UPU, lo que respalda la optimización de procesos y la eficiencia operativa. 
Además, se concretó el lanzamiento de la plataforma de comercio electrónico denominado “CorreosClic”, 
desarrollada con apoyo de la UPAEP, que conecta a artesanos mexicanos y emprendedores con 
compradores a nivel nacional e internacional, consolidando la transformación del servicio postal y abriendo 
camino a la creación de nuevos servicios. 

                                                 
2 SEPOMEX (2026) “Numeralia Postal cuarto trimestre de 2025”. Disponible en línea “El Correo en Números” en: 
https://www.gob.mx/correosdemexico/documentos/el-correo-en-numeros 
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No obstante, el contexto actual del sector postal, tanto a nivel nacional como internacional, requiere un 
esfuerzo adicional para atender los problemas públicos relacionados con Correos de México. En este marco, 
la consolidación del Organismo continúa avanzando como parte del Segundo Piso de la Cuarta 
Transformación. 

Visión de largo plazo 

Correos de México se proyecta como un Organismo estratégico del Estado Mexicano, moderno e 
incluyente, que garantiza el derecho humano a la comunicación mediante servicios postales universales, de 
calidad, seguros, y accesibles, con un marco legal actualizado para responder a las nuevas realidades 
operativas, tecnológicas y sociales en las que se desarrolla el sector postal. En el marco del Humanismo 
Mexicano, su futuro está orientado a fortalecer la cobertura nacional, especialmente en comunidades rurales y 
con alta marginación, cerrando brechas sociales y territoriales para asegurar que toda persona pueda tener 
acceso a un canal de interacción con su gobierno y ejercer de manera plena sus derechos. 

Al 2030, Correos de México será una institución pública líder, moderna y confiable en la prestación del 
SPC y de los servicios diversos, reconocida por su compromiso con el bienestar social, su capacidad de 
adaptación tecnológica y en transformación constante para alcanzar la prosperidad compartida en un mundo 
interconectado. 

7. Problemas públicos, causas y efectos 

7.1 Desigualdad territorial en el acceso a servicios postales y diversos, asequibles y de calidad 

El acceso equitativo a los servicios postales constituye un derecho fundamental vinculado a la 
comunicación, la información y la inclusión social. Sin embargo, en México persiste una marcada desigualdad 
territorial que limita la cobertura y la calidad de estos servicios, particularmente en localidades rurales, 
apartadas, o con determinados niveles de marginación. Este problema es resultado de factores estructurales 
históricos, dinámicas recientes del mercado de servicios de mensajería y paquetería y una política pública 
insuficiente para hacerles frente. La geografía compleja del país, la dispersión poblacional y la desigualdad en 
infraestructura han dificultado que los servicios postales alcancen condiciones adecuadas de calidad y 
asequibilidad en todo el territorio. Por otra parte, el auge de operadores privados de mensajería y paquetería 
se concentra principalmente en zonas urbanas y metropolitanas, privilegiando las áreas de mayor densidad 
poblacional y rentabilidad económica (Mapa 2). 

 
Mapa 2: Ubicación geográfica de las unidades económicas de mensajería y paquetería privadas. 

Fuente: Elaboración propia con datos de DENUE, INEGI. 
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Dichos operadores no tienen incentivos de mercado para extender su cobertura a zonas rurales, lo que 
refuerza el círculo de exclusión de casi 27 millones de personas que dependen del servicio postal público 
como único canal de conexión con el resto del país y del mundo. En este contexto, Correos de México es la 
institución pública encargada de hacer frente al acceso inequitativo de servicios de comunicaciones vía postal 
en localidades rurales, marginadas y de difícil acceso. Su red postal garantiza una cobertura que el mercado 
no ofrece. Sin embargo, aunque Correos de México brinda cobertura a más del 96% de la población, enfrenta 
aún el reto de consolidar la modernización de sus procesos operativos, tecnológicos y logísticos para que los 
servicios que ofrece incrementen estándares de calidad, eficiencia y accesibilidad universal, acordes con las 
demandas actuales de la población. 

La desigualdad territorial en los servicios postales tiene raíces históricas. Durante décadas, la inversión 
pública y privada se concentró en las ciudades con mayor dinamismo económico, dejando rezagadas amplias 
zonas rurales y comunidades indígenas. Esta situación no sólo generó un déficit en la cobertura postal, sino 
que acentuó otras formas de exclusión social, como la falta de conectividad digital, las limitadas oportunidades 
de comercio y el debilitamiento de la presencia institucional del Estado Mexicano en el territorio. Esta 
exclusión territorial también se refleja en el acceso a internet y a servicios de telecomunicaciones: mientras en 
las ciudades la cobertura roza el 100%, en localidades rurales se reduce drásticamente, afectando sobre todo 
a comunidades indígenas donde apenas la mitad de la población tiene acceso a medios básicos de 
comunicación.3 La analogía con los servicios postales es homóloga: cuando las dinámicas de mercado 
privilegian la concentración en zonas rentables, el Estado debe intervenir para garantizar que todas las 
personas, sin importar su ubicación geográfica o capacidad de pago, accedan a servicios de calidad. 

Correos de México, como operador público, cubre dichas zonas. No obstante, su capacidad se ve 
restringida por años de falta de inversión en modernización tecnológica, rezagos en infraestructura logística y 
percepción ciudadana deteriorada. 

Para diversos sectores de la población, el costo de acceder a servicios postales o de mensajería privada 
resulta prohibitivo, lo que refuerza la dependencia de Correos de México y la necesidad de que sus tarifas se 
mantengan accesibles. El Organismo requiere acelerar su proceso de transformación digital para no 
profundizar el rezago postal que reproduce desigualdades sociales al restringir oportunidades de comercio, 
acceso a información y ejercicio de derechos fundamentales. 

En este sentido, cabe recalcar que Correos de México no cuenta con los recursos para inversión desde 
hace casi una década (Gráfico 5), lo cual pone al Organismo en una necesidad imperante de utilizar de 
manera efectiva y eficiente la infraestructura instalada, aprovechar los recursos que tiene a su disposición y 
encontrar alternativas para hacer frente a las demandas de la población. 

 
Gráfico 5: Gasto en inversión pública (capítulo 6000) del SEPOMEX (2015-2024) 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Cuenta Pública. 

                                                 
3 INEGI (2024) “Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares” 
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A la desigualdad territorial en el acceso a servicios postales se suma una limitante normativa de fondo: la 
Ley del Servicio Postal Mexicano, publicada en 1986, que responde a un contexto nacional e internacional 
profundamente distinto al actual. Dicha ley fue concebida bajo un esquema de comunicación analógica y de 
intercambio físico de correspondencia, cuando el entorno postal aún no enfrentaba los retos de la 
digitalización, el comercio electrónico transfronterizo, la coexistencia con operadores privados de mensajería y 
paquetería, ni la necesidad de garantizar servicios diversos vinculados a la transformación digital. 

La Ley no establece de manera clara el alcance del SPU, manteniendo su garantía en un marco de 
ambigüedad, en perjuicio de la población al dejar en entredicho su derecho. Además, debilita el papel del 
Estado Mexicano como garante de derechos y participe en Organismos Postales Internacionales. 

El marco legal vigente, elaborado hace casi cuatro décadas, resulta insuficiente para dar respuesta a las 
nuevas realidades operativas, tecnológicas y sociales del sector postal y perjudica de manera específica a 
Correos de México, al no proteger su papel estratégico en el cumplimiento de su labor social y su mandato 
constitucional y legal. 

Por ende, la desigualdad territorial no sólo es producto de la lógica del mercado, sino también de la 
necesidad de consolidar la transformación de Correos de México en una institución moderna, eficiente y 
confiable, capaz de brindar servicios postales en condiciones de calidad, respaldada por un marco legal 
vanguardista. 

7.2 Brechas de seguridad postal, física, de protección de la información y de procedimientos en la 
Red Postal como parte de la infraestructura estratégica del Estado Mexicano 

La Red Postal de Correos de México forma parte de la infraestructura estratégica del Estado Mexicano, 
pues garantiza la comunicación a través de la prestación del SPC y de los servicios diversos a lo largo del 
territorio nacional. Este carácter estratégico se deriva principalmente de su obligación de prestar un servicio 
público básico, pero se refuerza a través de su función de integración social, conectividad de las comunidades 
y en su incidencia en el desarrollo económico del país, especialmente fuera de los centros urbanos. Sin 
embargo, la magnitud de esta infraestructura y los procesos que la sostienen también la vuelven susceptible a 
vulnerabilidades de diversa índole. 

La operación postal involucra el traslado y manejo de más de un millón de piezas postales diariamente, 
que circulan a través 5,331 puntos de servicio; 1,330 rutas terrestres y circuitos postales, y un vasto personal 
operativo que supera las 12 mil personas servidoras públicas4. La magnitud de los flujos humanos y 
materiales en oficinas postales, centros de procesamiento, oficinas administrativas y rutas de transporte 
multiplica los puntos de exposición a riesgos laborales, incidentes o emergencias, así como riesgos de 
desvíos de la materia postal que se manifiestan en afectaciones a la economía de clientes, personas usuarias 
y del propio Estado Mexicano. De igual forma, la manifestación de estos riesgos puede generar que se afecte 
el acceso de la ciudadanía a derechos y genere desconfianza en las instituciones públicas. 

Uno de estos derechos es la protección de la información, tanto física como digital, la protección de datos 
personales se ha convertido en uno de los focos de atención en la operación postal en el contexto actual. 
Cada pieza de correspondencia o envío manejado conlleva información sensible de remitentes y destinatarios. 
El procesamiento de millones de datos diariamente convierte a la Red Postal en un posible objetivo para 
intentos de sustracción indebida, accesos no autorizados o ciberataques. En el marco de sus obligaciones, 
Correos de México como entidad de la APF tiene la obligación de garantizar la seguridad de la información 
que tiene en posesión y resguardo. 

No menos importante es el ámbito de la seguridad nacional, donde uno de los riesgos que debe 
considerarse es la posible utilización de los servicios postales para encubrir operaciones financieras 
irregulares o dar cauce al financiamiento de actividades ilícitas. Aunque estos escenarios no representan una 
práctica generalizada, su sola existencia exige reforzar, de manera permanente, los mecanismos de 
prevención y control, en cooperación con las entidades y dependencias de seguridad del Estado Mexicano. 

De manera transversal para la operación postal, las posibles vulnerabilidades en los procedimientos 
operativos también representan un eje de atención prioritario. La complejidad de la Red Postal genera 
condiciones que podrían culminar en brechas de estandarización y control. La implementación y supervisión 
de las medidas de seguridad físicas y de procedimientos para las instalaciones de la Red Postal es 
permanentemente relevante. 

Como uno de los riesgos físicos de mayor impacto y frecuencia, los intentos de intrusión en centros 
operativos y administrativos de Correos de México constituyen un riesgo latente para la seguridad. La 
presencia de personas no autorizadas, ajenas a Correos de México en instalaciones de naturaleza estratégica 
genera escenarios de vulnerabilidad que pueden poner en riesgo la continuidad de los procesos operativos y 
administrativos y la protección de los bienes bajo resguardo del Organismo. 

                                                 
4 SEPOMEX (2026) Op. Cit. 
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La resiliencia de la Red Postal se entiende como la capacidad del Organismo para resistir, adaptarse y 
recuperarse ante contingencias. En un país caracterizado por su alta exposición a fenómenos naturales como 
sismos, huracanes e inundaciones, la infraestructura postal enfrenta una vulnerabilidad inherente frente a 
desastres que pueden afectar tanto instalaciones como rutas críticas. Asimismo, emergencias sanitarias, fallas 
en sistemas digitales o incidentes de seguridad pueden interrumpir parcial o totalmente la operación, 
comprometiendo la prestación del servicio y la confianza ciudadana. La Red de Correos de México, por su 
carácter estratégico, requiere de un enfoque que considere estos riesgos de manera integral. 

El funcionamiento de Correos de México depende de una cadena logística compleja y extensa, en la que 
la interrupción de un eslabón puede desencadenar retrasos en el sistema. Estas características hacen que la 
Red Postal sea particularmente sensible a incidentes que afecten la regularidad de su operación, ya sean de 
origen antropogénico o natural, internos o externos. Eventos con estas características tienen el potencial  
de repercutir en el cumplimiento de plazos de entrega y en la disponibilidad del servicio en el país. En este 
sentido, la continuidad de las operaciones postales se vincula a la capacidad del Estado de mantener en 
funcionamiento un servicio que constituye un medio de comunicación y acceso a servicios públicos para 
millones de mexicanas y mexicanos. La falta de mecanismos suficientes de prevención y respuesta frente a 
estas contingencias coloca a la Red Postal en un escenario de riesgo operativo que amenaza la estabilidad de 
sus procesos fundamentales. 

7.3 Subutilización de Correos de México como Operador Postal Designado en la provisión de 
servicios y brazo logístico del Estado Mexicano para la implementación de Políticas Públicas 

La Red Postal de Correos de México, como se mencionó anteriormente, es la más amplia del país y se 
extiende a través de la Red Postal Internacional, tiene los precios más asequibles del sector postal nacional y 
una trayectoria que precede al México independiente. Además, como Operador Postal Designado del Estado 
Mexicano y dependencia de la APF, el Organismo debería ser la alternativa predilecta para facilitar sus 
servicios en beneficio de la población. 

Sin embargo, a pesar de las ventajas que presenta el Organismo, las dependencias, entidades y otras 
instituciones que ejercen recursos públicos para el despacho de sus actividades, contratan servicios de 
mensajería y paquetería con terceros, lo cual podría representar un desaprovechamiento de la infraestructura 
del Gobierno Federal y tener un impacto negativo en las finanzas públicas. 

La Administración Pública en México se enfrenta de manera permanente a la necesidad de una gestión 
eficiente de sus recursos, esta situación se ve reflejada en la contratación de servicios públicos para el 
despacho de las funciones de cada una de sus dependencias, entidades y otras instituciones que utilizan 
recursos públicos. A pesar de lo establecido en la CPEUM, actualmente las instituciones de Gobierno se ven 
en la necesidad de externalizar algunos de estos servicios, recurriendo a contrataciones individuales de 
empresas privadas. Tal es el caso de los servicios postales que, a nivel Federal, representó en 2024 un gasto 
de más de 1.5 mil millones de pesos. Esta dependencia de operadores privados podría incrementar los costos 
ya que implica la fragmentación de contratos e impide la implementación de economías de escala, lo que 
contradice los principios que deberían regir el ejercicio de los recursos públicos. 

La fragmentación en la contratación del SPC y de los servicios diversos, podría impedir el maximizar el 
presupuesto asignado para estas actividades en lugar de consolidar la demanda de todos los ejecutores del 
gasto público en un solo proveedor asequible, de calidad y con énfasis en la seguridad postal. Las tarifas por 
estos servicios, con operadores privados, son elevadas con respecto a Correos de México, dado su carácter 
comercial, además, al depender de empresas privadas, el Gobierno también pierde control sobre los procesos 
de envío-entrega, lo cual podría comprometer su seguridad. 

En la práctica, esta dependencia del sector privado se traduce en una duplicidad de procesos 
administrativos y una carga burocrática adicional, ya que las entidades deben asignar recursos humanos y 
financieros a la elaboración, supervisión y seguimiento de contratos individuales. Este modelo, que supone 
esfuerzos duplicados, es incompatible con el marco de austeridad y eficiencia, el cual prioriza la reducción de 
gastos superfluos y promueve el uso racional y estratégico de los fondos públicos, lo cual también implica la 
optimización de los recursos humanos con los que cuentan estas instituciones. Este esquema de 
racionalización de los recursos públicos también comprende que las contrataciones de servicios deben 
evaluar el costo-beneficio y maximizar el impacto social de cada peso invertido, algo que la actual 
fragmentación operativa en servicios postales y diversos impide lograr. 

Además, estos documentos que abogan por la maximización de las finanzas públicas subrayan que el 
Gobierno debe hacer uso de sus propios recursos e infraestructura para evitar dispendios y el uso ineficiente 
del presupuesto. Sin embargo, la APF se ve impedida para cumplir con estos principios al no contar con un 
sistema logístico consolidado y depender en cambio de proveedores externos para atender las necesidades 
que surgen del desempeño de sus funciones. Esto no solo significa un gasto innecesario, sino que también 
representa una pérdida de autonomía operativa de la APF. 
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Sin embargo, la subutilización de Correos de México se extiende a la ciudadanía, entre 2015 y 2024 se 
destaca la caída generalizada en la contratación de los servicios que brinda el Organismo que, aunque la 
tendencia en los últimos años es favorable, aún tiene que seguir mejorando para recuperar los niveles de 
hace una década (Gráfico 6). 

 
Gráfico 6: Comportamiento de la materia postal manejada por Correos de México como  

porcentaje respecto a 2015 (línea base 2015). 

Fuente: Elaboración propia. 

La disminución del manejo de la materia postal es la consecuencia de una pérdida de la preferencia de las 
personas usuarias en un ambiente altamente competitivo en calidad y seguridad, deterioro de la imagen de 
Correos de México y lenta adaptación a los cambios y exigencias del mercado. 

8. Objetivos, estrategias y líneas de acción 

El presente Programa Institucional es el instrumento rector de planeación, programación y ejecución de las 
actividades de Correos de México encaminadas a dar atención a los problemas públicos a los que se enfrenta 
la población mexicana en materia postal, motivo por el cual se establecen tres Objetivos Estratégicos del 
Organismo para el periodo 2026-2030. 

Objetivos Estratégicos 

Objetivo 1 Consolidar la modernización en los aspectos físicos, normativos, administrativos y digitales para eficientar la 

prestación de los servicios postales y diversos a la población. 

Objetivo 2 Garantizar un esquema integral de seguridad que incluya aspectos postales, físicos, de la información y 

protección civil en Correos de México. 

Objetivo 3 Impulsar a Correos de México como operador estratégico del Estado en la provisión de servicios postales y 

diversos, para responder de manera eficiente a las necesidades de la población. 

 

8.1 Relevancia del objetivo 1: Consolidar la modernización en los aspectos físicos, normativos, 
administrativos y digitales para eficientar la prestación de los servicios postales y diversos a la 
población. 

Correos de México realiza una labor social de gran relevancia, en 2024 se movilizaron más de 80 mil 
toneladas de materia postal a través de las rutas y circuitos postales que recorren más de 27 millones de 
kilómetros a lo largo y ancho de México, siendo el único proveedor de servicios postales y diversos que se 
sitúa predominantemente fuera de las zonas metropolitanas, dando atención a nueve de cada diez habitantes 
en localidades rurales. En este sentido, garantizar su funcionamiento es factor importante para la inclusión 
social y económica de las poblaciones más marginadas del país. 



Lunes 27 de abril de 2026 DIARIO OFICIAL 381 

 

 
Gráfico 7: Cobertura de Correos de México. 

Fuente: Elaboración propia con datos propios y de INEGI. 

Ante la imposibilidad de inversión en infraestructura, la continuidad de la operación podría verse 

comprometida, por lo que optimizar los recursos a disposición de Correos de México a fin de evitar 
intermitencias en la operación es indispensable para la garantía de derechos. Es necesario revisar los 
procesos y realizar las optimizaciones correspondientes a fin de mejorar las condiciones para la prestación de 
los servicios y estar en posibilidades de cumplir con condiciones de calidad, acceso y asequibilidad. En este 
sentido, es importante desarrollar análisis para identificar y priorizar las necesidades de mantenimiento de los 
bienes muebles e inmuebles, así como optimizar los espacios en las oficinas postales para mejorar las 

condiciones de operación y de atención a las personas usuarias. 

Las rutas y circuitos postales no viables o que no se adaptan a los cambios demográficos y de desarrollo 
urbano, generan ineficiencia en la entrega, aumentando los tiempos de tránsito, lo que resulta en una menor 
satisfacción de las personas usuarias y un impacto negativo en la reputación del servicio postal; se identifica 
que, a pesar de que el 71% de los circuitos arriban en tiempo, solo el 11% de las salidas de estos cumplen 

con los itinerarios establecidos. Asimismo, el 18% de las rutas no salen en los horarios establecidos y la 
utilización promedio de la capacidad de las rutas es tan solo del 35%, mientras que la de los circuitos es de 
solo el 40%5. Lo anterior refleja la ineficacia de las rutas y circuitos actuales, así como de los procesos que 
conlleva su actualización, por lo que es necesario reestructurar las rutas o cuadros de encaminamiento 
terrestres, comenzando por los más relevantes en cuestión de tráfico de materia postal. 

Parte de este objetivo también es promover acuerdos de trabajo conjunto con la Agencia Nacional de 
Aduanas de México, para eficientar el despacho de los envíos recibidos en la Oficina de Cambio y la 
liberación de los paquetes en tiempo y forma, con el debido tratamiento fiscal. En el mismo sentido,  
la actualización de los cuadros de encaminamiento aéreo permitirá que se acorten los plazos de entrega y 
costos de envíos internacionales. 

                                                 
5 SEPOMEX (2025) “Análisis de evaluación de cumplimiento de rutas troncales y circuitos del área Metropolitana” 
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Estas acciones deben ser complementadas en un esquema de capacitación que tenga como objetivo la 
profesionalización del en Correos de México. Al ser las personas servidoras públicas aquellas que llevan a 
cabo los procesos de consolidación de la modernización, gran parte de la eficiencia en el servicio público se 
traduce en la potencialización de las capacidades del personal activo. 

Finalmente, como base para la consolidación de la modernización del Organismo, Correos de México 
sigue una lógica procedural para la actualización normativa, en la cual la Ley es la piedra angular. El sector 
postal ha experimentado una evolución acelerada por cuatro décadas, mismas que deben verse reflejadas en 
el alcance de la Ley para que esta permita a Correos de México desempeñar su papel de garante de la 
comunicación y facilitador de servicios diversos para la población. 

8.2 Relevancia del objetivo 2: Garantizar un esquema integral de seguridad que incluya aspectos 
postales, físicos, de la información y protección civil en Correos de México. 

La relevancia de garantizar un modelo de seguridad radica en que responde de manera directa la 
obligación de atender los posibles riesgos que, por sus características, enfrenta la Red Postal nacional. La 
magnitud de esta infraestructura, que articula miles de aristas en todo el país, la convierte en un activo 
estratégico cuya vulnerabilidad podría comprometer la seguridad nacional, la información en posesión del 
Organismo y la seguridad de las personas servidoras públicas que la sostienen. En un contexto de 
crecimiento del comercio electrónico, fortalecimiento del sector y transformación digital de trámites, servicios y 
procedimientos, en un marco de garantía de derechos, la consolidación de un modelo integral que abarque la 
dimensión postal, física, de protección civil y de la información, garantizará la continuidad de los servicios y 
fortalecerá su papel como operador designado del Estado Mexicano. 

La Red Postal opera en espacios que requieren condiciones particulares de resguardo, tanto en grandes 
centros operativos como en oficinas locales ubicadas en localidades rurales. La implementación de medidas 
que permitan controlar el acceso a las instalaciones, así como la coordinación con dependencias de seguridad 
para el control y mejora continua de los procesos de aseguramiento de las instalaciones, se convierte en una 
necesidad para prevenir incidentes. 

A lo anterior se suma la importancia de consolidar protocolos de seguridad específicos para la operación 
postal. La implementación de estándares establecidos internacionalmente para la operación postal favorece la 
detección y reducción de la materialización de riesgos. Adoptar mecanismos estandarizados garantiza que el 
Estado, a través de Correos de México, cumpla con los compromisos internacionales asumidos en materia 
postal y, al mismo tiempo, brinda certidumbre a la ciudadanía y a los clientes comerciales sobre la integridad y 
calidad del servicio. Estas estrategias tienen efectos integradores al facilitar la promoción y utilización de 
México en las redes postales globales, lo cual fortalece la posición del Organismo frente al sector postal 
nacional e internacional. 

De forma complementaria, la seguridad también debe comprender a quienes constituyen el motor de la 
institución. La operación postal involucra diariamente a miles de personas servidoras públicas, por ello resulta 
esencial robustecer los protocolos de protección civil con un enfoque en seguridad industrial en cada uno de 
los espacios de trabajo, favoreciendo condiciones que minimicen accidentes y protejan la integridad del 
personal. Incorporar protocolos especializados, planes de evacuación y mecanismos de respuesta ante 
emergencias permitirán generar entornos laborales más seguros y resilientes ante contingencias de diferente 
naturaleza. El fortalecimiento del diseño de programas internos de capacitación en materia de seguridad 
brindará al personal herramientas para identificar riesgos, activar procedimientos preventivos y actuar con 
eficacia frente a contingencias. 

De esta forma, la seguridad se concibe como una responsabilidad compartida, donde cada integrante de 
Correos de México contribuye a preservar la continuidad y confiabilidad del servicio. 

La dimensión tecnológica y digital es un eje transversal que en la actualidad resulta tan crítico como la 
protección física de los envíos. Salvaguardar la información en posesión del Organismo se convierte en una 
prioridad para cumplir con las obligaciones nacionales e internacionales en la materia y mantener la confianza 
de la ciudadanía. La implementación de sistemas avanzados de seguridad digital protegerá la 
confidencialidad, integridad y disponibilidad de la información, mediante protocolos, protección de dispositivos 
y resguardo de activos. 

En su conjunto, estas acciones configuran un modelo integral de seguridad que abarca la totalidad de la 
cadena postal: desde la recepción y clasificación de los envíos hasta su transporte, entrega y el soporte 
tecnológico transversal. Al atender de forma simultánea la seguridad de instalaciones, procesos, personal e 
información, se genera un círculo virtuoso que impacta en la eficiencia operativa, se reducen costos derivados 
de incidentes, y fortalece la confianza ciudadana en los servicios. La percepción de un correo confiable y 
moderno incentiva a más personas usuarias a recurrir a los servicios postales y genera un entorno favorable 
para el desarrollo por la vía postal, fortaleciendo el papel de Correos de México como parte del Estado 
Mexicano. 
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Garantizar un esquema integral de seguridad no debe entenderse únicamente como una medida reactiva 

para atender riesgos, sino como un componente estructural de la modernización institucional. Un correo 

seguro es un correo confiable y una institución capaz de sostener el mandato legal del SPU en condiciones de 

equidad y calidad. En consecuencia, la consolidación de este objetivo no sólo dará respuesta al problema 

público identificado, sino que también permitirá a Correos de México posicionarse como un organismo 

moderno, competente y resiliente. 

8.3 Relevancia del objetivo 3: Impulsar a Correos de México como operador estratégico del Estado 
en la provisión de servicios postales y diversos, para responder de manera eficiente a las necesidades 
de la población. 

La necesidad de reposicionar a Correos de México como operador estratégico del Estado Mexicano frente 

a un escenario de subutilización y pérdida de competitividad, tanto en el ámbito gubernamental como entre la 

ciudadanía representa un factor de relevancia en el desarrollo institucional. A pesar de contar con la red 

logística más amplia del país, con presencia en localidades rurales y urbanas, cobertura internacional y tarifas 

asequibles en comparación con la oferta privada, el Organismo ha visto disminuir su participación en el 

mercado y su papel como proveedor de servicios postales para la APF. 

En este contexto, promover a Correos de México como brazo logístico del Estado Mexicano es una 

medida de impacto económico y estratégico. Consolidar su papel como proveedor preferencial de servicios 

postales y diversos permitirá la eficiencia en el gasto público, mediante la adecuada utilización de todos los 

recursos a disposición. Este reposicionamiento se construye de forma multilateral, mediante la construcción 

de alianzas estratégicas con dependencias públicas, con las cuales se consolida la demanda de servicios en 

un proveedor preferencial con cobertura nacional, capacidad instalada y máxima asequibilidad. Del mismo 

modo, la cooperación con organismos internacionales y con operadores postales extranjeros abriría la puerta 

al intercambio de mejores prácticas y a la participación de México en proyectos regionales de mayor alcance, 

lo que reforzará la imagen de México y del Organismo en el sistema postal global. 

La relevancia de este objetivo también se manifiesta en el potencial de Correos de México para renovar su 

oferta de servicios, de manera que responda a los cambios en los patrones de consumo y necesidades 

específicas de los sectores a los que atiende. El volumen de paquetería ha aumentado significativamente en 

los últimos años, generando un mercado en expansión en el que el surgimiento de nichos extiende las 

posibilidades de desarrollo. Para que Correos de México evolucione en este escenario, es necesario 

actualizar su portafolio, desarrollar nuevos servicios y atender nichos que representan oportunidades de 

ingresos y que al mismo tiempo fortalezcan su función social. Con ello, el organismo podrá convertirse en un 

operador logístico y digital, con capacidad de atender las necesidades de la sociedad en un entorno de 

constante evolución. 

La mejora continua de los procesos comerciales relacionados con la atención de clientes es parte 

necesaria de las actividades de cualquier prestador de servicios, la cercanía a la población, por su parte, es 

intrínseca de las entidades públicas. Desarrollar capacidades en el personal para fortalecer la captación de 

ingresos, construir procedimientos internos que permitan dar seguimiento a prospectos de venta, elaborar 

portafolios diferenciados y segmentar campañas para públicos específicos son acciones que contribuirán a 

una atención más eficiente y proactiva. 

Complementariamente al esquema de renovación, recuperar y promover la filatelia y la cultura postal como 

parte del patrimonio histórico y cultural del país es tarea exclusiva de Correos de México. El Organismo es 

depositario de una tradición cultural que trasciende el objeto de su creación, fortalece la identidad nacional 

tanto en México como en el extranjero. La promoción de series filatélicas conmemorativas, la realización de 

exposiciones y actividades culturales en espacios emblemáticos como el Palacio Postal, así como la 

colaboración con instituciones históricas coadyuvan a preservar el acervo histórico nacional. 

Vinculación con el objetivo Sectorial 

El Programa Institucional del Servicio Postal Mexicano se encuentra alineado al PS TDT. Con este 

programa se coordinan los esfuerzos para garantizar el derecho a la comunicación vía postal y contribuir al 

acceso a telecomunicaciones de calidad. 
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Alineación Programática 

Programa Institucional del Servicio Postal Mexicano 
2026-2030 

Programa Sectorial de Transformación Digital y 
Telecomunicaciones 2025-2030 

Objetivo 1 Consolidar la modernización en los aspectos 

físicos, normativos, administrativos y digitales para eficientar 

la prestación de los servicios postales y diversos a la 

población. 

Objetivo 6 Garantizar el acceso equitativo a servicios 

postales con criterios de calidad, seguridad, asequibilidad e 

innovación tecnológica, en beneficio de todas y todos los 

mexicanos 

Objetivo 2 Garantizar un esquema integral de seguridad 

que incluya aspectos postales, físicos, de la información y 

protección civil, en Correos de México. 

Objetivo 3 Impulsar a Correos de México como operador 

estratégico del Estado en la provisión de servicios postales y 

diversos, para responder de manera eficiente a las 

necesidades de la población. 

 

Los tres objetivos del Programa Institucional se desarrollan a través de 13 estrategias y 44 líneas de 
acción, para orientar los esfuerzos institucionales hacia el cumplimiento de las metas establecidas y contribuir 
a los objetivos sectoriales de la ATDT. 

Objetivo 1: Consolidar la modernización en los aspectos físicos, normativos, administrativos y 
digitales para eficientar la prestación de los servicios postales y diversos a la población. 

Estrategia 1.1 Optimizar la infraestructura y procesos operativos para eficientar la prestación de los servicios 
postales.  

1.1.1 Reestructurar rutas y cuadros de encaminamientos terrestres para optimizar costos y tiempos de entrega mediante 

análisis técnicos de la red postal. 

1.1.2 Desarrollar cuadros de encaminamiento para optimización de traslados internacionales mediante el sistema 

internacional postal. 

1.1.3 Analizar tiempos del procesamiento aduanero y establecer acuerdos interinstitucionales para agilizar el 

desaduanamiento postal en las Oficinas de Cambio mediante la elaboración de un proyecto integral en conjunto con 

Aduanas. 

1.1.4 Agilizar el procesamiento nacional e internacional de la materia postal mediante la gestión de convenios con líneas 

aéreas. 

1.1.5 Gestionar los procesos necesarios para la renovación del parque vehicular mediante un diagnóstico y análisis de 

detección de necesidades de la operación. 

1.1.6 Realizar un análisis para identificar y priorizar las necesidades de mantenimiento mediante el desarrollo de un padrón 

del estado físico y funcional de los bienes inmuebles a cargo de Correos de México. 

1.1.7 Aprovechar la infraestructura actual mediante la optimización de los espacios disponibles en las oficinas postales de 

Correos de México. 

1.1.8 Identificar las principales necesidades de las oficinas postales mediante un diagnóstico de requerimientos de equipo 

operativo. 

 

Estrategia 1.2 Contribuir a la reforma del marco legal que aplique a Correos de México para adaptarlo a la situación 
actual del Sector Postal. 

1.2.1 Coadyuvar a la definición del Servicio Postal Universal en México mediante el trabajo conjunto con la Agencia de 

Transformación Digital y Telecomunicaciones. 

1.2.2 Participar en el proceso de actualización del marco regulatorio que aplica a Correos de México y al sector postal 

mediante mesas de trabajo con la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones. 

1.2.3 Adecuar la normativa interna conforme a la actualización de la Ley, del Decreto de Creación, del Estatuto Orgánico y 

del Manual de Organización Institucional. 
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Estrategia 1.3 Mejorar la infraestructura tecnológica y los sistemas del Organismo para incrementar los niveles de 
digitalización de los trámites, servicios y procesos. 

1.3.1 Mejorar la experiencia de los clientes y usuarios de Correos de México mediante la actualización de la plataforma 
digital del Organismo. 

1.3.2 Aumentar el porcentaje de conectividad de la Red Postal mediante la gestión de alianzas de colaboración en conjunto 
con la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones. 

1.3.3 Facilitar la visualización de información y datos estadísticos para la toma de decisiones estratégicas en Correos de 
México mediante el establecimiento de un tablero de control. 

1.3.4 Actualizar el sistema de seguimiento y trazabilidad mediante la elaboración de un proyecto de soporte de la materia 
postal. 

1.3.5 Gestionar la digitalización de los trámites y servicios de Correos de México mediante la implementación de un 
programa de simplificación administrativa. 

 

Estrategia 1.4 Potenciar la capacitación para profesionalizar a las personas servidoras públicas de Correos de 
México. 

1.4.1 Desarrollar al personal técnico en Correos de México mediante programas de capacitación en herramientas digitales. 

1.4.2 Potenciar las capacidades de las personas servidoras públicas de Correos de México mediante capacitación enfocada 
en la eficiencia y eficacia operativa. 

1.4.3 Mejorar el clima organizacional mediante capacitación en habilidades como comunicación efectiva, trabajo en equipo y 
trabajo con base en resultados en Correos de México. 

1.4.4 Profesionalizar al personal de diversas áreas de Correos de México mediante la asistencia técnica y cooperación con 
Organismos Postales Internacionales. 

1.4.5 Integrar un catálogo de perfiles funcionales para el personal de Correos de México mediante la detección de las 
aptitudes y requerimientos profesionales de cada área del Organismo. 

1.4.6 Realizar una propuesta de alineación de la estructura de Correos de México mediante un diagnóstico integral de 
necesidades organizacionales. 

 

Estrategia 1.5 Implementar mecanismos para mantener y mejorar la accesibilidad de los servicios postales en 
localidades rurales. 

1.5.1 Generar insumos para la toma de decisiones con respecto a la accesibilidad de los servicios postales en localidades 
rurales mediante análisis estadísticos. 

1.5.2 Ampliar la cobertura de la Red Postal en localidades rurales mediante alianzas con gobiernos locales. 

 
Objetivo 2: Garantizar un esquema integral de seguridad que incluya aspectos postales, físicos, de 

la información y protección civil, en Correos de México 
Estrategia 2.1 Fortalecer las medidas de seguridad física y de procedimientos en Correos de México mediante la 
adaptación de estándares nacionales e internacionales. 

2.1.1 Fortalecer la seguridad física en las instalaciones de la Red Postal en Correos de México mediante la coordinación 
con dependencias gubernamentales de seguridad. 

2.1.2 Fortalecer las medidas de seguridad postal, mediante la implementación de los estándares internacionales de las 
normas S-58 y S-59, en el Centro Operativo "Pantaco" y el Centro de Despachos Aéreos "Benito Juárez". 

2.1.3 Fortalecer las medidas de seguridad de accesos a las oficinas de la Red Postal mediante la implementación de 
protocolos de control y registro. 

 

Estrategia 2.2 Reforzar a Correos de México en materia de protección civil para garantizar la seguridad de las 
personas servidoras públicas en las instalaciones. 

2.2.1 Reforzar la seguridad de las personas servidoras públicas y las instalaciones de Correos de México mediante la 
implementación de protocolos de protección civil enfocados en la seguridad industrial. 

2.2.2 Fortalecer las habilidades de las personas servidoras públicas en materia de seguridad postal mediante un programa 
interno de capacitación. 
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Estrategia 2.3 Fortalecer la seguridad de la información para asegurar la protección de la información en resguardo 
de Correos de México. 

2.3.1 Salvaguardar la información y activos en resguardo de Correos de México mediante la implementación de sistemas 

para la protección digital y de dispositivos, con enfoque en la confidencialidad, integridad y acceso. 

 

Objetivo 3: Impulsar a Correos de México como operador estratégico del Estado en la provisión de 
servicios postales y diversos, para responder de manera eficiente a las necesidades de la población. 

Estrategia 3.1 Desarrollar estrategias de vinculación para promover la utilización de Correos de México a nivel 
nacional e internacional. 

3.1.1 Impulsar a Correos de México como brazo logístico del Gobierno de México mediante alianzas con entidades y 

dependencias. 

3.1.2 Promover a Correos de México como Operador Postal Designado del Gobierno de México mediante la gestión o 

trabajo conjunto con representantes extranjeros, así como de Organismos Postales Internacionales. 

 

Estrategia 3.2 Analizar las tendencias actuales del sector postal e identificar demandas sociales y del sector 
público y privado para la toma de decisiones en Correos de México. 

3.2.1 Incrementar las habilidades de las personas servidoras públicas relacionadas con captación de ingresos en Correos 

de México mediante cursos enfocados en el desarrollo comercial. 

3.2.2 Mejorar la captación y retención de clientes mediante la elaboración de un portafolio de negocios de Correos de 

México. 

3.2.3 Dar seguimiento a los prospectos de venta mediante el desarrollo de procedimientos internos en Correos de México. 

3.2.4 Desarrollar campañas de venta caracterizadas mediante la segmentación del mercado específicamente en clientes 

individuales, corporativos, gobierno y MIPYMES. 

 

Estrategia 3.3 Diversificar la gama de servicios postales, y abarcar nichos desatendidos del mercado encaminados 
a incrementar los ingresos propios de Correos de México. 

3.3.1 Proponer la actualización del catálogo de servicios mediante un análisis de los Servicios Postales y Diversos que 

presta Correos de México. 

3.3.2 Desarrollar nuevos servicios postales y diversos, mediante un análisis del Sector Postal. 

 

Estrategia 3.4 Promover la filatelia y la cultura postal para su conservación como patrimonio histórico y cultural de 
México. 

3.4.1 Fomentar la filatelia como medio de preservación cultural y promoción de la identidad mexicana mediante exhibiciones 

históricas, emisión de series temáticas y de colaboración con instituciones nacionales. 

3.4.2 Promover la cultura postal y la revalorización del Palacio Postal como monumento artístico e inmueble con valor 

cultural, mediante la realización de visitas guiadas, exposiciones temáticas, actividades educativas, convenios con 

instituciones culturales y la difusión digital de su patrimonio histórico. 

 

Estrategia 3.5 Fortalecer la imagen de Correos de México para aumentar la confianza en la Institución. 

3.5.1 Mejorar la imagen de Correos de México mediante un programa de renovación de las oficinas postales. 

3.5.2 Medir el grado de satisfacción de los clientes corporativos mediante un programa de seguimiento y retroalimentación 

postventa. 

3.5.3 Identificar áreas de oportunidad para mejorar la atención brindada en ventanilla mediante el levantamiento de un 

diagnóstico enfocado en la medición del grado de satisfacción de usuarios. 

3.5.4 Fomentar imagen y uso de los servicios de Correos de México mediante campañas promocionales. 
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9. Indicadores y Metas 

Para la medición del cumplimiento de los tres objetivos establecidos en el Programa Institucional de 
SEPOMEX 2026–2030, así como la contribución a los Compromisos para el Segundo Piso de la 
Transformación, se definieron cinco indicadores con metas específicas para 2030. 

Objetivo 1: Consolidar la modernización en los aspectos físicos, normativos, administrativos y 
digitales para eficientar la prestación de los servicios postales y diversos a la población. 

ELEMENTOS DEL INDICADOR 

Nombre 1.1 Porcentaje de habitantes con acceso a servicios postales 

Objetivo 
Consolidar la modernización es lo aspectos físicos, normativos, administrativos y digitales para eficientar la 

prestación de los servicios postales y diversos a la población. 

Definición o descripción Mide el porcentaje de habitantes que tienen acceso a los servicios postales. 

Derecho asociado Artículo 6 de la CPEUM: Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación 

Nivel de desagregación Nacional 
Periodicidad o 

frecuencia de medición 
Anual 

Acumulado o periodico Periódico 
Disponibilidad de la 

información 
Primer bimestre del ejercicio posterior al periodo 

de observación 

Unidad de medida Porcentaje 
Periodo de recolección 

de datos 
Enero - Diciembre 

Tendencia esperada Ascendente 
Unidad responsable de 

reportar el avance 
Dirección Corporativa de Planeación Estratégica 

del SEPOMEX 

Método de cálculo 

PHASP = (HASPCM / THM) x 100 

Donde: 

PHASP= Porcentaje de habitantes con acceso a servicios postales 

HASPCM =Habitantes con acceso a servicios postales de Correos de México 

THM =Total de habitantes en México 

Observaciones  

APLICACION DEL METODO DE CALCULO PARA LA OBTENCIÓN DE LA LÍNEA BASE 

Nombre variable 1 
Habitantes con acceso a 

servicios postales de Correos 

de México 

Valor 
variable 1 

119,570,629 

Fuente de 
información 
variable 1 

Dirección Corporativa de 

Planeación Estratégica del 

SEPOMEX 

Nombre variable 2 Total de habitantes en México
Valor 

variable 2 
126,014,024 

Fuente de 
información 
variable 2 

Censo de Población y 

Vivienda (CPV) 2020, 

INEGI 

Sustitución en método de 
cálculo 

PHASP = (119,570,629 / 126,014,024) x 100 =94.89% 

VALOR DE LA LÍNEA BASE Y METAS 

Línea Base Nota de la línea base 

Valor 94.89% 
 

Año 2025 

Meta 2030 Nota sobre la meta 2030 

95.50% 
Las metas establecidas están definidas con base en la información del CPV 

2020. 

HISTÓRICO 

2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 

97.90% 96.70% 96.90% 96.80% 96.70% 96.30% 94.89% 

METAS 

2026 2027 2028 2029 2030 

95.10% 95.20% 95.30% 95.40% 95.50% 
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ELEMENTOS DEL INDICADOR 

Nombre 1.2 Porcentaje de habitantes en zonas rurales con acceso a servicios postales 

Objetivo 
Consolidar la modernización es lo aspectos físicos, normativos, administrativos y digitales para eficientar 

la prestación de los servicios postales y diversos a la población. 

Definición o descripción Mide el porcentaje de habitantes que tienen acceso a los servicios postales en zonas rurales. 

Derecho asociado 

Artículo 2, Apartado B, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Garantizar y extender la red de comunicaciones que permita la articulación de los pueblos y comunidades 

indígenas, mediante la construcción y ampliación de vías de comunicación, caminos artesanales, 

radiodifusión, telecomunicación e Internet de banda ancha 

Nivel de desagregación Nacional 
Periodicidad o frecuencia de 

medición 
Anual 

Acumulado o periódico Periódico 
Disponibilidad de la 

información 

Primer bimestre del ejercicio 

posterior al periodo de 

observación 

Unidad de medida Porcentaje 
Periodo de recolección de 

datos 
Enero - Diciembre 

Tendencia esperada Ascendente 
Unidad responsable de 

reportar el avance 

Dirección Corporativa de 

Planeación Estratégica del 

SEPOMEX 

Método de cálculo 

PHZRASP= (HLRASP/ THLRM) x 100 

Donde: 

PHZRASP= Porcentaje de habitantes en zonas rurales con acceso a servicios postales 

HLRASP = Habitantes de localidades rurales con acceso a servicios postales 

THLRM = Total de habitantes en localidades rurales en México 

Observaciones  

APLICACION DEL METODO DE CALCULO PARA LA OBTENCIÓN DE LA LÍNEA BASE 

Nombre variable 1 
Habitantes de localidades rurales 

con acceso a servicios postales 

Valor variable 
1 

23,965,022 

Fuente de 
información 
variable 1 

Dirección 

Corporativa de 

Planeación 

Estratégica del 

SEPOMEX 

Nombre variable 2 
Total de habitantes en 

localidades rurales en México 

Valor variable 
2 

26,981,029 

Fuente de 
información 
variable 2 

Censo de 

Población y 

Vivienda (CPV) 

2020, INEGI 

Sustitución en método de 
cálculo 

PHZRASP= (23,974,232/ 26,986,028) x 100 = 88.82% 

VALOR DE LA LÍNEA BASE Y METAS 

Línea Base Nota de la línea base 

Valor 88.82% 
 

Año 2025 

Meta 2030 Nota sobre la meta 2030 

89.50% 
Las metas establecidas están definidas con base en la información 

del CPV 2020. 

HISTÓRICO 

2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 

N/A N/A N/A N/A N/A N/A 88.82 

METAS 

2026 2027 2028 2029 2030 

89.30% 89.35% 89.40% 89.45% 89.50% 
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Objetivo 2: Garantizar un esquema integral de seguridad que incluya aspectos postales, físicos, de 
la información y protección civil, en Correos de México. 

ELEMENTOS DEL INDICADOR 

Nombre 2.1 Porcentaje de inspecciones postales 

Objetivo 
Garantizar un esquema integral de seguridad que incluya aspectos postales, físicos, industriales y de la 

información en Correos de México 

Definición o descripción 
Mide el porcentaje de avance del programa de inspecciones de seguridad física, procedimiento y protección 

civil en SEPOMEX 

Derecho asociado Artículo 6 de la CPEUM: Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación 

Nivel de desagregación Nacional 
Periodicidad o frecuencia de 

medición 
Anual 

Acumulado o periódico Acumulado 
Disponibilidad de la 

información 
Enero del año siguiente 

Unidad de medida Porcentaje 
Periodo de recolección de 

datos 
Enero - Diciembre 

Tendencia esperada Ascendente 
Unidad responsable de 

reportar el avance 
Coordinación General de Logística y 

Operación del SEPOMEX 

Método de cálculo 

PIP= ((6, i=6 (SPi +SDPCi+SPCi))/TIPS) x 100 

Donde: 

PIP=Porcentaje de inspecciones Postales 

SPi= Seguridad postal 

SDPi= Seguridad de procedimientos 

SPCi= Seguridad de protección civil 

TIPS= Total de inspecciones programadas en el sexenio 

i= año del sexenio 

Observaciones  

APLICACION DEL METODO DE CALCULO PARA LA OBTENCIÓN DE LA LÍNEA BASE 

Nombre variable 1 Seguridad postal 
Valor variable 

1 
8 

Fuente de 
información 
variable 1 

Subdirección de 

Seguridad Postal 

del SEPOMEX 

Nombre variable 2 Seguridad de procedimientos 
Valor variable 

2 
8 

Fuente de 
información 
variable 2 

Subdirección de 

Seguridad Postal 

del SEPOMEX 

Nombre variable 3 Seguridad de protección civil 
Valor variable 

3 
8 

Fuente de 
información 
variable 3 

Subdirección de 

Seguridad Postal 

del SEPOMEX 

Nombre variable 4 
Total de inspecciones 

programadas en el sexenio 

Valor variable 
4 

744 

Fuente de 
información 
variable 4 

Subdirección de 

Seguridad Postal 

del SEPOMEX 

Sustitución en método de 
cálculo 

((8+8+8) /744) x 100 = 3.22% 

VALOR DE LA LÍNEA BASE Y METAS 

Línea Base Nota de la línea base 

Valor 3.22% Dado que se trata de un indicador de nueva creación, la línea base se 

estableció tomando como referencia el desempeño de noviembre y 

diciembre de 2025. 
Año 2025 

Meta 2030 Nota sobre la meta 2030 

100% La meta es de 744 inspecciones 

HISTÓRICO 

2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 

N/A N/A N/A N/A N/A N/A 3.22% 

METAS 

2026 2027 2028 2029 2030 

22.60% 41.90% 61.30% 80.60% 100.00%  
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ELEMENTOS DEL INDICADOR 

Nombre 
2.2 Grado de definición e implementación de controles de seguridad de la información basado en un marco 

de trabajo reconocido globalmente 

Objetivo 
Garantizar un esquema integral de seguridad que incluya aspectos postales, físicos, de la información y protección 

civil en Correos de México. 

Definición o 
descripción 

Mide cuantitativamente el avance en el desarrollo, implementación y operación de controles de seguridad de la 

información apegados a un marco reconocido internacionalmente, para permitir al Organismo evaluar y mejorar su 

capacidad para prevenir, detectar y responder a los riesgos de esa naturaleza. 

Derecho asociado Artículo 6 de la CPEUM: Derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación 

Nivel de 
desagregación 

Nacional 
Periodicidad o 

frecuencia de medición 
Anual 

Acumulado o 
periódico 

Acumulado 
Disponibilidad de la 

información 
Primer semestre del año siguiente 

Unidad de medida Porcentaje 
Periodo de recolección 

de datos 
Enero - Diciembre 

Tendencia esperada Ascendente 
Unidad responsable de 

reportar el avance 
Dirección Corporativa de Información y Tecnología del 

SEPOMEX 

Método de cálculo 

 

Donde: 

MTSI = Marco de trabajo de seguridad de la información 

PCDi = Promedio de los Controles que integran cada dominio 

i= Dominios 

Observaciones  

APLICACION DEL METODO DE CALCULO PARA LA OBTENCIÓN DE LA LÍNEA BASE 

Nombre variable 1 PCD1 Valor variable 1 45.83 

Fuente de 

información 

variable 1 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 2 PCD2 Valor variable 2 37.14 

Fuente de 

información 

variable 2 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 3 PCD3 Valor variable 3 18.18 

Fuente de 

información 

variable 3 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 4 PCD4 Valor variable 4 42.33 

Fuente de 

información 

variable 4 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 5 PCD5 Valor variable 5 60.00 

Fuente de 

información 

variable 5 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 6 PCD6 Valor variable 6 34.55 

Fuente de 

información 

variable 6 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 7 PCD7 Valor variable 7 31.82 

Fuente de 

información 

variable 7 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 
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Nombre variable 8 PCD8 Valor variable 8 46.88 

Fuente de 
información 
variable 8 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 9 PCD9 Valor variable 9 59.38 

Fuente de 
información 
variable 9 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 10 PCD10 Valor variable 10 38.57 

Fuente de 
información 
variable 10 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 11 PCD11 Valor variable 11 31.25 

Fuente de 
información 
variable 11 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 12 PCD12 Valor variable 12 54.44 

Fuente de 
información 
variable 12 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 13 PCD13 Valor variable 13 38.48 

Fuente de 
información 
variable 13 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 14 PCD14 Valor variable 14 21.54 

Fuente de 
información 
variable 14 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 15 PCD15 Valor variable 15 16.92 

Fuente de 
información 
variable 15 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 16 PCD16 Valor variable 16 21.11 

Fuente de 
información 
variable 16 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 17 PCD17 Valor variable 17 49.17 

Fuente de 
información 
variable 17 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Nombre variable 18 PCD18 Valor variable 18 5.00 

Fuente de 
información 
variable 18 

Subdirección de Servicios 

informáticos del 

SEPOMEX 

Sustitución en método 
de cálculo 

MTSI= (45.83+37.14+18.18+42.33+60.00+34.55+31.82+46.88+59.38+38.57+31.25+54.44+38.48+21.54+16.92+ 

21.11+49.17+5.00) /18 

VALOR DE LA LÍNEA BASE Y METAS 

Línea Base Nota de la línea base 

Valor 36.26% 
 

Año 2025 

Meta 2030 Nota sobre la meta 2030 

83.00%  

HISTÓRICO 

2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 

N/A N/A N/A N/A N/A N/A 36.26% 

METAS 

2026 2027 2028 2029 2030 

56.00% 67.00% 75.00% 80.00% 83.00% 
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Objetivo 3: Impulsar a Correos de México como operador estratégico del Estado en la provisión de 
servicios postales y diversos, para responder de manera eficiente a las necesidades de la población. 

ELEMENTOS DEL INDICADOR 

Nombre 
3.1 Porcentaje de participación de Correos de México en la prestación de servicios postales para la 

Administración Pública Federal 

Objetivo 
Impulsar a Correos de México como operador estratégico del Estado en la provisión de servicios postales 

y diversos, para responder de manera eficiente a las necesidades de la población. 

Definición o descripción 
Mide la proporción de los ingresos facturados por Correos de México a la APF con respecto al total del 

presupuesto ejercido por la APF en servicios postales. 

Derecho asociado Artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Nivel de desagregación Nacional 
Periodicidad o frecuencia de 

medición 
Anual 

Acumulado o periódico Acumulado 
Disponibilidad de la 

información 
Primer semestre del ejercicio posterior 

al periodo de observación 

Unidad de medida Porcentaje 
Periodo de recolección de 

datos 
Enero - Diciembre 

Tendencia esperada Ascendente 
Unidad responsable de 

reportar el avance 
Dirección Corporativa Comercial del 

SEPOMEX 

Método de cálculo 

PPCM= (IFCM/ TPPSP) x 100 

Donde: 

PPCM=Porcentaje de participación de Correos de México en la prestación de servicios postales para la 

Administración Pública Federal 

IFCM=Ingresos facturados por Correos de México por prestación de servicio postales a entidades y 

dependencias de la APF 

TPPSP=Total del presupuesto ejercido por prestación de servicios postales por entidades y dependencias 

de la APF 

Observaciones  

APLICACION DEL METODO DE CALCULO PARA LA OBTENCIÓN DE LA LÍNEA BASE 

Nombre variable 1 

Ingresos facturados por 

Correos de México por 

prestación de servicios 

postales a entidades y 

dependencias de la APF 

Valor variable 
1 

ND 

Fuente de 
información 
variable 1 

Dirección 

Corporativa 

Comercial del 

SEPOMEX 

Nombre variable 2 

Total del presupuesto 

ejercido por prestación de 

servicios postales por 

entidades y dependencias 

de la APF 

Valor variable 
2 

ND 

Fuente de 
información 
variable 2 

Secretaría de 

Hacienda y 

Crédito Público 

Sustitución en método de 
cálculo 

ND 

VALOR DE LA LÍNEA BASE Y METAS 

Línea Base Nota de la línea base 

Valor ND La información correspondiente a la línea base estará disponible una vez 

que se emita la Dictaminación de los Estados Financieros del Organismo y 

se realice su reporte en la Cuenta Pública. Año 2025 

Meta 2030 Nota sobre la meta 2030 

65.19%  

HISTÓRICO 

2019 2020 2021 2022 2023 2024 2025 

86.90% 45.42% 57.91% 61.08% 76.86% 60.60% ND 

METAS 

2026 2027 2028 2029 2030 

62.13% 62.89% 63.66% 64.42% 65.19% 

 

Dado en la Ciudad de México, a trece de abril de dos mil veintiséis.- El Titular de la Agencia de 
Transformación Digital y Telecomunicaciones, Mtro. José Antonio Peña Merino.- Rúbrica. 
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ARCHIVO GENERAL DE LA NACION 
CALENDARIO de días del año 2026 que se consideran inhábiles y/o de descanso obligatorio para el Archivo 
General de la Nación. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Gobierno de México.- 
Archivo General de la Nación. 

La persona titular de la Dirección General del Archivo General de la Nación (AGN) expide el Calendario 

de días del año 2026 que se consideran inhábiles y/o de descanso obligatorio para el Archivo General 

de la Nación, en los siguientes términos: 

CONSIDERACIONES 

Que el AGN como organismo descentralizado no sectorizado de la Administración Pública Federal, de 

conformidad con los artículos 104 y 105 de la Ley General de Archivos; y 15, párrafo segundo, de la Ley 

Federal de las Entidades Paraestatales; debe informar, a través de Acuerdo de su titular que se publique en el 

Diario Oficial de la Federación (DOF), los días que serán considerados inhábiles a efecto de que se 

suspendan términos y plazos; así como aquellos en que se suspenderán labores en la Entidad, lo anterior, a 

efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 28 de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo; y 354, párrafo primero, y 379, fracción IV, del Acuerdo por el que se establecen las 

Disposiciones generales en materia de recursos humanos de la Administración Pública Federal, publicado en 

el DOF el 19 de diciembre de 2025. 

Que las personas trabajadoras con más de seis meses consecutivos de servicios prestados al Estado, 

tienen derecho a disfrutar de dos periodos anuales de vacaciones integrados por diez días laborables cada 

uno, en las fechas que al efecto señale la autoridad competente, de conformidad con lo que establecen los 

artículos 123, apartado B, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 30 de la 

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B)  

del Artículo 123 Constitucional. 

Que con la publicación de las Disposiciones generales en materia de recursos humanos de la 

Administración Pública Federal, ahora se prevé que los periodos vacacionales previstos en el artículo 24, 

fracción II, párrafo segundo, del Manual de Percepciones de los Servidores Públicos de las Dependencias y 

Entidades de la Administración Pública Federal, podrán establecerse preferentemente conforme al calendario 

escolar que establezca la Secretaría de Educación Pública, de conformidad con el artículo 379, fracción I, 

párrafos primero y tercero, de dichas Disposiciones. 

Que a la persona titular de la Dirección de Asuntos Jurídicos le corresponde proponer al titular del AGN las 

disposiciones normativas necesarias para que la Entidad cuente con un marco de actuación acorde con sus 

requerimientos administrativos y sustantivos, tal como lo señala el artículo 137, fracción VI, del Estatuto 

Orgánico del Archivo General de la Nación. 

Que la persona titular de la Dirección General del AGN como máxima autoridad de esta Entidad, tiene la 

facultad de administrarla y representarla legalmente, asimismo, es quién define las prioridades sustantivas 

institucionales, de conformidad con los artículos 59, fracción I, de la Ley Federal de las Entidades 

Paraestatales; y 70, fracciones IX y X, del Estatuto Orgánico del Archivo General de la Nación; por lo que es 

competente para dar cumplimiento a lo establecido en la normativa antes referida, a través del siguiente: 



394 DIARIO OFICIAL Lunes 27 de abril de 2026 

CALENDARIO DE DÍAS DEL AÑO 2026 QUE SE CONSIDERAN INHÁBILES Y/O DE DESCANSO 

OBLIGATORIO PARA EL ARCHIVO GENERAL DE LA NACIÓN 

Artículo 1. En el Archivo General de la Nación serán considerados como días inhábiles y/o de descanso 

obligatorio durante el ejercicio 2026, los que a continuación se mencionan de manera específica: 

I. El 01 de enero, como día de descanso obligatorio e inhábil; 

II. El 02 de febrero, como día de descanso obligatorio e inhábil; 

III. El 05 de febrero, como día inhábil; 

IV. El 16 de marzo, como día de descanso obligatorio e inhábil; 

V. El 27 de marzo, como día inhábil; 

VI. El 01 de mayo, como día de descanso obligatorio e inhábil; 

VII. El 05 de mayo, como día de descanso obligatorio e inhábil; 

VIII. Del 20 de julio al 31 de julio, como días inhábiles; 

IX. El 01 de septiembre, como día inhábil; 

X. El 16 de septiembre, como día de descanso obligatorio e inhábil; 

XI. El 16 de noviembre, como día de descanso obligatorio e inhábil; 

XII. El 20 de noviembre, como día inhábil; 

XIII. Del 17 de diciembre al 31 de diciembre, como días inhábiles; y 

XIV. Los demás que señalan otras disposiciones normativas. 

Artículo 2. En los días declarados como inhábiles conforme al artículo anterior, no correrán los plazos y 

términos que establecen las Leyes y las disposiciones normativas en materia administrativa aplicable para la 

Administración Pública Federal. 

Artículo 3. Los días previstos en el artículo 1, fracciones VIII y XIII, a excepción de los domingos y el 25 

de diciembre, no se considerarán de descanso obligatorio, por lo que podrán ser laborables conforme a lo que 

establezca la Dirección General del Archivo General de la Nación a solicitud de las unidades administrativas 

de la Entidad. 

Artículo 4. No serán aplicables las fracciones VIII y XIII del artículo 1 del presente instrumento para los 

procedimientos de contratación que se lleven a cabo, al amparo de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público, la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, sus 

Reglamentos, así como la Ley General de Bienes Nacionales, y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 5. Las situaciones no previstas en el presente instrumento serán resueltas por la persona titular 

del Archivo General de la Nación. 

TRANSITORIOS 

ÚNICO. El presente instrumento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  

de la Federación. 

Dado en la Ciudad de México, a los catorce días del mes de abril de dos mil veintiséis; acompaña en la 

formalización del presente instrumento el Director de Asuntos Jurídicos.- Director General del Archivo General 

de la Nación, Dr. Carlos Enrique Ruíz Abreu.- Rúbrica.- Director de Asuntos Jurídicos, Mtro. Marco Palafox 
Schmid.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 61/2025, así como los Votos Particulares de las señoras Ministras Lenia Batres Guadarrama y 
María Estela Ríos González. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 61/2025. 

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

PONENTE: MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA. 

SECRETARIO: LUIS ALBERTO MARTÍNEZ DÍAZ. 
COLABORÓ: MOISÉS DE JESÚS NAVARRO RODRÍGUEZ. 

ÍNDICE TEMÁTICO 

 Apartado Criterio y decisión Pág. 

I. COMPETENCIA El Tribunal Pleno es competente para conocer del presente asunto. 5 

II. 
PRECISIÓN DE LA NORMA 
RECLAMADA 

Se tiene por impugnado el artículo 293 bis, párrafo primero, fracción 

III, del Código Penal para el Estado de Sinaloa, reformado mediante 

el Decreto número 107, publicado el veintitrés de abril de dos mil 

veinticinco, en el Periódico Oficial de esa entidad. 

6 

III. OPORTUNIDAD El escrito inicial es oportuno. 6 

IV. LEGITIMACIÓN El escrito inicial fue presentado por parte legitimada. 7 

V. 
CAUSAS DE 
IMPROCEDENCIA Y 
SOBRESEIMIENTO 

Las partes no hicieron valer alguna causa de improcedencia y este 

Tribunal Pleno de oficio tampoco advierte la actualización de alguna 

diversa. 

8 

VI. 

ESTUDIO DE FONDO  9 

VI.1. Contenido del derecho 
de acceso a la información 

Se expone, con base en precedentes, el parámetro de regularidad 

constitucional en materia de acceso a la información y libertad de 

expresión. 

10 

 
VI.2. Análisis del caso 
concreto 

Se estima que la restricción establecida en el artículo impugnado no 

supera un escrutinio estricto de constitucionalidad, al no ser 

necesaria en una sociedad democrática. 

18 

VII. EFECTOS Se declara la invalidez del artículo impugnado. 27 

VIII. DECISIÓN 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de 

inconstitucionalidad. SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 

293 Bis, párrafo primero, fracción III, del Código Penal para el 

Estado de Sinaloa, reformado mediante el Decreto Número 107, 

publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el 

veintitrés de abril de dos mil veinticinco, la cual surtirá sus efectos 

retroactivos al veinticuatro de abril de dos mil veinticinco, a partir de 

la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de dicho 

Estado.  

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la 

Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Sinaloa, así como 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

28 
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ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
61/2025. 

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL 
DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

PONENTE: MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA. 

SECRETARIO: LUIS ALBERTO MARTÍNEZ DÍAZ. 
COLABORÓ: MOISÉS DE JESÚS NAVARRO RODRÍGUEZ. 

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión 
correspondiente al veintiséis de enero de dos mil veintiséis, emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 61/2025, promovida por la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos en contra del artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del 
Código Penal para el Estado de Sinaloa, reformado mediante Decreto número 107, publicado  
el veintitrés de abril de dos mil veinticinco en el Periódico Oficial de esa entidad. 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA 

1. Presentación del escrito. El veintitrés de mayo de dos mil veinticinco, la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, por conducto de su Presidenta, promovió acción de inconstitucionalidad en contra 
del artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del Código Penal para el Estado de Sinaloa, reformado 
mediante Decreto número 107, publicado el veintitrés de abril de dos mil veinticinco en el Periódico 
Oficial de esa entidad. 

2. Norma general impugnada. El artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del Código Penal para el 
Estado de Sinaloa, reformado mediante Decreto número 107, publicado el veintitrés de abril de dos mil 
veinticinco en el Periódico Oficial de esa entidad. 

3. Preceptos constitucionales y convencionales que se estiman violados. La promovente argumenta 
que la norma impugnada es contraria a los artículos 1º, 6º, 7º, 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 9 y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2, 15 y 
19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

4. La Comisión Nacional de Derechos Humanos (en adelante, la “Comisión”) argumentó, en síntesis: 

4.1 La norma transgrede los derechos de acceso a la información y de libertad de expresión, al 
definir como conducta generadora de responsabilidad penal la obtención de información relativa a 
las “acciones, actividades o ubicación” de las instituciones de seguridad pública en Sinaloa. Con 
ello, se criminaliza la difusión de datos vinculados con las actuaciones de dichas instituciones, 
precisamente del tipo de información que se encuentra protegida por el derecho fundamental 
previsto en el artículo 6º constitucional. 

4.2 Lo anterior, afirma la promovente, atento a que la medida impugnada no supera la tercera etapa 
del test de escrutinio estricto, pues no puede considerarse necesaria en una sociedad 
democrática al no precisar de manera clara el tipo de información a la que se refiere. Además, 
genera un impacto desproporcionado sobre el gremio periodístico, ya que criminaliza la búsqueda 
y difusión de cualquier información relativa a la seguridad pública. 

4.3 Ello es así, refiere la Comisión, pues la fracción impugnada transgrede el derecho a la 
seguridad jurídica y el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad en materia penal, 
al establecer un tipo que criminaliza una categoría excesivamente amplia, lo cual abre la puerta a 
la arbitrariedad en su aplicación. En efecto, abunda la accionante, la norma no precisa la finalidad 
que debe perseguirse con la obtención de la información; no determina el daño que debe 
ocasionarse; omite describir adecuadamente el tipo de información protegida; y, no incorpora 
otros elementos que permitan identificar la conducta como un abuso del derecho a la libertad de 
expresión, por lo que, desde su perspectiva, resulta sobreinclusiva. 

 Incluso, concluye la promovente, a partir de la redacción de la fracción, es posible sancionar  
la obtención de información derivada del legítimo ejercicio de los derechos de acceso a la 
información pública y de libertad de expresión. 

5. Registro y turno. Mediante acuerdo de veintiséis de mayo de dos mil veinticinco, la entonces Ministra 
Presidenta de este Alto Tribunal ordenó formar y registrar el expediente de la acción de 
inconstitucionalidad, no obstante, reservó el turno de dicho asunto a la nueva integración. Así, una vez 
integrada esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cuatro de septiembre siguiente, dicho asunto 
se turnó al Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía para su instrucción. 
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6. Admisión y trámite. El veinticuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el Ministro Instructor acordó la 
admisión a trámite del presente asunto y requirió a los poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del 
Estado de Sinaloa, rendir sus respectivos informes. Asimismo, ordenó dar vista a la Fiscalía General de 
la República y la Consejería Jurídica del Gobierno Federal.  

7. Informe del Poder Legislativo del Estado de Sinaloa. Mediante informe recibido el veintisiete de 
octubre de dos mil veinticinco, la Presidenta de la Mesa Directiva del Congreso del Estado, manifestó lo 
siguiente: 

7.1 Contrario a lo expuesto por la accionante, el artículo impugnado sí respeta el principio de 
taxatividad, dado que se señalan con claridad y precisión las conductas típicas y las penas 
aplicables, sin dejar elementos a la interpretación del juez. 

7.2 Por lo cual, a criterio de la referida legislatura, la norma controvertida no transgrede la libertad  
de expresión ni el derecho al acceso de la información, ya que al adminicularse el contenido de  
la fracción III con las fracciones I y II, queda claro que la tipificación de la obtención de la 
información se relaciona con fines no lícitos, a fin de entorpecer o evitar el cumplimiento de las 
funciones de las instituciones de seguridad pública. 

8. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Sinaloa. Mediante escrito recibido el cuatro de noviembre 
de dos mil veinticinco en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal, el 
Director de Asuntos Jurídicos de la Secretaría General de Gobierno, del Estado de Sinaloa, sostuvo lo 
siguiente: 

8.1 En términos del artículo 65, fracción I, de la Constitución local, el Gobernador del Estado tiene la 
facultad de promulgar y publicar el Decreto impugnado. 

8.2 El estudio de fondo se debe realizar atendiendo a la presunción de constitucionalidad de que 
gozan las normas. 

9. Vista otorgada a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Gobierno 
Federal. La Consejería Jurídica del Gobierno Federal no expresó alguna manifestación.  

10. Pero, la Fiscalía General de la República formuló pedimento en el que señaló que: 

10.1 En concordancia con lo afirmado por la comisión, la disposición normativa sometida a control 
constitucional restringe la libertad de expresión y acceso a la información, ya que no precisa que 
aquella información impida u obstaculice la adecuada ejecución de diversas funciones de las 
instituciones de seguridad pública del Estado. 

10.2 Lo que se corrobora, afirma la Fiscalía General, al no especificarse que la información que se 
obtenga sea para fines ilícitos, se traduce en que la autoridad ministerial y/o judicial pueda 
introducir al momento de sancionar, sus valoraciones personales sobre el tipo de información que 
está prohibido obtener, lo que transgrede el principio de taxatividad. 

11. Alegatos. Las partes no formularon alegatos. 

12. Cierre de instrucción. Mediante acuerdo de veintiséis de noviembre de dos mil veinticinco, se cerró la 
instrucción y se ordenó enviar el expediente al Ministro instructor para la elaboración del proyecto de 
resolución correspondiente. 

I. COMPETENCIA 

13. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente 
acción de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso g), de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1º de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 
I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos1 y 16, fracción I, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veinte de diciembre de dos mil veinticuatro2, en relación con el Punto Segundo, fracción II, del Acuerdo 
General 2/2025 (12a) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de tres de septiembre de 

                                                 
1 Artículo 1o. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las 
controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las 
acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
2 Artículo 16. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad 
planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; 
[…]. 
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dos mil veinticinco3, toda vez que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos plantea la posible 
contradicción entre un ordenamiento estatal y la Constitución Federal, así como de tratados 
internacionales. 

II. PRECISIÓN DE LA NORMA RECLAMADA 

14. De la lectura integral de la demanda se advierte que la accionante impugna el artículo 293 bis, párrafo 
primero, fracción III, del Código Penal para el Estado de Sinaloa, (en adelante, “norma impugnada”), 
reformado mediante Decreto número 107, publicado el veintitrés de abril de dos mil veinticinco en el 
Periódico Oficial de esa entidad, que es del tenor siguiente:  

“Artículo 293 Bis. Se aplicará pena de cuatro años seis meses a quince años de 
prisión y de mil a dos mil días de multa, a quien: 

[…] 

III. Obtenga información, utilizando cualquier medio tecnológico sobre acciones, 
actividades o ubicación de las instituciones señaladas en la fracción anterior;  

[…]”. 

III. OPORTUNIDAD 

15. El plazo para promover acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales contados a partir del 
día siguiente a la fecha en la que se haya publicado la norma general en el medio oficial 
correspondiente. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda puede presentarse el primer día 
hábil siguiente4. 

16. En este caso, la norma impugnada fue publicada el veintitrés de abril de dos mil veinticinco en el 
Periódico Oficial de la entidad. Por lo que, el plazo de treinta días para presentar la acción de 
inconstitucionalidad transcurrió del veinticuatro de abril al veintitrés de mayo de dos mil veinticinco. 
Dado que la Comisión actora presentó su escrito inicial el veintitrés de mayo de la misma anualidad5, 
la presentación es oportuna.  

IV. LEGITIMACIÓN 

17. La acción fue promovida por parte legitimada. De conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso 
g), de la Constitución Política del país, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se encuentra 
legitimada para promover acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes de las entidades 
federativas que vulneren los derechos humanos consagrados en la Constitución y los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. 

18. En el presente caso, la Comisión accionante sostiene, en términos generales, que el artículo 293 bis, 
párrafo primero, fracción III, del Código Penal para el Estado de Sinaloa, es contraria a los derechos de 
acceso a la información y de libertad de expresión, así como al derecho a la seguridad jurídica y el 
principio de legalidad en su vertiente de taxatividad en materia penal. 

19. En este sentido, se advierte que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos hace un 
planteamiento de constitucionalidad en el que acusa que una norma local es violatoria de los derechos 
humanos, de ahí que ese órgano constitucional cuenta con la legitimación necesaria para promover 
este medio de control abstracto de constitucionalidad. 

20. Asimismo, se acredita la personería de quien acude en nombre de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. 

                                                 
3 SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: 
[…] 
II. Las acciones de inconstitucionalidad, previstas en el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas; 
[…]. 
4 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: […] 
II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: […] 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha 
en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la 
demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
[…] 
5 Escrito remitido mediante Buzón Judicial en esa fecha y recibido el veintiséis siguiente en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia de este Alto Tribunal, conforme obra en el expediente.  
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21. El artículo 11, párrafo primero, en relación con el diverso 59, ambos de la Ley Reglamentaria de la 
Materia6 disponen que las partes deberán comparecer por conducto de los funcionarios que, en 
términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. 

22. La demanda fue suscrita por María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de Presidenta de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, cargo que acredita con una copia certificada de su 
nombramiento expedido por la Mesa Directiva del Senado de la República el doce de noviembre de dos 
mil veinticuatro. 

23. Por su parte, el artículo 15, fracciones I y XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos7, así como el 18 de su Reglamento Interno8 disponen como facultad del Presidente de dicho 
organismo ejercer su representación legal y, específicamente, promover acción de inconstitucionalidad 
en contra de leyes de carácter estatal que vulneren los derechos humanos reconocidos en la 
Constitución Política del país o en los tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano,  
de ahí que la referida funcionaria cuenta con la atribución legal para promover esta acción de 
inconstitucionalidad. 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO 

24. Las partes no hicieron valer alguna causa de improcedencia y este Tribunal Pleno de oficio tampoco 
advierte la actualización de alguna diversa, por lo que resulta procedente abordar el estudio de fondo 
del asunto.  

VI. ESTUDIO DE FONDO 

25. La Comisión sostiene que el artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del Código Penal para el 
Estado de Sinaloa vulnera los derechos humanos de acceso a la información, libertad de expresión y 
seguridad jurídica, así como el principio de legalidad penal en su vertiente de taxatividad. Ello, debido a 
que penaliza de manera amplia e indeterminada la obtención de información, por cualquier medio 
tecnológico, sobre acciones, actividades o ubicaciones de las Instituciones de Seguridad Pública, sin 
delimitar qué información es reservada o confidencial. 

26. Esta falta de precisión impide a las personas conocer con certeza qué conductas están prohibidas y 
permite sancionar incluso la obtención o difusión de información de carácter público, lo que constituye 
una interferencia innecesaria y desproporcionada en el ejercicio de los derechos mencionados. En 
consecuencia, la medida punitiva no supera la tercera etapa del test de escrutinio estricto, pues no 
resulta necesaria en una sociedad democrática ni es idónea para proteger la seguridad pública, ya que 
la mera obtención de información no pone en riesgo el bien jurídico tutelado. 

27. El anterior concepto de invalidez es fundado. 

28. Para demostrarlo, en primer lugar, este Tribunal Pleno hará referencia al contenido del derecho a la 
información y describirá el sistema de restricciones a ese derecho, para finalmente proceder al análisis 
concreto de la medida impugnada. 

VI.1. Contenido del derecho de acceso a la información 

29. El derecho de acceso a la información está regulado en los artículos 6° y 7° de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos;9 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos10 y 19 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos11. 

                                                 
6 Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
[…]. 
Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 
7 Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 
I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; 
[…] 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y 
[…]. 
8 Artículo 18. La Presidencia es el órgano ejecutivo de la Comisión Nacional. Está a cargo de un presidente, al cual le corresponde ejercer, 
de acuerdo con lo establecido en la Ley, las funciones directivas de la Comisión Nacional y su representación legal. 
9 Artículo 6º. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la 
moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los 
términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. 
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda 
índole por cualquier medio de expresión. 
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30. El artículo 6° de la Constitución General de la República, interpretado por esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, establece las siguientes características y elementos de este derecho: 1) toda la 
información en posesión de cualquier autoridad, entidad órgano y organismo federal, estatal y 
municipal, es pública y solo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público 
en los términos que fijen las leyes, prevaleciendo el principio de máxima publicidad. A este 
respecto, se entiende por información pública el conjunto de datos de autoridades o particulares en 
posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, obtenidos por 
causa del ejercicio de funciones de derecho público12; 2) toda persona, sin necesidad de acreditar 
interés o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales 
o a la rectificación de estos; 3) para la efectiva tutela de este derecho, se establecerán mecanismos de 
acceso a la información pública y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante las 
instancias competentes en los términos que fija esta Constitución y las leyes13. 

31. Por su parte, en las fuentes internacionales, el derecho a la información está inmerso en el derecho a la 
libertad de pensamiento y de expresión, en tanto esta comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

                                                                                                                                                     
El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y 
telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en 
la prestación de dichos servicios. 
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente: 
Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, se regirán por los siguientes principios y bases: 
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá 
ser reservada temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá 
prevalecer el principio de máxima publicidad. 
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las 
leyes. 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus 
datos personales o a la rectificación de éstos. 
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán 
ante órganos u organismos especializados e imparciales, y con autonomía operativa, de gestión y de decisión. 
V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán a través de los medios 
electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de gestión y el ejercicio de los recursos públicos. 
VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que 
entreguen a personas físicas o morales. 
VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública será sancionada en los términos que dispongan las 
leyes. 
Artículo 7o.- Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a través de cualquier medio. No se puede restringir este 
derecho por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares, de papel para periódicos, de frecuencias 
radioeléctricas o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios y tecnologías de la información 
y comunicación encaminados a impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones. 
Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la libertad de difusión, que no tiene más límites que los previstos en el 
primer párrafo del artículo 6o. de esta Constitución. En ningún caso podrán secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, 
opiniones e ideas, como instrumento del delito. 
10 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Ratificada por el Estado mexicano el 3 de febrero de 1981 y promulgada por Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 1981). Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión: 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por 
cualquier otro procedimiento de su elección. 
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que 
deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:  
a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o  
b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
[…]. 
11 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Ratificado por el Estado mexicano el 24 de marzo de 1981 y promulgado por Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de mayo de 1981).  
Artículo 19: 
1. […]. 
2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e 
ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento de su elección.  
3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede 
estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:  
a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;  
b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
12 Tesis aislada 2a. LXXXVIII/2010, registro de IUS 164032, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXII, 
agosto de 2010, página 463, de rubro “INFORMACIÓN PÚBLICA. ES AQUELLA QUE SE ENCUENTRA EN POSESIÓN DE CUALQUIER 
AUTORIDAD, ENTIDAD, ÓRGANO Y ORGANISMO FEDERAL, ESTATAL Y MUNICIPAL, SIEMPRE QUE SE HAYA OBTENIDO POR 
CAUSA DEL EJERCICIO DE FUNCIONES DE DERECHO PÚBLICO”. 
13 Atendiendo al Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro en el Diario Oficial de la 
Federación. 
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32. Al interpretar este derecho, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha establecido: 1) que se 
trata de un derecho que corresponde a toda persona, sin necesidad de acreditar un interés directo para 
su obtención o una afectación personal, salvo en los casos en que exista una legítima restricción14;  
2) que este derecho conlleva dos obligaciones positivas para el Estado, consistentes en suministrar la 
información a quien la solicite y/o dar respuesta fundamentada a la solicitud presentada, en caso de que 
proceda la negativa de entrega por operar alguna excepción15; 3) que el derecho de acceso se ejerce 
sobre la información que se encuentra en poder del Estado, de manera que el deber de suministrar la 
información o de responder en caso de aplicar una excepción abarca a todos sus órganos y 
autoridades16; 4) que la actuación del Estado debe regirse por el principio de máxima divulgación, el 
cual establece que toda información es accesible, sujeto a un sistema restringido de excepciones17;  
5) que los Estados deben garantizar la efectividad de un procedimiento administrativo adecuado para la 
tramitación y resolución de las solicitudes de información, fijando plazos para resolver y entregar 
información18; 6) que debe existir un recurso sencillo, rápido y efectivo para determinar si se produjo 
una violación al derecho de quien solicita información y, en su caso, ordene al órgano correspondiente 
la entrega de la información19; 7) que si el derecho de acceso a la información no estuviere ya 
garantizado, los Estados tienen la obligación de adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacerlo efectivo, así como de erradicar las normas o prácticas que no garanticen 
su efectividad20. 

33. Adicionalmente, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación21 como la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos22 han enfatizado la doble vertiente del derecho de acceso a la información, por un 
lado, como garantía individual que tiene por objeto maximizar el campo de la autonomía personal, y, por 
otro, como derecho colectivo o garantía social que funcionalmente tiende a revelar el empleo 
instrumental de la información como mecanismo de control institucional.  

34. Asimismo, esta Corte ha establecido la posición preferencial del derecho de acceso a la información 
cuando es ejercido por los profesionales de la prensa, caso en el cual alcanza su nivel máximo de 
protección frente a los derechos de la personalidad23. 

                                                 
14 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Claude Reyes y otros, párr. 77. 
15 Ídem. 
16 Ibídem, Caso Claude Reyes y otros, párr. 80. 
17 Ibídem, Caso Claude Reyes y otros, párr. 92. 
18 Ibídem, Caso Claude Reyes y otros, párr. 163. 
19 Ibídem, Caso Claude Reyes y otros, párr. 137. 
20 Ibídem, Caso Claude Reyes y otros, párr. 161 y 163. 
21 ACCESO A LA INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL. El acceso a la información se distingue 
de otros derechos intangibles por su doble carácter: como un derecho en sí mismo y como un medio o instrumento para el ejercicio de otros 
derechos. En efecto, además de un valor propio, la información tiene uno instrumental que sirve como presupuesto del ejercicio de otros 
derechos y como base para que los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento institucional de los poderes públicos, por lo 
que se perfila como un límite a la exclusividad estatal en el manejo de la información y, por ende, como una exigencia social de todo Estado 
de Derecho. Así, el acceso a la información como garantía individual tiene por objeto maximizar el campo de la autonomía personal, 
posibilitando el ejercicio de la libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y opiniones; incluso algunos 
instrumentos internacionales lo asocian a la libertad de pensamiento y expresión, a las cuales describen como el derecho que comprende la 
libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Por otro lado, el acceso a la información como derecho colectivo o 
garantía social cobra un marcado carácter público en tanto que funcionalmente tiende a revelar el empleo instrumental de la información no 
sólo como factor de autorrealización personal, sino como mecanismo de control institucional, pues se trata de un derecho fundado en una de 
las características principales del gobierno republicano, que es el de la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia de la 
administración. Por tanto, este derecho resulta ser una consecuencia directa del principio administrativo de transparencia de la información 
pública gubernamental y, a la vez, se vincula con el derecho de participación de los ciudadanos en la vida pública, protegido por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, Junio 
de 2008, Pleno, p. 656.) 
22 CIDH, Caso Claude Reyes y otros, párr. 77. “En lo que respecta a los hechos del presente caso, la Corte estima que el artículo 13 de la 
Convención, al estipular expresamente los derechos a “buscar” y a “recibir” “informaciones”, protege el derecho que tiene toda persona a 
solicitar el acceso a la información bajo el control del Estado, con las salvedades permitidas bajo el régimen de restricciones de la 
Convención. Consecuentemente, dicho artículo ampara el derecho de las personas a recibir dicha información y la obligación positiva del 
Estado de suministrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso a conocer esa información o reciba una respuesta fundamentada 
cuando por algún motivo permitido por la Convención el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. Dicha información 
debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal, salvo en los casos en que se 
aplique una legítima restricción. Su entrega a una persona puede permitir a su vez que ésta circule en la sociedad de manera que pueda 
conocerla, acceder a ella y valorarla. De esta forma, el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión contempla la protección del 
derecho de acceso a la información bajo el control del Estado, el cual también contiene de manera clara las dos dimensiones, individual y 
social, del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben ser garantizadas por el Estado de forma simultánea.” 
23 Décima Época, registro IUS 2000106, Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IV, Enero de 2012, Tomo 3, 
Tesis: 1a. XXII/2011 (10a.), página 2914: LIBERTADES DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN. SU POSICIÓN PREFERENCIAL CUANDO 
SON EJERCIDAS POR LOS PROFESIONALES DE LA PRENSA. Si bien es de explorado derecho que la libertad de expresión goza de una 
posición preferencial frente a los derechos de la personalidad, es importante destacar que las libertades de expresión e información alcanzan 
un nivel máximo cuando dichos derechos se ejercen por los profesionales del periodismo a través del vehículo institucionalizado de formación 
de la opinión pública, que es la prensa, entendida en su más amplia acepción. Al respecto, la libertad de expresión tiene por finalidad 
garantizar el libre desarrollo de una comunicación pública que permita la libre circulación de ideas y juicios de valor inherentes al principio de 
legitimidad democrática. Así, las ideas alcanzan un máximo grado de protección constitucional cuando: a) son difundidas públicamente; y b) 
con ellas se persigue fomentar un debate público. 
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35. Como cualquier otro derecho, el de acceso a la información no es absoluto. El artículo 6º constitucional 
contempla expresamente dos tipos de limitaciones: por un lado, la información pública puede ser 
reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos 
establecidos en la ley de la materia (fracción I); y por el otro, se prevé la obligación de proteger la 
información relacionada con la vida privada y los datos personales (fracción II).  

36. Al respecto, la Primera Sala ha destacado que dichas fracciones solo enuncian los fines 
constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al derecho en comento, sin 
embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en 
que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como 
límites al derecho de acceso a la información24. 

37. En este sentido, la otrora Segunda Sala reconoció que el legislador puede válidamente establecer 
restricciones al derecho de acceso a la información, con la condición de que tales límites atiendan a 
intereses públicos o de los particulares y encuentren justificación racional en función del bien jurídico a 
proteger, es decir, que exista proporcionalidad y congruencia entre el derecho fundamental de que se 
trata y el interés que se pretenda proteger25. 

38. Por su parte, el Tribunal Pleno ha aludido a las limitaciones al derecho a la información en razón de 
interés público en términos de limitaciones por “interés nacional” e “intereses sociales”, al tiempo que ha 
hecho también referencia a otro tipo de limitaciones que tienen como finalidad la “protección de la 
persona”, lo que encuadra en la idea de que la vida privada y los datos personales constituyen una 
limitación legítima al derecho a la información26.  

39. Adicionalmente, las limitaciones respectivas deben cumplir los requisitos genéricos que esta Corte ha 
establecido para la validez de las restricciones a derechos fundamentales, consistentes básicamente en 
la reserva de ley, el fin legítimo y la necesidad de la medida27. 

40. En cuanto a las fuentes internacionales, los artículos 13, inciso 2 de la Convención Americana y 19, 
inciso 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, prevén como límites del derecho a la 
libertad de pensamiento y expresión —del cual forma parte el derecho a la información: 1) el respeto a 
los derechos o a la reputación de los demás, y 2) la protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud a la moral pública. 

41. En su interpretación del artículo 13, inciso 2, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
establecido que para que una restricción sea compatible con la Convención debe cumplir los 
siguientes requisitos: 

                                                 
24 Amparo en revisión 168/2011 resuelto por la Primera Sala el treinta de noviembre de dos mil once, por unanimidad de cinco votos, páginas 
32 y 33. 
25 Tesis aislada 2a. XLIII/2008, registro de IUS 169772, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVII, abril 
de 2008, página 733, de rubro “TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL. EL ARTÍCULO 14, 
FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN”. 
26 Este criterio fue recogido en la siguiente tesis aislada: “DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO 
TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS. El derecho a la 
información consagrado en la última parte del artículo 6o. de la Constitución Federal no es absoluto, sino que, como toda garantía, se halla 
sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, en la protección de la seguridad nacional y en el respeto tanto a los 
intereses de la sociedad como a los derechos de los gobernados, limitaciones que, incluso, han dado origen a la figura jurídica del secreto de 
información que se conoce en la doctrina como "reserva de información" o "secreto burocrático". En estas condiciones, al encontrarse 
obligado el Estado, como sujeto pasivo de la citada garantía, a velar por dichos intereses, con apego a las normas constitucionales y legales, 
el mencionado derecho no puede ser garantizado indiscriminadamente, sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo 
regulan y a su vez lo garantizan, en atención a la materia a que se refiera; así, en cuanto a la seguridad nacional, se tienen normas que, por 
un lado, restringen el acceso a la información en esta materia, en razón de que su conocimiento público puede generar daños a los intereses 
nacionales y, por el otro, sancionan la inobservancia de esa reserva; por lo que hace al interés social, se cuenta con normas que tienden a 
proteger la averiguación de los delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a la protección de la persona existen 
normas que protegen el derecho a la vida o a la privacidad de los gobernados.” [Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, XI, Abril de 2000, Página: 74, Tesis: P. LX/2000, Tesis Aislada, Materia(s): Constitucional]. 
27 Véanse las siguientes tesis: P./J. 130/2007, registro de IUS 170740, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
novena época, tomo XXVI, diciembre de 2007, página 8, de rubro “GARANTÍAS INDIVIDUALES. EL DESARROLLO DE SUS LÍMITES Y LA 
REGULACIÓN DE SUS POSIBLES CONFLICTOS POR PARTE DEL LEGISLADOR DEBE RESPETAR LOS PRINCIPIOS DE 
RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD JURÍDICA”; 1a./J. 2/2012, registro de IUS 160267, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, décima época, libro V, febrero de 2012, tomo 1, página 533, de rubro “RESTRICCIONES A LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS”, 
y 1a. CCXV/2013, registro de IUS 2003975, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro XXII, julio 
de 2012, tomo 1, página 557, de rubro “DERECHOS HUMANOS. REQUISITOS PARA RESTRINGIRLOS O SUSPENDERLOS CONFORME 
A LOS ARTÍCULOS 1o. DE LA CONSTITUCIÓN .POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 30 DE LA CONVENCIÓN 
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS”. 
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41.1 Estar establecida por ley. La palabra ley no puede entenderse en otro sentido que el de ley 
formal, es decir, norma jurídica adoptada por el órgano legislativo y promulgada por el Poder 
Ejecutivo, según el procedimiento requerido por el derecho interno de cada Estado, dictada por 
razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas.28  

41.2 Fin legítimo. El objetivo de la restricción debe ser de los permitidos por la Convención, esto es, 
la protección de los derechos o reputación de los demás, la seguridad nacional, el orden público y 
la salud o moral públicas.29 

41.3 Necesidad en una sociedad democrática. La restricción debe estar orientada a satisfacer un 
interés público imperativo. Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe escogerse 
aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido. No es suficiente que se demuestre, 
por ejemplo, que la ley cumple un propósito útil u oportuno. Es decir, la restricción debe ser 
proporcional al interés que la justifica y debe ser conducente para alcanzar el logro de ese 
legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del derecho en 
cuestión.30 

42. Adicionalmente, debe destacarse que todos los conceptos desarrollados por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en materia de restricciones a la libertad de pensamiento y expresión son 
igualmente aplicables al derecho de acceso a la información, en tanto este forma parte de aquel. 

43. Tienen especial relevancia para este caso los criterios de la Corte Interamericana en los que ha 
sostenido que el derecho penal es un medio idóneo para el establecimiento de restricciones a la libertad 
de expresión porque sirve para salvaguardar, a través de la conminación penal, el bien jurídico que se 
quiere proteger; pero que siendo el medio más restrictivo y severo para cumplir los objetivos que  
se persigan, su uso únicamente es legítimo cuando se cumpla con el principio de mínima intervención. 
De este modo, el poder punitivo solo debe ejercerse en la medida estrictamente necesaria para proteger 
los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o pongan en peligro.31 

44. Por tanto, la aplicación de medidas penales debe ser evaluada con especial cautela y para analizar si 
su uso es legítimo o no, deben ponderarse la extrema gravedad del abuso de la libertad de expresión 
bajo estudio, el dolo del probable partícipe —es decir el grado de conocimiento y de voluntad que dicha 
persona tenía para producir la afectación—, la magnitud y las características del daño que el abuso 
produjo y demás datos que permitan mostrar la existencia de una absoluta necesidad de utilizar, en 
forma verdaderamente excepcional, medidas penales.32 

45. Ahora, este Tribunal Pleno procederá a la aplicación de los referidos estándares, precisando que para 
ello se realizará un escrutinio estricto de la constitucionalidad de la norma impugnada, en tanto restringe 
el goce del núcleo esencial del derecho a la información, de manera que deberá acreditarse que el 
Estado tiene una razón imperativa para la restricción, y que la medida legislativa está cuidadosamente 
diseñada para alcanzar ese fin. 

VI.2. Análisis del caso concreto 
46. Así, los elementos que integran el tipo penal de la fracción cuya constitucionalidad se cuestiona, son los 

siguientes:  

 Elementos objetivos: 
a) Conducta: Realizar actos tendientes para obtener información. Se trata de un delito de acción. 

b) Resultado: No es un delito de resultado sino de peligro, porque no exige que la conducta 
produzca alguna consecuencia específica. 

c) Sujeto activo: Cualquier persona.  

d) Sujeto activo calificado: En caso de que sea perpetrado por servidores públicos o por 
exservidores públicos de las fuerzas armadas, instituciones de seguridad pública o de 
procuración o administración de justicia, se configurará una agravante. 

e) Bien jurídico tutelado: Del análisis del procedimiento legislativo y por su ubicación en el capítulo 
de delitos contra las actividades de las Instituciones de Seguridad Pública y del Estado, se 
advierte que los bienes jurídicos protegidos por este delito son la seguridad de los miembros  
de las instituciones de seguridad pública del Estado de Sinaloa, así como el efectivo desempeño 
de sus funciones. 

                                                 
28 Corte Interamericana Derechos Humanos, Caso Claude Reyes y otros, párr. 89. 
29 Ibídem, Caso Claude Reyes y otros, párr. 90. 
30 Ibídem, Caso Claude Reyes y otros, párr. 91. 
31 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Kimel vs. Argentina, sentencia del 2 de mayo de 2008, párr. 71 y 76. 
32 Íbidem, parr. 78. 
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f) Sujeto pasivo: El Estado, por conducto de las Instituciones de Seguridad Pública. 

g) Objeto material: Lo constituye la información de las Instituciones de Seguridad Pública, sobre 
sus acciones, actividades o ubicación. 

h) Medios de comisión: Cualquier medio tecnológico. 

i) Circunstancias de lugar, tiempo, modo u ocasión: No se establece ninguna. 

 Elementos subjetivos: 
a) Dolo: No está tipificado; sin embargo, por el tipo de acción (realizar actos tendientes a obtener 

información), se requiere de dolo. 

b) Culpa: Por el tipo de conducta requerida, no se admite realización culposa. 

c) Elementos subjetivos diferentes del dolo: No se advierten en el tipo. 

 Elementos normativos de valoración: 
a) Cultural: No se advierten en el tipo. 

b) Legal: Se requiere que la información sea respecto de las acciones, actividades o ubicación de 
las Instituciones de Seguridad Pública en el cumplimiento de sus funciones. 

c) Científica: No se advierten en el tipo. 

47. Como se advierte de lo anterior, el verbo rector típico de la disposición impugnada se encuentra en la 
expresión “obtenga información, utilizando cualquier medio tecnológico”, lo que implica que la 
conducta constitutiva del delito está relacionada con la búsqueda de información; acción que constituye 
el núcleo esencial del derecho de acceso a la información. Además, el objeto material del delito se 
refiere a información de las instituciones de seguridad pública del Estado de Sinaloa, las cuales se 
encuentran obligadas por el derecho de acceso a la información, en su calidad de autoridades estatales, 
por regla general, a proporcionar la información pública en su poder, salvo aquella reservada 
temporalmente por razones de interés público. Asimismo, la información a que alude el delito es la 
relativa a las acciones, actividades o ubicación y labores en general de dichas autoridades, por lo que 
se trata de información relativa al ejercicio de sus funciones de derecho público, que es precisamente el 
tipo de información respecto de la cual opera el derecho fundamental en cuestión.  

48. En consecuencia, este Tribunal Pleno encuentra que el artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del 
Código Penal para el Estado de Sinaloa impone una restricción al derecho de acceso a la información, 
porque define como conducta generadora de responsabilidad penal el hecho de buscar cierto tipo de 
información en poder de autoridades estatales, relativas al ejercicio de sus funciones de derecho 
público (acciones, actividades o ubicación); por tanto, debe verificarse que esta restricción cumpla con 
las exigencias constitucionales precisadas en el apartado anterior de este considerando. 

49. En primer lugar, se advierte que la restricción está establecida por ley formal. El artículo 293 bis, párrafo 
primero, fracción III, del Código Penal para el Estado de Sinaloa fue expedido siguiendo el 
procedimiento legislativo correspondiente por las autoridades competentes y fue publicado el veintitrés 
de abril de dos mil veinticinco, en el órgano de difusión local. 

50. Asimismo, la restricción persigue un fin legítimo en tanto está orientada a la protección del interés 
general, concretamente la seguridad pública, definida en el artículo 21 constitucional como la función 
que desempeñan los tres niveles de gobierno y que comprende la prevención de los delitos, la 
investigación y su persecución, así como la sanción de las infracciones administrativas. 

51. La afirmación anterior se corrobora atendiendo a que del procedimiento legislativo que dio origen a la 
norma impugnada, se advierte que la Comisión Dictaminadora, al exponer los argumentos de la 
iniciativa, la fundó en la necesidad de actualizar el marco normativo para evitar que los grupos 
criminales sigan obteniendo ventaja sobre las instituciones de seguridad pública mediante el uso de 
tecnología no regulada, por lo que busca atender la realidad actual y proteger la integridad no solo de 
las corporaciones de seguridad, sino también de la propia población del Estado de Sinaloa. 

52. En ese sentido, concluyó que el objeto de la reforma es regular el delito de “halconeo” en el Código 
Penal para el Estado de Sinaloa, para sancionar de manera más efectiva la vigilancia, acecho o 
transmisión de información que favorezca a grupos delictivos con lo que se obstaculice la labor de las 
instituciones de seguridad pública incorporando nuevas modalidades delictivas. 

53. Ahora, de lo anterior se colige que los objetivos específicos de la medida son: 1) proteger a los 
miembros de las instituciones de seguridad pública; y, 2) contribuir a la efectividad de las labores que 
desempeña, frente a la amenaza que representan las actividades denominadas como “halconeo”; lo 
anterior ya que tales actividades incluyen todas aquellas mediante las cuales se vigilan las labores de 
las fuerzas policiales con el fin de informar a los delincuentes de las actividades programadas o por 
realizar, así como las relativas a su ubicación. 
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54. Así, a juicio de este Pleno, tales objetivos se insertan dentro de los límites constitucional y 
convencionalmente autorizados referentes al “interés público” y al “orden público”, respectivamente, en 
tanto existe un claro interés por parte de la sociedad en que las funciones que tienen encomendadas las 
instituciones de seguridad pública sean desempeñadas de forma adecuada y en condiciones de 
seguridad para sus miembros. La protección de los miembros de las instituciones de seguridad pública 
y la eficacia de sus labores constituyen intereses públicos imperativos que el legislador debe buscar 
satisfacer. 

55. Sin embargo, la medida impugnada no satisface el requisito de necesidad en una sociedad 
democrática, pues la restricción no está adecuadamente orientada a satisfacer los intereses públicos 
imperativos que se pretenden proteger, y entre las opciones para alcanzar los objetivos mencionados, la 
restricción en análisis está muy lejos de ser la que restringe en menor escala el derecho de acceso a la 
información. Por el contrario, la medida desborda por completo al interés que la justifica y no es 
conducente a obtener el logro de ese legítimo objetivo, sino que interfiere innecesariamente en el 
efectivo ejercicio del derecho en cuestión. 

56. Se considera de esa manera porque la descripción típica es tan amplia que termina por abarcar un 
sinnúmero de conductas no reprochables amparadas por el derecho de acceso a la información. El 
verbo rector típico, “obtener información, utilizando cualquier medio tecnológico”, describe el núcleo 
esencial del derecho de acceso a la información, mientras que el resto de la descripción típica no 
aporta suficientes elementos que acoten adecuadamente las conductas sancionadas a aquellas que 
se pretendieron prohibir, de modo que existe una disociación entre el fin legítimo de la norma: prohibir el 
“halconeo”, y las posibles conductas comprendidas por el tipo penal, en virtud de que su 
indeterminación es tan amplia que no solo se limita a aquellas personas que realizan la conducta de 
“halconeo”, sino que puede englobar a cualquier persona que obtenga información. 

57. En efecto, los únicos elementos del tipo que permiten delimitar el ámbito de las conductas sancionadas 
son: 1) que la información se refiera a las instituciones de seguridad pública; y 2) que dicha información 
verse sobre las acciones, actividades o ubicación de tales instituciones de seguridad pública. 

58. Por cuanto hace al primer aspecto, que la información se refiera a las instituciones de seguridad 
pública, que indica el tipo, son órganos del Estado, sujetos pasivos del derecho de acceso a la 
información y, en esa medida, obligados por regla general a proporcionar la información pública en su 
poder, salvo aquella reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos que fijen 
las leyes. 

59. En este sentido, obtener información, utilizando cualquier medio tecnológico sobre acciones, actividades 
o ubicación de las instituciones de seguridad pública es una conducta que en nada daña o pone en 
riesgo el bien jurídico tutelado por la norma penal en comento, sino que por el contrario se encuentra de 
lleno en el ámbito protegido por el derecho de acceso a la información. 

60. De igual modo, la exigencia de que la información verse sobre las “acciones, actividades o ubicación”, 
de las referidas instituciones de seguridad pública, tampoco hace nada por modalizar la conducta de 
manera que solo se prohíba el llamado “halconeo”. Por el contrario, las “acciones”, “actividades” o la 
“ubicación” de los cuerpos de seguridad constituyen por regla general información pública, que 
conforme a las fracciones I, IV y VI del artículo 162 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Sinaloa33, únicamente puede reservarse cuando su divulgación 
ponga en riesgo la seguridad pública; comprometa la seguridad, la vida o la salud de cualquier persona; 
o cuando su divulgación pueda obstruir la prevención o persecución de los delitos. 

61. Así, aunque la finalidad de la medida haya sido prohibir la obtención ilegítima de este tipo de 
información, que la propia ley local de transparencia clasifica como reservada, la sola mención de que la 
información cuya búsqueda se sanciona penalmente debe ser la relativa a “acciones, actividades o 
ubicación de las instituciones de seguridad pública” no logra encuadrar adecuadamente el tipo de 
información cuya ilegítima obtención sea capaz de producir un daño. 

                                                 
33 Artículo 112. Como información reservada podrá clasificarse aquélla cuya publicación:  
I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable; 
[…] 
IV. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física; 
[…] 
VI. Obstruya la prevención o persecución de los delitos. 
[…]. 
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62. Incluso, la extinta Primera Sala sostuvo que la información relacionada con la procuración e impartición 
de justicia es de interés público, particularmente en el caso de investigaciones periodísticas 
encaminadas al esclarecimiento de los hechos delictivos34; por lo que, en el marco de tales 
investigaciones, la búsqueda de información relacionada con las “acciones, actividades o ubicación” de 
las instituciones de seguridad pública podría constituir un ejercicio legítimo del derecho de acceso a la 
información. 

63. En definitiva, la descripción típica adolece de las precisiones necesarias que la presenten como la 
indudable expresión de la conducta que en el procedimiento legislativo se denominó como “halconeo” y 
que se describió básicamente como la actividad consistente en vigilar las actividades de los cuerpos de 
seguridad, con el fin de informar a los delincuentes sobre sus actividades programadas o por realizar; 
no se estableció la finalidad que debía perseguirse con la obtención de la información; no se especificó 
el daño que debía producirse con ello, no se describió adecuadamente el tipo de información protegida, 
ni se expresó ningún otro elemento que permitiera identificar a la conducta como un abuso del derecho 
de acceso a la información, diferenciable, más allá de toda duda, de instancias legítimas de su ejercicio 
y merecedora de una sanción penal. 

64. Este Alto Tribunal advierte, por tanto, que la restricción impugnada hace nugatorio el ejercicio del 
derecho de acceso a la información en tanto se trata de una medida demasiado amplia y excesiva que 
interfiere con el ejercicio legítimo de tal libertad. A este respecto, al fallar la acción de 
inconstitucionalidad 29/201135 el Pleno de esta Suprema Corte sostuvo que “si un instrumento 
intimidatorio como la sanción penal se proyecta sobre conductas demasiado cercanas a lo que 
constituyen legítimos ejercicios de la libertad de expresión y el derecho a la información […] se está 
limitando indebidamente a ambos derechos”. 

65. Así ocurre en el caso, dado que la descripción típica podría incluir numerosos supuestos de ejercicio 
legítimo del derecho de acceso a la información, incluso tales como la formulación de solicitudes 
formales de información a las instituciones de seguridad pública sobre, por ejemplo, la realización de 
operativos ya efectuados. 

66. Asimismo, tal como lo refirió la propia Comisión, la norma impugnada tiene un impacto desproporcional 
sobre un sector de la población: el gremio periodístico. Al criminalizar la búsqueda de toda 
información relativa a la seguridad pública y a la procuración de justicia, es claro que uno de los sujetos 
destinatarios de la norma podrían ser los periodistas, quienes tienen como función social la de buscar 
información sobre temas de interés público a fin de ponerla en la mesa de debate público, por lo que la 
norma termina teniendo no solo un efecto inhibidor de la tarea periodística, sino el efecto de hacer ilícita 
la profesión en ese ámbito específico. 

67. Todo lo anterior es demostrativo, a su vez, de la violación al principio de taxatividad que el 
promovente hace valer en su concepto de invalidez, en tanto la norma impugnada no establece las 
herramientas necesarias para que el intérprete conozca claramente que lo que se pretende sancionar 
es únicamente la conducta que en el procedimiento legislativo se identificó como el “halconeo”. 

68. Esta Suprema Corte ha sostenido que el artículo 14, tercer párrafo, de la Constitución Federal36 no solo 
contiene un criterio interpretativo estricto para los juzgadores al momento de imponer una pena, sino 
también una obligación para el legislador de tipificar adecuadamente las conductas que considere 
delictivas, lo cual se deduce de la exacta aplicabilidad de la ley penal.37  

                                                 
34 Tesis aislada 1a. CLX/, registro de IUS 2003632, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XX, Mayo de 
2013, Tomo 1, página 551, con los siguientes rubro y texto: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. INTERÉS PÚBLICO DE LA INFORMACIÓN 
RELACIONADA CON LA PROCURACIÓN E IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. Si se parte de la premisa de que los hechos delictivos repercuten 
de manera negativa en la sociedad, es innegable que las investigaciones periodísticas encaminadas a su esclarecimiento y difusión están 
dotadas de un amplio interés público. La comisión de los delitos, así como su investigación y los procedimientos judiciales correspondientes, 
son eventos de la incumbencia del público y, consecuentemente, la prensa está legitimada para realizar una cobertura noticiosa de esos 
acontecimientos. Dicha cobertura no sólo tiene el valor de una denuncia pública o de una contribución al escrutinio de la actuación de las 
autoridades encargadas de investigar y sancionar esos delitos, sino que ayuda a comprender las razones por las cuales las personas los 
cometen, además de que esa información también sirve para conocer las circunstancias que concurren para que tenga lugar el fenómeno 
delictivo.” 
35 En sesión de veinte de junio de dos mil trece. 
36 Artículo 14.- A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. […] 
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté 
decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 
37 Al respecto véase la tesis de jurisprudencia de Pleno P./J. 33/2009, registro de IUS 167445, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Abril de 2009, página 1124, bajo los siguientes rubro y texto: NORMAS PENALES. AL ANALIZAR SU 
CONSTITUCIONALIDAD NO PROCEDE REALIZAR UNA INTERPRETACIÓN CONFORME O INTEGRADORA. Si bien es cierto que al 
realizar el análisis de constitucionalidad de disposiciones generales es factible que la Suprema Corte de Justicia de la Nación acuda a la 
interpretación conforme, e incluso emita resoluciones integradoras a efecto de corregir las omisiones que generan la inconstitucionalidad, 
también lo es que el empleo de dichas prácticas interpretativas es inadmisible en materia penal, en atención a las particularidades del 
principio de legalidad en esta rama jurídica, como son: a) Reserva de ley, por virtud del cual los delitos sólo pueden establecerse en una ley 
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69. En el caso, como se ha señalado, la norma no es clara, precisa ni exacta respecto de la conducta 
reprochable que se pretendió sancionar, sino que está formulada de manera que puede llegar a permitir 
la arbitrariedad en su aplicación. 

70. Por todo lo anterior, procede declarar la invalidez del artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del 
Código Penal para el Estado de Sinaloa. 

71. Similares consideraciones sostuvo el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte en las acciones de 
inconstitucionalidad 11/2013, 9/2014, 59/2021 y su acumulada 66/202138, 94/201939 y 110/2019, en 
las que se declaró la invalidez de diversas normas que contemplaban el delito de “halconeo”. En esos 
precedentes se concluyó la invalidez de los tipos penales respectivos por ser violatorios del principio de 
taxatividad en relación con los derechos de acceso a la información y a la libertad de expresión, al 
carecer de las precisiones necesarias, como el daño que debía producirse con la información objeto del 
delito, el tipo de información protegida y la expresión de elementos que permitieran identificar a la 
conducta como un abuso del derecho de acceso a la información o a la libertad de expresión. 

72. Al respecto, no pasa inadvertida la acción de inconstitucionalidad 190/202340, en la que se desestimó 
la acción respecto del artículo 178 BIS del Código Penal para el Estado de Aguascalientes, adicionado 
mediante Decreto número 413, publicado en el Periódico Oficial de la entidad federativa el siete de 
agosto de dos mil veintitrés41, que contempla el delito de “halconeo”, en virtud de que no se obtuvo la 
votación calificada para declarar la invalidez. Sin embargo, la redacción de dicha norma es diferente  
a la que aquí se analiza. 

                                                                                                                                                     
formal y material; b) La prohibición de aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de alguna persona (verbigracia, leyes que crean delitos o 
aumenten penas); y, c) El principio de tipicidad o taxatividad, según el cual las conductas punibles deben estar previstas en ley de forma 
clara, limitada e inequívoca, sin reenvío a parámetros extralegales, y que implica la imposibilidad de imponer penas por analogía o por 
mayoría de razón, y la prohibición de tipos penales ambiguos. Además, la determinación que haga el legislador al emitir la norma constituye la 
esencia del respeto al principio de legalidad en materia de imposición de penas, pues acorde con los aspectos que abarca dicho principio 
aquél está obligado a estructurar de manera clara los elementos del tipo penal, delimitando su alcance de acuerdo a los bienes tutelados, 
imponiendo la determinación del sujeto responsable y de sus condiciones particulares y especiales, así como a establecer con toda claridad 
las penas que deben aplicarse en cada caso. 
Véase también la tesis aislada de la Primera Sala 1a. CXCII/2011 (9a.), Registro de IUS 160794, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro I, Octubre de 2011, Tomo 2, página 1094, que dice: PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE 
DE TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE DESENVUELVEN LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS 
POSIBLES DESTINATARIOS. El artículo 14, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consagra la garantía de exacta 
aplicación de la ley en materia penal al establecer que en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun 
por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. Este derecho 
fundamental no se limita a ordenar a la autoridad jurisdiccional que se abstenga de interpretar por simple analogía o mayoría de razón, sino 
que es extensivo al creador de la norma. En ese orden, al legislador le es exigible la emisión de normas claras, precisas y exactas respecto 
de la conducta reprochable, así como de la consecuencia jurídica por la comisión de un ilícito; esta descripción no es otra cosa que el tipo 
penal, el cual debe estar claramente formulado. Para determinar la tipicidad de una conducta, el intérprete debe tener en cuenta, como 
derivación del principio de legalidad, al de taxatividad o exigencia de un contenido concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley. Es 
decir, la descripción típica no debe ser de tal manera vaga, imprecisa, abierta o amplia, al grado de permitir la arbitrariedad en su aplicación. 
Así, el mandato de taxatividad supone la exigencia de que el grado de determinación de la conducta típica sea tal, que lo que es objeto de 
prohibición pueda ser conocido por el destinatario de la norma. Sin embargo, lo anterior no implica que para salvaguardar el principio de 
exacta aplicación de la pena, el legislador deba definir cada vocablo o locución utilizada al redactar algún tipo penal, toda vez que ello tornaría 
imposible la función legislativa. Asimismo, a juicio de esta Primera Sala, es necesario señalar que en la aplicación del principio de taxatividad 
es imprescindible atender al contexto en el cual se desenvuelven las normas, así como sus posibles destinatarios. Es decir, la legislación 
debe ser precisa para quienes potencialmente pueden verse sujetos a ella. En este sentido, es posible que los tipos penales contengan 
conceptos jurídicos indeterminados, términos técnicos o vocablos propios de un sector o profesión, siempre y cuando los destinatarios de la 
norma tengan un conocimiento específico de las pautas de conducta que, por estimarse ilegítimas, se hallan prohibidas por el ordenamiento. 
El principio de taxatividad no exige que en una sociedad compleja, plural y altamente especializada como la de hoy en día, los tipos penales 
se configuren de tal manera que todos los gobernados tengan una comprensión absoluta de los mismos, específicamente tratándose de 
aquellos respecto de los cuales no pueden ser sujetos activos, ya que están dirigidos a cierto sector cuyas pautas de conducta son muy 
específicas, como ocurre con los tipos penales dirigidos a los miembros de las Fuerzas Armadas. 
38 Resuelta el primero de marzo de dos mil veintidós, por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá apartándose de las consideraciones relativas al derecho de acceso a la información, 
Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf apartándose de las consideraciones, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández exclusivamente por 
violación a la taxatividad, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán exclusivamente por violación a la taxatividad y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea. 
39 Resuelta el seis de marzo de dos mil veintitrés, por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Zaldívar Lelo de Larrea en contra de algunas 
consideraciones, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández apartándose de consideraciones. 
40 Resuelta el seis de junio de dos mil veinticuatro, por una mayoría de cinco votos a favor de la propuesta de las señoras Ministras y de los 
señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán; en tanto que cuatro votos se emitieron 
en el sentido de defender la validez de la norma. La señora Ministra Esquivel Mossa votó por la invalidez únicamente de su párrafo primero, 
en su porción normativa “o particulares”. El señor Ministro González Alcántara Carrancá votó por su validez, salvo de su párrafo primero, en 
sus porciones normativas “de manera injustificada” y “o particulares”, y fracción II. Las señoras Ministras Batres Guadarrama y Presidenta 
Piña Hernández votaron en contra. 
41 Artículo 178 BIS. Atentados a la Seguridad Publica. Los Atentados a la Seguridad Publica consisten en acechar, vigilar o realizar actos 
tendientes a obtener información de manera injustificada, sobre las actividades oficiales de las Instituciones del Sistema Estatal de Seguridad 
Publica, Corporaciones Auxiliares de la Seguridad en el Estado o particulares, con la finalidad de informar o alertar u otras personas para que 
estas puedan organizar o planear la comisión de un delito, cometerlo o evitar el cumplimiento de la función pública.  
Al responsable de Atentados a la Seguridad Publica se aplicarán de 3 a 7 años de prisión y de 25 a 100 días multa, así como al pago total de 
la reparación de los daños y perjuicios ocasionados.  
Se aumentará la punibilidad que corresponda hasta en una mitad de sus mínimos y máximos cuando: 
[…]. 



408 DIARIO OFICIAL Lunes 27 de abril de 2026 

VII. EFECTOS 
73. El artículo 73, en relación con los artículos 41, 43, 44 y 45 de la Ley Reglamentaria, señalan que las 

sentencias deben contener sus alcances y efectos, así como fijar con precisión los órganos obligados a 
cumplirlas, las normas generales respecto de las cuales operen y todos aquellos elementos necesarios 
para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Además, deben fijar la fecha a partir de la cual 
producirán sus efectos. 

74. En esta sentencia se ha determinado que el artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del Código 
Penal para el Estado de Sinaloa incumplió con el principio de taxatividad, porque no estableció las 
herramientas necesarias para que el intérprete conozca claramente que lo que se pretende sancionar 
es únicamente la conducta que en el procedimiento legislativo se identificó como el “halconeo”. 

75. Declaratoria de invalidez. Se declara la invalidez del artículo 293 bis, párrafo primero, fracción III, del 
Código Penal para el Estado de Sinaloa, reformado mediante Decreto número 107, publicado el 
veintitrés de abril de dos mil veinticinco en el Periódico Oficial de esa entidad. 

76. Fecha a partir de la cual surtirá efectos la declaratoria general de invalidez. La invalidez decretada 
surtirá efectos retroactivos en beneficio de las personas a las que se les haya aplicado el precepto 
impugnado a partir de la notificación de los resolutivos al Congreso del Estado de Sinaloa y tendrá 
efectos retroactivos al veinticuatro de abril de dos mil veinticinco, fecha en la que entró en vigor el 
Decreto impugnado, esto al tratarse de una norma en materia penal, en la que regirán los principios 
generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.42 

VIII. DECISIÓN 
77. Por lo antes expuesto, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.  

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 293 Bis, párrafo primero, fracción III, del Código Penal 
para el Estado de Sinaloa, reformado mediante el Decreto Número 107, publicado en el Periódico 
Oficial de dicha entidad federativa el veintitrés de abril de dos mil veinticinco, la cual surtirá sus efectos 
retroactivos al veinticuatro de abril de dos mil veinticinco, a partir de la notificación de estos puntos 
resolutivos al Congreso de dicho Estado.  

TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Sinaloa, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 
concluido. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de seis votos de las 
personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo por extender la invalidez a las fracciones I y II 
del precepto reclamado, Esquivel Mossa, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz. 
Las señoras Ministras Ríos González y Batres Guadarrama votaron en contra y anunciaron sendos 
votos particulares. El señor Ministro Espinosa Betanzo anunció voto concurrente. 

La señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf no asistió a la sesión de veintiséis de enero de dos mil veintiséis 
por desempeñar una comisión oficial. 

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. 

Firman el señor Ministro Presidente y el señor Ministro ponente con el Secretario General de Acuerdos, 
quien autoriza y da fe 

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministro Giovanni Azael 
Figueroa Mejía.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- 
Firmado electrónicamente. 

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de diecisiete fojas útiles en las que se 
cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la 
sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 61/2025, promovida por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de 
veintiséis de enero de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario 
Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a doce de marzo de dos mil veintiséis.- Rúbrica. 

                                                 
42 Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales 
y disposiciones legales aplicables de esta materia 
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Voto particular que formula la Ministra Lenia Batres Guadarrama relativo a la Acción de 
Inconstitucionalidad 61/2025 

La acción de inconstitucionalidad se resolvió bajo la ponencia del Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía. 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos impugnó el artículo 293 bis, fracción III,1 del Código Penal para 

el Estado de Sinaloa, el cual sanciona, como una modalidad del delito de “halconeo”, a quien obtenga, por 

cualquier medio tecnológico, información sobre las acciones, actividades o ubicación de las instituciones de 

seguridad pública. 

La sentencia considera que el artículo impugnado no delimita adecuadamente la conducta sancionada, ya 

que la información de las instituciones de seguridad pública es, por regla general, de carácter público y solo 

puede reservarse en supuestos específicos de riesgo, ya sea a la seguridad pública, a las personas o a la 

persecución de delitos, conforme a la ley de transparencia, por lo que la redacción del tipo penal no distingue 

entre información cuyo acceso puede causar un daño y aquella cuyo conocimiento constituye un ejercicio 

legítimo del derecho de acceso a la información, incluso en contextos de investigación periodística de interés 

público. 

Asimismo, la sentencia determina que la norma resulta violatoria del principio de taxatividad pues no 

establece las herramientas necesarias para que el intérprete conozca claramente que lo que se pretende 

sancionar es únicamente la conducta que en el procedimiento legislativo se identificó como el “halconeo”. 

1. Razones de la mayoría 

En sesión celebrada el veintiséis de enero de dos mil veintiséis, el Pleno de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación (SCJN) declaró la invalidez del artículo impugnado al considerar que la medida interfiere 

de manera innecesaria y desproporcionada en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la 

información, lo que, a su vez, también resulta violatorio del principio de taxatividad. 

El presente asunto se aprobó por mayoría de seis votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, 

Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz. Las señoras 

Ministras Ríos González y la suscrita votamos en contra y anunciamos voto particular. El Ministro Espinosa 

Betanzo, en relación con la extensión de los efectos a las fracciones I y II del artículo impugnado, anunció voto 

concurrente.  

2. Razones de la emisión del voto  

No comparto las consideraciones esenciales por las que se declaró la invalidez, por las siguientes 

razones: 

En primer lugar, el proyecto parte de una interpretación extensiva de la fracción III del artículo 293 Bis del 

Código Penal de Sinaloa, en el sentido de que sanciona la obtención de información pública sobre acciones, 

actividades o ubicación de las instituciones de seguridad pública. Sin embargo, esa proposición es falsa, en 

tanto que la norma penal controvertida no se refiere en ningún momento a la información de carácter público. 

Una lectura literal y restrictiva de la norma penal impugnada implica asumir que la única conducta 

reprochable penalmente es la obtención de información, que, por su naturaleza, sea susceptible de ser 

clasificada como reservada, conforme al artículo 6o. de la CPEUM y a la legislación en materia de 

transparencia. 

                                                 
1 Artículo 293 Bis. Se aplicará pena de cuatro años seis meses a quince años de prisión y de mil a dos mil días de multa, a quien: 
[…] 
III. Obtenga información, utilizando cualquier medio tecnológico sobre acciones, actividades o ubicación de las instituciones señaladas en la 
fracción anterior; 
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Esta lectura evita una interpretación expansiva del tipo penal, armoniza la norma con el principio de 

máxima publicidad y restringe su aplicación a supuestos en que se obtenga información que deba ser 

reservada por motivos de seguridad pública, preservando así su constitucionalidad. 

En segundo lugar, la fracción III del artículo 293 Bis del Código Penal del Estado de Sinaloa no puede 

analizarse de manera aislada, pues forma parte de un tipo penal unitario cuyas diversas fracciones describen 

modalidades comisivas que responden a una misma lógica de incriminación y protegen el mismo bien jurídico: 

la seguridad pública y la eficacia de las instituciones encargadas de la prevención y persecución del delito.2  

El alcance de cada fracción debe determinarse a partir del contexto normativo y la finalidad legislativa del 

precepto en su conjunto, orientado a sancionar conductas propias del “halconeo” como la vigilancia, el 

seguimiento, la transmisión, o la obtención de información con fines de advertencia o alerta sobre la actuación 

de los cuerpos de seguridad. 

En esos términos, una lectura integral del artículo 293 Bis permite entender que su fracción III sanciona 

exclusivamente la obtención de información con una finalidad obstructiva o de favorecimiento delictivo, 

preservando así el principio de legalidad y taxatividad penal, evitando interpretaciones expansivas 

incompatibles con el orden constitucional. 

Por último, invalidar la disposición impugnada implicaría desconocer el contexto real y acreditado de 

inseguridad que enfrenta la entidad, donde las acciones vinculadas al “halconeo” constituyen un mecanismo 

central de apoyo a la delincuencia organizada para frustrar operativos y evadir la acción del Estado.  

El congreso local actuó dentro de su margen de configuración penal para proteger la seguridad pública, 

bien jurídico de máximo rango constitucional conforme al artículo 21 de la CPEUM, frente a una modalidad 

delictiva que no es hipotética ni marginal, sino estructural y funcionalmente relevante en la dinámica criminal 

del estado. 

Además, la disposición no criminaliza el ejercicio legítimo del derecho de acceso a la información, sino que 

sanciona una modalidad específica del delito de “halconeo” consistente en la obtención estratégica de 

información operativa sobre las instituciones de seguridad pública con una finalidad obstructiva o de 

favorecimiento delictivo, conducta que compromete directamente la seguridad pública. 

Estas consideraciones son congruentes con la postura que sostuve al resolver la acción de 

inconstitucionalidad 190/2023,3 en la cual se analizó una problemática de naturaleza similar, misma que fue 

desestimada al no alcanzarse la mayoría exigida para su procedencia. 

Ministra Lenia Batres Guadarrama.- Firmado electrónicamente. 

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 

LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y 

exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular de la señora Ministra Lenia Batres 
Guadarrama, formulado en relación con la sentencia del veintiséis de enero de dos mil veintiséis, dictada 

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 61/2025, 

promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se 

publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a doce de marzo de dos mil  
veintiséis.- Rúbrica. 

                                                 
2 Las fracciones I y II, no fueron impugnadas a la letra señalan: 
I. Aceche, vigile, espíe, persiga o proporcione información por cualquier medio de comunicación, sobre las actividades oficiales o personales 
que realicen o pretendan realizar los servidores públicos de las Instituciones de Seguridad Pública, con fines no lícitos, a fin de entorpecer o 
evitar el cumplimiento de sus funciones u ocasionarles un daño a dichas instituciones o servidores públicos, o con la finalidad de evitar la 
captura de un delincuente o miembro de una asociación delictuosa u organización criminal;  
II. Ingrese, altere, acceda o intervenga información o comunicación privada u oficial de las Instituciones de Seguridad Pública con los fines 
señalados en la fracción anterior; 
3 Resuelta en sesión de 6 de junio de 2024, en la que se expresó una mayoría de cinco votos de las señoras Ministras y de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales apartándose de los párrafos del 104 al 109, Ríos Farjat, Laynez Potisek apartándose de los 
párrafos del 104 al 109 y Pérez Dayán únicamente por violación al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, respecto del apartado 
V, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 178 BIS del Código Penal para el Estado de Aguascalientes. La 
señora Ministra Esquivel Mossa votó por la invalidez únicamente de su párrafo primero, en su porción normativa “o particulares”. El señor 
Ministro González Alcántara Carrancá votó por su validez, salvo de su párrafo primero, en sus porciones normativas “de manera injustificada” 
y “o particulares”, y fracción II, y anunció voto particular. Las señoras Ministras Batres Guadarrama y Presidenta Piña Hernández votaron en 
contra. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA MINISTRA MARÍA ESTELA RÍOS GONZÁLEZ EN LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 61/2025 

En sesión de veintiséis de enero de dos mil veintiséis, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de  

la Nación resolvió por mayoría de seis votos la presente acción de inconstitucionalidad que promovió la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos en la que demandó la invalidez del artículo 293 Bis, fracción III, del 

Código Penal para el Estado de Sinaloa.  

La sentencia concluyó que la norma impugnada transgrede el derecho de acceso a la información y el 

principio de legalidad penal en su vertiente de taxatividad, al penalizar de manera amplia e indeterminada la 

obtención de información, por cualquier medio tecnológico, sobre “acciones, actividades o ubicaciones” de 

las Instituciones de Seguridad Pública. 

Como lo anuncié en la sesión, no comparto la posición de la mayoría de las y los Ministros1 en la que 

reconocieron la invalidez constitucional del artículo 293 Bis, fracción III, del Código Penal para el Estado de 

Sinaloa, que establece:  

“Artículo 293 Bis. Se aplicará pena de cuatro años seis meses a quince años de prisión y 
de mil a dos mil días de multa, a quien: 

[…] 

III. Obtenga información, utilizando cualquier medio tecnológico sobre acciones, actividades 
o ubicación de las instituciones señaladas en la fracción anterior;  

[…] 

La pena prevista en este artículo se aumentará desde un tercio hasta una mitad, al que 
realice las conductas descritas en este precepto utilizando para ello cualquier vehículo de 
servicio público de transporte de pasajeros u otro que preste un servicio similar o que por 
sus características exteriores sea similar a la apariencia de los vehículos destinados al 
servicio de transporte público de pasajeros. 

La pena señalada en este numeral se aumentará desde un tercio hasta un tanto más y se 
impondrá además, la destitución del cargo o comisión e inhabilitación de tres a diez años 
para ocupar otro, cuando el delito sea cometido por servidores públicos o por ex servidores 
públicos de las fuerzas armadas, instituciones de seguridad pública o de procuración o 
administración de justicia”. 

La posición mayoritaria de este Pleno consideró, en esencia, que la norma impugnada impone una 

restricción al derecho de acceso a la información, porque define como conducta generadora de 

responsabilidad penal el hecho de buscar cierto tipo de información en poder de autoridades estatales, 

relativas al ejercicio de sus funciones de derecho público (acciones, actividades o ubicación); sin que dicha 

restricción se encuentre establecida por ley formal. 

Además de que también viola el principio de taxatividad, en tanto que el artículo impugnado no establece 

las herramientas necesarias para que el intérprete conozca claramente que lo que se pretende sancionar es 

únicamente la conducta que en el procedimiento legislativo se identificó como el “halconeo”, de forma que 

puede llegar a permitir la arbitrariedad en su aplicación.  

Disiento de esta conclusión, por las razones siguientes: 

1. La porción normativa impugnada es clara, precisa y exacta, respecto de la conducta reprochable que 

se pretendió sancionar, sin dejar elementos de interpretación al juzgador. Ello porque en la propia exposición 

de motivos se señaló que la norma buscaba garantizar que las instituciones encargadas de la seguridad 

                                                 
1 De las Ministras Herrerías Guerra y Esquivel Mossa, y de los Ministros Espinosa Betanzo, Figueroa Mejía, Guerrero García y Ministro 
Presidente Aguilar Ortiz. 
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pública pudieran ejercer sus funciones sin interferencia que pusiera en riesgo su integridad y efectivo 

desempeño para evitar que los grupos criminales siguieran obteniendo ventajas sobre esas instituciones 

mediante el uso de tecnología no regulada, por lo que sí está perfectamente descrita la conducta sancionada. 

Al respecto, la norma impugnada claramente es de carácter prohibitivo, y en ella se expresa un deseo 

soberano del legislador acompañado de la amenaza de una sanción, pues representa el contenido de la 

prohibición referida y se traduce en la acción de buscar cierto tipo de información en poder de autoridades 

estatales, relativas al ejercicio de sus funciones de derecho público (acciones, actividades o ubicación). 

2. La norma impugnada constituye una restricción válida al ejercicio del derecho de acceso a la 

información, para garantizar los fines legítimos como el interés público y la protección de las personas, pues 

pretende de manera general garantizar el mandato de seguridad pública contemplado en el artículo 21 

constitucional,2 que se traduce en acciones, estrategias, mecanismos y medidas para la prevención, 

investigación y persecución de los delitos, entre otras cuestiones. 

El legislador local, en uso de su facultad de configuración legislativa y de control de la política criminal, 

consideró necesario tutelar la información sobre acciones y ubicación de las instituciones de seguridad 

pública, en atención a la incidencia delictiva en el Estado, al tipo de delitos que se cometen y a las formas o 

modalidades en que operan los grupos criminales. 

De lo contrario, dicha información podrá ser utilizada en detrimento de la seguridad pública, ya que los 

distintos mercados criminales estarán en posibilidad de obstaculizar actividades de inteligencia y 

contrainteligencia en el combate a la delincuencia y la investigación de los delitos federales. 

3. Además, si la norma impugnada tiene como objetivo específico proteger a los miembros de las 

instituciones de seguridad pública y tutelar la efectividad de sus labores, frente a la amenaza de actividades 

de “halconeo”, se trata de una medida válida desde el punto de vista constitucional para cumplir con los fines 

del artículo 21 constitucional. En ese sentido, se consideró necesario tutelar la información sobre acciones y 

ubicación de las instituciones de seguridad pública, en atención a la incidencia delictiva en el Estado, al tipo 

de delitos que se cometen y a las formas o modalidades en que operan los grupos criminales. 

En consecuencia, la norma no viola el derecho de acceso a la información ni el principio de taxatividad, ya 

que es clara, precisa y exacta respecto de la conducta que se pretendió sancionar, sin que se permita 

arbitrariedad en su aplicación. 

Por estas razones, voté en contra del reconocimiento de invalidez del artículo 293 Bis, fracción III, del 

Código Penal para el Estado de Sinaloa. 

Ministra María Estela Ríos González.- Firmado electrónicamente. 

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 

LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de tres fojas útiles en las que se cuenta 
esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular 
de la señora Ministra María Estela Ríos González, formulado en relación con la sentencia del veintiséis de 
enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción 
de inconstitucionalidad 61/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se 

certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a doce 
de marzo de dos mil veintiséis.- Rúbrica. 

                                                 
2 Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público, a la secretaría del ramo de seguridad pública del Ejecutivo 
Federal, a la Guardia Nacional y a las policías, en el ámbito de su competencia, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en 
el ejercicio de esta función. 
[…] 
La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son 
salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4o. de esta 
Constitución que garantiza los deberes reforzados de protección del Estado con las mujeres, adolescentes, niñas y niños; así como contribuir 
a la generación y preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. 
La seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones 
administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación de las instituciones de 
seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo y honradez, así como por la perspectiva de 
género y el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 
[…]”. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la  
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- ''2026, Año de Margarita Maza Parada''. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS 

EN LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo 
de cambio obtenido el día de hoy fue de $17.4052 M.N. (diecisiete pesos con cuatro mil cincuenta y dos 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 24 de abril de 2026.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales, Lic. José Andrés 
Jiménez Guerra.- Rúbrica.- Subgerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y Especiales, Lic. Mariel 
González Olivo.- Rúbrica.- Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. Diego Rafael Toledo Polis.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- ''2026, Año de Margarita Maza Parada''. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o y 10 del Reglamento Interior del Banco de México 
y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 3/2012, 
informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazo de 28 días 
obtenida el día de hoy, fue de 7.0272%; a plazo de 91 días obtenida el día de hoy, fue de 7.0676%; y a plazo 
de 182 días obtenida el día de hoy, fue de 7.1265%. 

Ciudad de México, a 24 de abril de 2026.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales, Lic. José Andrés 
Jiménez Guerra.- Rúbrica.- Subgerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y Especiales, Lic. Mariel 
González Olivo.- Rúbrica.- Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. Diego Rafael Toledo Polis.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- ''2026, Año de Margarita Maza Parada''. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o y 10 del Reglamento Interior del Banco de México 
y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 3/2012, 
informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en moneda 
nacional determinada el día de hoy, fue de 6.77 por ciento. 

Ciudad de México, a 23 de abril de 2026.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales, Lic. José Andrés 
Jiménez Guerra.- Rúbrica.- Subgerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y Especiales, Lic. Mariel 
González Olivo.- Rúbrica.- Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. Diego Rafael Toledo Polis.- Rúbrica. 
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COSTO porcentual promedio de captación de los pasivos en moneda nacional a cargo de las instituciones de banca 
múltiple del país (CPP). 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- "2026, Año de Margarita Maza Parada". 

COSTO PORCENTUAL PROMEDIO DE CAPTACIÓN DE LOS PASIVOS EN MONEDA NACIONAL A CARGO DE LAS 

INSTITUCIONES DE BANCA MÚLTIPLE DEL PAÍS (CPP). 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo dispuesto por sus resoluciones publicadas en el Diario Oficial de la Federación los días 20 
de octubre de 1981, 17 de noviembre de 1988, 13 de febrero de 1996 y 3 de noviembre de 2005, informa que 
el costo porcentual promedio de captación de los pasivos en moneda nacional a cargo de las instituciones de 
banca múltiple del país (CPP), expresado en por ciento anual, ha sido estimado en 5.43 (cinco puntos y 
cuarenta y tres centésimas) para abril de 2026. 

Ciudad de México, a 24 de abril de 2026.- BANCO DE MÉXICO: Director de Información del Sistema 
Financiero, Mtro. Juan Fernando Avila Embriz.- Rúbrica.- Gerente de Disposiciones de Banca Central, 
Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Subgerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y Especiales, 
Lic. Mariel González Olivo.- Rúbrica. 

 

 

COSTO de captación a plazo de pasivos denominados en unidades de inversión a cargo de las instituciones de 
banca múltiple del país (CCP-UDIS). 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- "2026, Año de Margarita Maza Parada". 

COSTO DE CAPTACIÓN A PLAZO DE PASIVOS DENOMINADOS EN UNIDADES DE INVERSIÓN A CARGO DE LAS 

INSTITUCIONES DE BANCA MÚLTIPLE DEL PAÍS (CCP-UDIS). 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, según lo dispuesto en sus resoluciones publicadas en el Diario Oficial de la Federación los días 6 de 
noviembre de 1995, 13 de febrero de 1996 y en referencia al artículo 276, fracción I, de la Ley de Instituciones 
de Seguros y Fianzas, informa que el costo de captación a plazo de pasivos denominados en unidades de 
inversión a cargo de las instituciones de banca múltiple del país (CCP-UDIS), expresado en por ciento anual, 
ha sido estimado en 4.50 (cuatro puntos y cincuenta centésimas) para abril de 2026. 

Ciudad de México, a 24 de abril de 2026.- BANCO DE MÉXICO: Director de Información del Sistema 
Financiero, Mtro. Juan Fernando Avila Embriz.- Rúbrica.- Gerente de Disposiciones de Banca Central, 
Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Subgerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y Especiales, 
Lic. Mariel González Olivo.- Rúbrica. 

 

 

COSTO de captación a plazo de pasivos denominados en moneda nacional a cargo de las instituciones de banca 
múltiple del país (CCP). 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- "2026, Año de Margarita Maza Parada". 

COSTO DE CAPTACIÓN A PLAZO DE PASIVOS DENOMINADOS EN MONEDA NACIONAL A CARGO DE LAS 

INSTITUCIONES DE BANCA MÚLTIPLE DEL PAÍS (CCP). 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo dispuesto por su resolución publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de febrero 
de 1996, informa que el costo de captación a plazo de pasivos denominados en moneda nacional a cargo de 
las instituciones de banca múltiple del país (CCP), expresado en por ciento anual, ha sido estimado en 6.41 
(seis puntos y cuarenta y una centésimas) para abril de 2026. 

Ciudad de México, a 24 de abril de 2026.- BANCO DE MÉXICO: Director de Información del Sistema 
Financiero, Mtro. Juan Fernando Avila Embriz.- Rúbrica.- Gerente de Disposiciones de Banca Central, 
Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Subgerente de Asuntos Jurídicos Internacionales y Especiales, 
Lic. Mariel González Olivo.- Rúbrica. 

(R.- 575388) 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba la modificación de la 
cartografía electoral del Estado de México, respecto de los municipios de Axapusco-Nopaltepec, Cuautitlán 
Izcalli-Cuautitlán y San Martín de las Pirámides-Teotihuacán-Otumba. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG153/2026. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA LA 
MODIFICACIÓN DE LA CARTOGRAFÍA ELECTORAL DEL ESTADO DE MÉXICO, RESPECTO DE LOS MUNICIPIOS DE 
AXAPUSCO-NOPALTEPEC, CUAUTITLÁN IZCALLI-CUAUTITLÁN Y SAN MARTÍN DE LAS PIRÁMIDES-TEOTIHUACÁN-
OTUMBA 

GLOSARIO 

CNV Comisión Nacional de Vigilancia. 

COC Coordinación de Operación en Campo de la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de 
Electores. 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CRFE Comisión del Registro Federal de Electores. 

DERFE Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

DSCV Dirección de la Secretaría de las Comisiones de Vigilancia de la Dirección Ejecutiva del 
Registro Federal de Electores.  

INE Instituto Nacional Electoral. 

INEGI Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

LAMGE Lineamientos para la Actualización del Marco Geográfico Electoral. 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

RIINE Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral 

STN Secretaría Técnica Normativa de la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

 

ANTECEDENTES 

I. Modificaciones a los LAMGE. El 7 de agosto de 2025, mediante Acuerdo INE/CG998/2025, este 
Consejo General aprobó las modificaciones a los LAMGE, aprobados mediante diverso 
INE/CG393/2019. 

II. Publicación del Decreto 334. El 8 de noviembre de 2021, se publicó en el Periódico Oficial, Gaceta 
del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México, el Decreto No. 334, aprobado por la 
Sexagésima Legislatura Constitucional del H. Congreso del Estado de México y que contiene el 
dictamen que resuelve el procedimiento de diferendo limítrofe intermunicipal entre los Municipios de 
Cuautitlán y Cuautitlán Izcalli, reconociendo que el poblado de San Mateo Ixtacalco y el Ejido de San 
Mateo Ixtacalco con sus comunidades "La Capilla" y "El Sabino" forman parte del Municipio de 
Cuautitlán. 

III. Interposición Controversia Constitucional 221/2021. El 15 de diciembre de 2021, Ricardo Núñez 
Ayala, María Alejandra Miranda Reséndiz, Edgar Isaac Martínez Solís, Leticia Baca Vázquez, 
quienes se ostentaron como presidente municipal, primera síndico, segundo síndico y tercer síndico, 
todos del Municipio de Cuautitlán Izcalli, Estado de México, promovieron controversia constitucional 
en contra del Decreto Número 334, misma que fue radicada con el número 221/2021. 

IV. Sobreseimiento Controversia Constitucional 221/2021. El 11 de enero de 2023, la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó sobreseer la Controversia Constitucional 
221/2021, al considerar que la presentación de la demanda fue extemporánea. 

V. Publicación del Decreto 26. El 17 de diciembre de 2024, se publicó en el Periódico Oficial, Gaceta 
del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México, el Decreto No. 26, mediante el cual la LXII 
Legislatura Constitucional del H. Congreso del Estado de México, aprobó el “Convenio Amistoso de 
Reconocimiento de Límites Territoriales Intermunicipales, suscrito por los Ayuntamientos de 
Axapusco y Nopaltepec, ambos del Estado de México”. 
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VI. Publicación del Decreto 57. El 27 de diciembre de 2024, se publicó en el Periódico Oficial, Gaceta 
del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México, el Decreto No. 57, mediante el cual la 
Sexagésima Segunda Legislatura Constitucional del H. Congreso del Estado de México, aprobó el 
“Convenio Amistoso de Reconocimiento de Límites Territoriales Intermunicipales, suscrito por los 
Ayuntamientos de San Martín de Las Pirámides y Teotihuacán, ambos del Estado de México”. 

VII. Informes técnicos para la modificación de la cartografía electoral, respecto de los límites 
municipales en el Estado de México. El 7 de agosto de 2025, la COC remitió a la STN, ambas 
adscritas a la DERFE, mediante oficio INE/COC/0956/2025, el “Informe Técnico Modificación de 
límites municipales entre Axapusco y Nopaltepec en el Estado de México”. 

 Posteriormente, el 29 de agosto de 2025, la COC remitió a la STN, ambas de la DERFE, mediante 
oficio INE/COC/1046/2025, los siguientes Informes Técnicos: 

a) Informe Técnico Modificación de límites municipales entre Cuautitlán Izcalli y Cuautitlán en el 
Estado de México. 

b) Informe Técnico Modificación de límites municipales entre San Martín de las Pirámides, 
Teotihuacán y Otumba en el Estado de México. 

VIII. Dictámenes Jurídicos para la modificación de la cartografía electoral, respecto de los límites 
municipales en el Estado de México. El 6 de octubre de 2025, mediante los oficios 
INE/DERFE/STN/27070/2025, INE/DERFE/STN/27081/2025 e INE/DERFE/STN/27082/2025, la STN adscrita 
a la DERFE, emitió los siguientes dictámenes jurídicos: 

a) Dictamen Jurídico sobre la modificación de la cartografía electoral respecto de los límites 
municipales entre Axapusco y Nopaltepec, Estado de México. 

b) Dictamen Jurídico sobre la modificación de la cartografía electoral respecto de los límites 
municipales entre Cuautitlán Izcalli y Cuautitlán, Estado de México. 

c) Dictamen Jurídico sobre la modificación de la cartografía electoral respecto de los límites 
municipales entre San Martín de Las Pirámides, Teotihuacán y Otumba, Estado De México. 

IX. Remisión de los dictámenes técnico-jurídicos a la DSCV. El 28 de octubre de 2025, mediante el 
oficio INE/COC/1250/2025, la COC remitió a la DSCV, los dictámenes técnico-jurídicos de los casos 
de modificación a la cartografía electoral de referencia, para que por su conducto se hicieran del 
conocimiento de las representaciones partidistas acreditadas ante la CNV. 

X. Entrega de los dictámenes técnico-jurídicos a las representaciones partidistas acreditadas 
ante la CNV. El 30 de octubre de 2025, mediante los oficios INE/DERFE/DSCV/0359/2025, 
INE/DERFE/DSCV/0360/2025, INE/DERFE/DSCV/0361/2025, INE/DERFE/DSCV/0362/2025, 
INE/DERFE/DSCV/0363/2025 e INE/DERFE/DSCV/0364/2025, la DSCV entregó a las 
representaciones de los partidos políticos Acción Nacional, Revolucionario Institucional, del Trabajo, 
Verde Ecologista de México, Movimiento Ciudadano y MORENA, acreditadas ante la CNV, los 
dictámenes técnico-jurídicos en comento para su conocimiento y, en su caso, realizar  
las observaciones que consideraran oportunas. 

XI. Conclusión del plazo para formular observaciones por parte de los partidos políticos. El 19 de 
noviembre de 2025, venció el plazo de 20 días naturales para que las representaciones de los 
partidos políticos acreditadas ante la CNV realizaran las manifestaciones o, en su caso, aportaran 
información adicional que consideraran pertinentes a los casos de modificación a la cartografía 
electoral del Estado de México. 

 Al respecto, mediante oficio INE/DERFE/DSCV/0377/2025, de fecha 24 de noviembre de 2025, la 
DSCV informó que no se recibieron observaciones por parte de los representantes de los partidos 
políticos. 

XII. Recomendación de la CNV. El 11 de marzo de 2026, la CNV recomendó a este Consejo General, 
mediante Acuerdo INE/CNV12/MAR/2026, apruebe la modificación de la cartografía electoral del 
Estado de México, respecto de los municipios de Axapusco-Nopaltepec, Cuautitlán Izcalli-Cuautitlán, 
San Martín de las Pirámides-Teotihuacán-Otumba. 

XIII. Aprobación del anteproyecto de acuerdo por la CRFE. El 19 de marzo de 2026, en su Tercera 
Sesión Extraordinaria, la CRFE aprobó someter a la consideración de este órgano superior de 
dirección, mediante Acuerdo INE/CRFE16/03SE/2026, el Proyecto de Acuerdo del Consejo General 
por el que se aprueba la modificación de la cartografía electoral del Estado de México, respecto de 
los municipios de Axapusco-Nopaltepec, Cuautitlán Izcalli-Cuautitlán, San Martín de las Pirámides-
Teotihuacán-Otumba. 
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CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Competencia. 
1. Este Consejo General es competente para aprobar la modificación de la cartografía electoral del 

Estado de México, respecto de los municipios de Axapusco-Nopaltepec, Cuautitlán Izcalli-Cuautitlán, 
San Martín de las Pirámides-Teotihuacán-Otumba, conforme a lo dispuesto por los artículos 41, 
párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafos primero y segundo y Apartado B, inciso a), numeral 2 
de la CPEUM; 29, 30, párrafo 1, incisos c) y d), 32, párrafo 1, inciso a), fracción II; 34, párrafo 1, 
inciso a); 35; 44, párrafo 1, incisos l), gg), hh) y jj) de la LGIPE; 4, párrafo 1, fracción I, Apartado A, 
inciso a); 5, párrafo 1, inciso x); 45, numeral 1, incisos q), r), y s); del RIINE; 42 y 43 de los LAMGE. 

SEGUNDO. Razones jurídicas que sustentan la determinación. 
2. Normatividad aplicable en derechos humanos. Acorde a lo establecido en el artículo 1º, párrafo 

primero de la CPEUM, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la 
propia CPEUM y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que la misma establece. 

 En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

 El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

3. Función estatal, naturaleza y principios jurídicos del INE. El artículo 41, párrafo tercero, Base V, 
Apartado A, párrafos primero y segundo de la Constitución, en relación con los diversos 29; 30 
numeral 2 y 31, numeral 1 de la LGIPE, establecen que el INE es depositario de la función estatal de 
organizar elecciones, es un organismo público autónomo dotado de personalidad jurídica  
y patrimonio propios, autoridad en la materia electoral, independiente en sus decisiones y 
funcionamiento y profesional en su desempeño; en cuya integración participan el Poder Legislativo 
de la Unión, los Partidos Políticos Nacionales, así como las ciudadanas y los ciudadanos, en los 
términos que ordene la ley. 

 El INE contará con los recursos presupuestarios, técnicos, humanos y materiales que requiera para 
el ejercicio directo de sus facultades y atribuciones. Todas sus actividades se regirán por los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, 
paridad y se realizarán con perspectiva de género. 

4. Estructura del INE. De conformidad con los artículos 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, 
párrafo segundo de la CPEUM, así como 30, numeral 3 de la LGIPE y 4, numeral 1 del RIINE, 
establecen que el Instituto, contará en su estructura con órganos de dirección, ejecutivos, técnicos  
y de vigilancia. Los órganos ejecutivos y técnicos dispondrán del personal calificado necesario y 
especializado para el ejercicio de sus atribuciones el cual formará parte del Servicio Profesional 
Electoral Nacional o de la rama administrativa que se regirá por las disposiciones de la ley electoral y 
del Estatuto del Servicio Profesional Electoral Nacional y del Personal de la Rama Administrativa que 
con base en ella apruebe el CG, regulando las relaciones de trabajo con los servidores del organismo 
público. 

 Asimismo, de conformidad con lo previsto en el artículo 31, numeral 4, de la LGIPE, el INE se regirá 
para su organización, funcionamiento y control, por las disposiciones constitucionales relativas y las 
demás aplicables. Además, se organizará conforme al principio de desconcentración administrativa. 

 También, de conformidad con el artículo 33, de la LGIPE, el INE tiene su domicilio en la Ciudad de 
México y ejercerá sus funciones en todo el territorio nacional conforme a la siguiente estructura: 32 
delegaciones, una en cada entidad federativa y 300 subdelegaciones, una en cada Distrito Electoral 
uninominal. También podrá contar con Oficinas Municipales en los lugares en que el Consejo 
General determine su instalación. 

5. Fines del Instituto. El artículo 30, párrafo 1, incisos a), d), e) y f) de la LGIPE, señala que son fines 
del INE, entre otros: contribuir al desarrollo de la vida democrática; asegurar a la ciudadanía el 
ejercicio de los derechos político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; garantizar 
la celebración periódica y pacífica de las elecciones para renovar a las y los integrantes de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial de la Unión, así como ejercer las funciones que la 
Constitución le otorga en los Procesos Electorales Locales; y velar por la autenticidad y efectividad 
del sufragio. 
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6. Atribuciones del INE en materia de geografía electoral. El artículo 41, Base V, Apartado B, inciso 
a), numeral 2 de la CPEUM, así como el diverso artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción II de la 
LGIPE, manifiestan que para los procesos electorales federales y locales, corresponde al INE definir 
la geografía electoral, que incluirá el diseño y determinación de los distritos electorales y su división 
en secciones electorales, así como la delimitación de las circunscripciones plurinominales y el 
establecimiento de cabeceras. 

 El artículo 1, párrafo 2 de la LGIPE instituye que las disposiciones de dicha ley son aplicables a las 
elecciones en los ámbitos federal y local respecto de las materias que establece la CPEUM. 

 El artículo 32, párrafo 1, inciso a), fracción II de la LGIPE mandata que el INE tendrá como atribución, 
entre otras, la geografía electoral, que incluirá la determinación de los Distritos electorales y su 
división en secciones electorales, así como la delimitación de las circunscripciones plurinominales y 
el establecimiento de cabeceras. 

 A su vez, artículo 43, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, dispone que este Consejo General ordenará la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación de los acuerdos y resoluciones de carácter general 
que pronuncie. El Secretario Ejecutivo del INE establecerá los acuerdos para asegurar su oportuna 
publicación en dicho medio oficial. 

7. Naturaleza jurídica del Consejo General. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 34, 
numeral 1, inciso a) y 35, numeral 1 de la LGIPE, y 4 numeral 1, fracción I, apartado A, inciso a) del 
RIINE, el Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable de vigilar el cumplimiento 
de las disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar porque los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y 
paridad de género guíen todas las actividades del Instituto. En su desempeño aplicará la perspectiva 
de género. 

8. Integración del Consejo General. De conformidad con el artículo 36, numeral 1 de la LGIPE, el 
Consejo General se integra por una Consejera o Consejero Presidente, diez Consejeras y 
Consejeros Electorales, Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo, personas representantes de 
los partidos políticos y una Secretaria o Secretario Ejecutivo. La conformación del mismo deberá 
garantizar el principio de paridad de género. 

9. Atribuciones del Consejo General. Conforme al artículo 44, numeral 1, incisos a) y hh) de la 
LGIPE, el Consejo General tiene como atribuciones, entre otras, aprobar y expedir los reglamentos 
interiores necesarios para el debido ejercicio de las facultades y atribuciones del INE, así como 
aprobar la geografía electoral federal y de las entidades federativas, de conformidad con los 
resultados del censo nacional de población. 

 Ha sido criterio del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que, las modificaciones a la 
cartografía electoral constituyen una atribución concreta y directa del Consejo General del INE, 
encaminada a definir las cuestiones inherentes a la geografía electoral; razón por la cual podrá emitir 
los Lineamientos y acuerdos necesarios1. 

10. Integración de las Comisiones de Vigilancia. El artículo 157, numeral 1, incisos a) y b) de la 
LGIPE indica que las Comisiones de Vigilancia se integrarán, entre otros, por la o el Director 
Ejecutivo del Registro Federal de Electores o, en su caso, las y los Vocales correspondientes de las 
Juntas Locales Ejecutivas y/o Distritales Ejecutivas, quienes fungirán como presidentas(es) de  
las respectivas comisiones, así como un(a) representante propietaria(o) y un(a) suplente por cada 
uno de los Partidos Políticos Nacionales. 

11. Atribuciones de la CNV. El artículo 158, numeral 2 de la LGIPE y 78, numeral 1, inciso j) advierte 
que la CNV conocerá y podrá emitir opiniones respecto de los trabajos en materia de demarcación 
territorial, de los distritos electorales federales y locales, incluyendo la redistritación, el 
reseccionamiento y la integración seccional que efectúe la DERFE. 

12. Atribuciones de la DERFE en materia de geografía electoral. El artículo 54, párrafo 1, inciso h) de 
la LGIPE dispone que es atribución de la DERFE mantener actualizada la cartografía electoral del 
país, clasificada por entidad, distrito electoral federal, distrito electoral local, municipio y sección 
electoral. 

                                                 
1 Sentencia emitida en el expediente SUP-RAP-113/2010, en fecha 24 de noviembre de 2010. Aprobado por unanimidad de votos de los 
Magistrados integrantes de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
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 Bajo esa tesitura, el artículo 45, numeral 1, inciso s) del RIINE establece que la DERFE, tiene como 
facultad, entre otras, definir las reglas y procedimientos para la detección de inconsistencias en la 
cartografía electoral, así como para la actualización permanente del Marco Geográfico Electoral. Lo 
anterior haciéndose del conocimiento de la CNV. 

 El numeral 14 de los LAMGE señala que, con el propósito de incorporar en la cartografía electoral del 
país los procedimientos técnicos y científicos que le den una mayor calidad, la DERFE promoverá la 
mejora continua de los trabajos de actualización cartográfica electoral, considerando como insumo la 
cartografía oficial del INEGI, así como los estándares nacionales e internacionales en la materia, 
apegándose siempre al marco constitucional y legal aplicable para estas actividades. 

 El numeral 29 de los LAMGE, indica que la modificación de límites municipales se presenta cuando 
la autoridad competente de una entidad federativa establece una nueva delimitación  
político-administrativa entre dos o más municipios, conforme a sus procedimientos normativos. 

 De igual forma, el numeral 30 de los LAMGE establece que, la actualización de la cartografía 
electoral por las modificaciones de límites estatales y municipales, deberá realizarse con base en un 
documento emitido por autoridad competente, conforme a lo que establece la legislación local que 
corresponda. Los nuevos límites establecidos deberán representarse en los respectivos mapas con 
la precisión requerida. En caso de que existan ambigüedades que impidan la representación de las 
modificaciones a los límites municipales, la DERFE deberá presentar un informe que justifique dicha 
circunstancia, y lo hará de conocimiento a la CNV. 

 El numeral 35 de los LAMGE, mandata que se realizaran los trabajos de actualización cartográfica 
electoral a nivel de municipio o estado, en los siguientes supuestos: 

a) Cuando exista un documento emitido por autoridad competente conforme a lo que establece  
la legislación local que corresponda, y no coexista con un procedimiento que conforme a la 
legislación en la materia impida modificarlos, y 

b) Cuando no exista ambigüedad técnica en la descripción de los límites que impida su 
representación en la cartografía electoral. 

 Asimismo, el numeral 36 incisos a) y b) de los LAMGE establece que, cuando el INE tenga 
conocimiento de un problema de límites territoriales que genere incertidumbre en la referencia 
geoelectoral de la ciudadanía a nivel municipal, hará de conocimiento la problemática a la legislatura 
del estado y le solicitará por escrito el documento emitido por la autoridad competente que establece 
la delimitación de los municipios involucrados y, en caso de que el mismo sea ambiguo, la DERFE 
utilizará como principal insumo el Marco Geoestadístico Municipal del INEGI, en los términos 
descritos en el numeral 14, y actuará conforme a los numerales 37 a 45 de la normatividad en 
comento. 

 Por su parte, el numeral 37 de los LAMGE dispone que cuando los límites que se pretendan 
modificar sean coincidentes con la delimitación distrital federal y/o local, se deberá llevar a cabo el 
ajuste gráfico distrital que corresponda, siempre y cuando en cada tramo a modificar no se afecte la 
georreferencia distrital de los electores. 

 El numeral 38 de los LAMGE colige que, en cualquiera de los supuestos referidos en los numerales 
25, 34, 35 y 36, la DERFE revisará cada caso en particular y emitirá un dictamen técnico-jurídico 
sobre la procedencia o no de la actualización cartográfica electoral. 

 El dictamen referido contará con los elementos de ciencia cartográfica, con respecto a los límites 
estatales y municipales, con la exactitud requerida, y en su caso, geoposicionamiento de las 
localidades. Además, el dictamen incluirá el análisis de la legislación que aplique, de ser el caso, la 
resolución jurídica que aplique. 

13. Normatividad local de la entidad sujeta a actualización cartográfica. El artículo 61, fracción I de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México dispone que, son facultades y 
obligaciones de la Legislatura, entre otras la de expedir leyes, decretos o acuerdos para el régimen 
interior del Estado, en todos los ramos de la administración del gobierno. 

 La fracción XXV del artículo en cita, señala que es facultad de la Legislatura del Estado de México 
fijar los límites de los municipios del Estado y resolver las diferencias que en esta materia se 
produzcan. 

 A su vez, el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México establece que, la creación 
y supresión de municipios, la modificación de su territorio, cambios en su denominación o ubicación 
de sus cabeceras municipales, así como la solución de conflictos sobre límites intermunicipales, 
corresponden a la Legislatura del Estado. 
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 El artículo 7 del referido ordenamiento señala que la extensión territorial de los municipios del Estado 
comprenderá la superficie y límites reconocidos para cada uno de ellos. 

 En ese orden de ideas, el artículo 4, fracciones I, II, III y IV de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones XXV y XXVI del artículo 61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
México, refiere que los procedimientos para la fijación o precisión de los límites municipales, podrán 
iniciarse ante la inexistencia de un Decreto por el que se delimiten dos o más municipios; cuando en 
los Decretos existentes, no se haya precisado la delimitación territorial entre dos o más municipios; 
cuando exista discrepancia entre dos o más municipios sobre la interpretación de un Decreto que fije 
los límites municipales; o cuando así lo convengan los municipios para el reconocimiento de sus 
límites territoriales. 

 El artículo 6 de la referida Ley establece que en la substanciación de los procedimientos que 
establece esta ley, los municipios serán representados por las personas titulares de la Presidencia 
Municipal y la Sindicatura del Ayuntamiento correspondiente, sin que puedan delegar esta 
representación. 

 Los procedimientos para la creación o supresión y fijación o precisión de los límites municipales se 
regirán bajo los principios de sencillez, celeridad, colaboración, publicidad, gratuidad y buena fe. 

 El artículo 29 de la Ley en cita refiere que, los municipios del Estado, con el apoyo técnico de la 
Comisión Estatal podrán arreglar entre sí, por convenios amistosos, sus respectivos límites, 
sometiéndolos a la Legislatura para su aprobación. 

 Del mismo modo, el artículo 39 de la referida Ley establece que los convenios aprobados por la 
Legislatura en los que se fijen los límites de los municipios y las resoluciones dictadas en los casos 
de diferendos serán publicados en el periódico oficial “Gaceta del Gobierno” del Estado de México. 

 Igualmente, de conformidad con el artículo 40 de la Ley en comento, las diferencias que se susciten 
sobre límites municipales serán resueltas por la Legislatura, con el apoyo de la Comisión Estatal de 
conformidad con las disposiciones de dicha Ley. 

 El artículo 57 de la citada legislación mandata que las resoluciones de la Legislatura, por las que se 
ponga fin a los diferendos de límites intermunicipales y los convenios que sean aprobados por ésta 
no admitirán recurso o medio de defensa legal alguno. 

 El artículo 58 de la multicitada ley establece que, a partir de la aprobación del decreto que resuelva 
los diferendos limítrofes, todas las autoridades están obligadas a realizar las adecuaciones 
necesarias en el ámbito de sus atribuciones, que permitan el cabal cumplimiento del decreto. 

TERCERO. Motivos para aprobar la modificación de la cartografía electoral del Estado de México, 
respecto de los municipios de Axapusco-Nopaltepec, Cuautitlán Izcalli-Cuautitlán y San Martín de las 
Pirámides-Teotihuacán-Otumba. 

14. La CPEUM, la LGIPE, el RIINE y los LAMGE revisten al INE de atribuciones para conformar y 
actualizar la geografía electoral, así como llevar a cabo el diseño y determinación de los distritos 
electorales y división del territorio en secciones electorales en el ámbito local, acorde lo previsto en 
dichos ordenamientos, las constituciones estatales y las leyes electorales de las entidades 
federativas. 

15. A su vez, la DERFE, tiene como atribución, mantener actualizada la cartografía electoral del país, 
para ello, deberá realizar los estudios y análisis correspondientes. 

16. Bajo ese contexto, el Marco Geográfico Electoral constituye un elemento técnico-jurídico esencial y 
dinámico, sujeto a constante actualización derivada de cambios legislativos, la creación de nuevos 
municipios, la modificación de límites territoriales, la aparición de nuevos asentamientos humanos o 
las variaciones poblacionales. Su función principal es garantizar la correcta adscripción de las y los 
ciudadanos a la sección electoral correspondiente a su domicilio, así como preservar el valor del voto 
mediante la adecuada distribución de la población en los distritos, municipios y demarcaciones 
electorales. 

17. De ahí que, derivado de los trabajos permanentes de actualización cartográfica que llevan a cabo 
tanto la DERFE, así como la Vocalía del Registro Federal de Electores de la Junta Local Ejecutiva 
correspondiente, se advirtió la necesidad de realizar adecuaciones al Marco Geográfico Electoral del 
Estado de México, en virtud de la expedición de los siguientes Decretos emitidos por el H. Congreso 
del Estado de México: 

a) Decreto No. 334, aprobado por la Sexagésima Legislatura Constitucional del H. Congreso del 
Estado de México y que contiene el dictamen que resuelve el procedimiento de diferendo 
limítrofe intermunicipal entre los Municipios de Cuautitlán y Cuautitlán Izcalli, reconociendo que 
el poblado de San Mateo Ixtacalco y el Ejido de San Mateo Ixtacalco con sus comunidades  
"La Capilla" y "El Sabino" forman parte del Municipio de Cuautitlán. 
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